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I.1 Resumen ejecutivo 
 
Introducción 
 
La presente Evaluación de la Política Estatal Anticorrupción (PEA) tiene como propósito informar 
de manera clara, objetiva y accesible los logros, avances y resultados alcanzados en el 
cumplimiento de sus objetivos de corto y mediano plazo. Estos avances han sido posibles gracias 
a la coordinación y colaboración entre las distintas áreas que integran el Sistema Estatal 
Anticorrupción (SEA), lo que ha contribuido al fortalecimiento de las acciones para prevenir y 
combatir la corrupción en el Estado de Aguascalientes. 
 
La Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción de Aguascalientes (SESEA) concluye el 
primer ciclo en el marco de la Política Estatal Anticorrupción (PEA), al cumplirse cinco años de su 
entrada en vigor. Es importante señalar que el 29 de enero de 2021, el Comité Coordinador del 
Sistema Estatal Anticorrupción aprobó el “Acuerdo que contiene la Política Estatal Anticorrupción, 
así como la metodología de indicadores para la evaluación y seguimiento de dicha Política”, el cual 
fue publicado el 15 de febrero de ese año en el Periódico Oficial del Estado. 
 
Dicho instrumento de planeación a 9 años, consta de 5 ejes estratégicos orientados a la prevención, 
detección, sanción de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como controlar y fiscalizar 
los recursos públicos. A partir de estos ejes, se establecen 58 prioridades u objetivos, de los cuales 
21 corresponden a metas de corto plazo, con fecha de cumplimiento prevista a más tardar en 
enero de 2024. 
 
Asimismo, la PEA establece una metodología que incluye 125 indicadores estatales, cuyo 
seguimiento está a cargo de la SESEA, con el fin de medir el grado de cumplimiento de los 
objetivos por parte de los entes públicos y fortalecer la rendición de cuentas. 
 
Marco metodológico 
 
El segundo apartado de este Informe presenta el marco metodológico adoptado por la Secretaría 
Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción (SESEA), para evaluar el periodo 2021–2025. Este 
ejercicio se concibió con un enfoque integral orientado no solo a medir el cumplimiento de metas, 
sino también a valorar la capacidad institucional desarrollada para enfrentar un fenómeno tan 
complejo y dinámico como la corrupción. Para ello, se adoptó una metodología basada en el 
análisis jurídico, programático, histórico y estadístico, complementada con la revisión de los 
principales instrumentos de seguimiento y evaluación generados por el Sistema Estatal 
Anticorrupción. 
 
El estudio incorporó información proveniente de los informes del Comité Coordinador, la 
Plataforma Digital Estatal, los informes gubernamentales, las Recomendaciones No Vinculantes, 
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así como estadísticas oficiales de organismos nacionales. Este enfoque permitió construir una 
visión amplia sobre los avances alcanzados y los desafíos persistentes. 
 
Uno de los principales logros metodológicos fue la consolidación del Sistema de Evaluación y 
Seguimiento de la Política Estatal Anticorrupción (SES-PEA), herramienta que permitió fortalecer 
la generación de evidencia y ampliar significativamente la participación institucional en los 
ejercicios de evaluación. Asimismo, el análisis permitió identificar indicadores que han sido 
superados, aquellos que presentan limitaciones metodológicas y otros que requieren actualización 
para responder a las nuevas realidades institucionales. 
 
Como área de oportunidad, se advierte la necesidad de continuar perfeccionando los mecanismos 
de medición, particularmente en aquellos objetivos relacionados con cambios culturales, 
integridad pública y confianza ciudadana, donde los resultados suelen manifestarse en horizontes 
temporales más amplios. 
 
Evolución del marco jurídico 
 
El apartado relativo a la evolución del marco jurídico desarrolla el contexto que enmarca la 
implementación de la Política Estatal Anticorrupción. Durante el periodo evaluado se registraron 
reformas constitucionales, legales y reglamentarias que modificaron competencias, crearon nuevas 
autoridades y redefinieron procesos vinculados con la prevención, detección, sanción, control y 
fiscalización de actos de corrupción. 
 
Entre los avances más relevantes destaca la consolidación del modelo de coordinación impulsado 
por el Sistema Nacional Anticorrupción, así como la armonización progresiva de diversos 
instrumentos legales con las disposiciones generales en materia de responsabilidades 
administrativas. De igual manera, sobresale la creación del Tribunal de Justicia Administrativa 
como órgano constitucional autónomo, la emisión de protocolos especializados para la 
investigación de hechos de corrupción y la incorporación de nuevas herramientas de protección a 
denunciantes. 
 
Asimismo, la transformación del modelo de transparencia derivó en la reasignación de 
competencias hacia nuevas autoridades garantes, mientras que las reformas en materia judicial 
dieron origen al Tribunal de Disciplina Judicial, modificando la integración institucional del propio 
Sistema Estatal Anticorrupción. 
 
No obstante, la evolución normativa también evidenció retos importantes. Diversos objetivos de 
la Política Estatal Anticorrupción fueron diseñados considerando instituciones, competencias y 
procedimientos que posteriormente fueron modificados o desaparecieron. Esto genera la 
necesidad de revisar y actualizar el diseño original de la política para asegurar que continúe siendo 
congruente con el marco jurídico vigente. 
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La principal enseñanza derivada de este análisis es que la política anticorrupción debe entenderse 
como un instrumento adaptable, capaz de responder a los cambios institucionales sin perder de 
vista sus objetivos sustantivos. 
 
Evolución del marco programático 
 
El análisis programático confirma que la Política Estatal Anticorrupción ha mantenido una adecuada 
alineación con los principales instrumentos de planeación nacional y estatal. Durante el periodo 
evaluado se observó una convergencia creciente entre los objetivos de la Política Nacional 
Anticorrupción, el Plan Nacional de Desarrollo, el Plan de Desarrollo del Estado de Aguascalientes 
y los instrumentos de planeación de largo plazo. 
 
Esta alineación permitió fortalecer prioridades comunes relacionadas con la coordinación 
interinstitucional, la profesionalización del servicio público, la transparencia, la rendición de 
cuentas, la participación ciudadana y la digitalización gubernamental. 
 
Uno de los avances más significativos fue la consolidación de la Plataforma Digital Estatal, cuyo 
nivel de desarrollo posicionó a Aguascalientes entre las entidades con mayores niveles de 
implementación tecnológica en materia anticorrupción. También destaca la incorporación de 
sistemas de seguimiento basados en evidencia, lo que fortaleció la capacidad institucional para 
monitorear avances y detectar áreas susceptibles de mejora. 
 
En materia de transparencia y gobierno abierto, la entidad mantuvo altos niveles de cumplimiento 
y calidad de información pública, mientras que en el ámbito sancionatorio se observó un 
incremento en la efectividad de las investigaciones que derivan en sanciones. 
 
Sin embargo, el análisis programático también permitió identificar desafíos persistentes. Entre 
ellos destaca la necesidad de fortalecer la participación efectiva de la ciudadanía, incrementar la 
vinculación del sector privado en estrategias de integridad y profundizar la implementación de 
mecanismos preventivos en ámbitos tradicionalmente expuestos a riesgos de corrupción. 
 
Evolución histórica 
 
El quinto apartado de este Informe desarrolla un análisis de los hitos históricos y recomendaciones 
de mayor impacto emitidas por el Comité Coordinador local, mostrando en paralelo, la atención 
de los objetivos plasmados en la política anticorrupción, y la maduración institucional del Sistema 
Estatal Anticorrupción. Durante estos cinco años se consolidaron mecanismos de coordinación que 
permitieron traducir los principios de la política estatal en la materia en acciones concretas. 
 
Un elemento especialmente relevante ha sido la emisión y seguimiento de las Recomendaciones 
No Vinculantes del Comité Coordinador. Estas recomendaciones han permitido impulsar cambios 
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normativos, fortalecer capacidades institucionales y promover la adopción de mejores prácticas en 
materia de integridad, control interno, transparencia y rendición de cuentas. 
 
Entre los resultados más destacados se encuentra la designación universal de autoridades de 
mejora regulatoria, la emisión y actualización de códigos de ética alineados a los estándares 
nacionales, la creación de mecanismos de capacitación en integridad pública y la consolidación de 
herramientas tecnológicas para la gestión y seguimiento de obligaciones administrativas. 
 
Asimismo, se registraron avances importantes en la regulación de remuneraciones, fortalecimiento 
de órganos internos de control, evaluación del desempeño gubernamental y armonización 
normativa en materia de responsabilidades administrativas. 
 
No obstante, la experiencia acumulada también muestra que algunos procesos de transformación 
institucional avanzan de manera desigual entre los distintos entes públicos. Existen diferencias 
significativas en capacidades técnicas, disponibilidad de recursos y velocidad de implementación, 
particularmente en el ámbito municipal, lo que obliga a mantener estrategias diferenciadas de 
acompañamiento y fortalecimiento institucional. 
 
Estadísticas relevantes 
 
El análisis de las estadísticas disponibles permite concluir que Aguascalientes ha logrado progresos 
significativos en la implementación de su política anticorrupción. 
 
Entre los resultados más relevantes destaca el reconocimiento nacional obtenido por la entidad 
como uno de los sistemas anticorrupción con mayores niveles de implementación de su política 
anticorrupción. Asimismo, Aguascalientes es considerada la segunda entidad federativa mejor 
interconectada con la Plataforma Digital Nacional. 
 
De igual manera, se observó una mejora sostenida en la atención de las recomendaciones no 
vinculantes, al pasar el nivel total de cumplimiento de un 23.44% a un 57.85%. 
 
En materia de prevención, destaca que la totalidad de los órganos internos de control cuentan 
actualmente con códigos de ética alineados a los estándares nacionales, situación que representa 
un cambio sustancial respecto del escenario identificado al inicio de la implementación de la 
política. 
 
Sin embargo, algunas estadísticas muestran áreas susceptibles de mejora, particularmente en la 
interconexión de ciertos sistemas de la Plataforma Digital Nacional, la participación social 
sostenida y el fortalecimiento de capacidades institucionales en municipios y organismos 
descentralizados. 
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Problemas persistentes 
 
A pesar de los avances alcanzados, un análisis de los rezagos críticos permite identificar diversos 
retos que deberán atenderse durante el ciclo de implementación de las prioridades de largo plazo 
de la Política Estatal Anticorrupción. 
 
En primer lugar, persisten diferencias importantes en el nivel de desarrollo institucional de los 
entes públicos. Mientras algunas instituciones han consolidado mecanismos de control, 
transparencia y evaluación, otras aún enfrentan dificultades para cumplir plenamente con las 
recomendaciones emitidas por el Comité Coordinador. 
 
En segundo término, la coordinación interinstitucional, aunque fortalecida, continúa enfrentando 
desafíos relacionados con la interoperabilidad de sistemas, la homologación de procesos y el 
intercambio oportuno de información. 
 
Asimismo, se identifican áreas de oportunidad en la profesionalización del servicio público, 
particularmente en la consolidación de esquemas basados en mérito, evaluación del desempeño y 
capacitación continua. 
 
Otro desafío relevante es la participación ciudadana: aunque se han fortalecido los mecanismos 
formales de involucramiento social, resulta necesario incrementar la participación efectiva y 
sostenida de la ciudadanía en los procesos de vigilancia, control y rendición de cuentas. 
 
Finalmente, persisten rezagos en la incorporación de estrategias de integridad en el sector 
privado, ámbito que aún presenta oportunidades importantes para fortalecer la 
corresponsabilidad en la prevención de la corrupción. 
 
Proyección de objetivos de largo plazo 
 
Por último, en el capítulo octavo, los resultados obtenidos durante el periodo 2021–2025 permiten 
afirmar que Aguascalientes cuenta con bases institucionales sólidas para avanzar hacia una nueva 
etapa de consolidación de su política anticorrupción. 
 
La proyección para el periodo 2027–2030 debe orientarse hacia la profundización del modelo de 
gobernanza colaborativa impulsado por el Sistema Estatal Anticorrupción. Esto implica fortalecer 
la coordinación entre autoridades, consolidar la interoperabilidad tecnológica, ampliar el uso 
estratégico de datos y perfeccionar los mecanismos de evaluación basados en evidencia. 
 
Asimismo, será necesario actualizar la Política Estatal Anticorrupción para incorporar los cambios 
normativos e institucionales ocurridos durante los últimos años, garantizando que sus objetivos, 
indicadores y líneas de acción reflejen las condiciones actuales del entorno jurídico y 
administrativo. 



 

 

7 

 
La consolidación de una cultura de integridad deberá mantenerse como una prioridad transversal, 
acompañada por estrategias permanentes de profesionalización, transparencia y participación 
ciudadana. 
 
Finalmente, el principal desafío de largo plazo consiste en transitar de una etapa centrada en la 
construcción institucional hacia una enfocada en la generación de resultados sustantivos y medibles 
para la población. El reto ya no es únicamente fortalecer capacidades, sino demostrar que dichas 
capacidades contribuyen efectivamente a reducir riesgos de corrupción, mejorar la confianza 
ciudadana y elevar la calidad de la gestión pública. En ese sentido, la experiencia acumulada 
durante estos primeros cinco años constituye una plataforma sólida para continuar avanzando 
hacia un modelo de integridad pública cada vez más robusto, coordinado y sostenible. 
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I.2 Marco metodológico 
 
La corrupción es un problema perverso,1 complejo y dinámico, es indispensable comprender que 
el control y combate de la corrupción no depende exclusivamente de la vigencia de los marcos 
jurídicos, sino del diseño estratégico y adaptabilidad de sus políticas públicas. Bajo esta premisa, 
la Política Estatal Anticorrupción requiere de un diagnóstico oportuno para poder responder a un 
entorno en constante mutación. 
 
La presente evaluación tiene como propósito comunicar con objetividad y rigor técnico los 
resultados de la Política Estatal Anticorrupción durante el período 2021-2025, correspondiente al 
cierre de su primer ciclo de implementación de los objetivos de corto plazo (2021-2024) y la 
primera mitad del segundo ciclo correspondiente a las prioridades de mediano plazo (2024-2027). 
Para ello, se implementa un diseño metodológico mixto, que articula de manera simultánea 
herramientas cualitativas y cuantitativas para garantizar un análisis sistemático, claro y accesible 
que permita visibilizar los logros alcanzados, las brechas pendientes y delinear los objetivos rumbo 
al 2030. 

 
Bajo este enfoque, se examinó la evolución del marco jurídico que dio origen al Sistema Estatal 
Anticorrupción, así como las principales reformas, acuerdos y sentencias que han impactado en su 
funcionamiento en los últimos años desde la aprobación de la Política Estatal Anticorrupción. 
Asimismo, se analizaron las disposiciones vinculadas con la implementación y desarrollo de la 
Plataforma Digital, evidenciando de esta manera cómo las políticas internas se han actualizado y 
adaptado frente a cambios legales, contribuyendo así a la mitigación de riesgos y al fortalecimiento 
de una cultura institucional de mejora continua y proactividad. 
 
Respecto a la evolución del marco programático, se examinó la naturaleza de la Política 
Anticorrupción en los ámbitos nacional y estatal, distinguiendo sus similitudes y diferencias 
respecto a los instrumentos derivados de la Ley de planeación. A su vez, se contrastaron los 
procesos de aprobación de la Política Nacional Anticorrupción y de la Política Estatal 
Anticorrupción, así como sus actualizaciones y sus principales objetivos atendidos en el Plan 
Aguascalientes 2030, el Plan de Desarrollo del Estado 2022-2027 y sus versiones sectoriales; el 
Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, el Plan Nacional de Desarrollo 2025-2030, y la propia 
Política Nacional Anticorrupción. 
 
Lo anterior permitió identificar de manera adecuada la alineación de objetivos y prioridades en los 
distintos niveles de gobierno, así como comprender la evolución de las estrategias implementadas 
y explicar las variaciones entre las metas planteadas y los resultados. 
 
                                                           
1 Ritchey, Tom. (2013). "Wicked problems: Modelling social messes with morphological analysis". 
Acta Morphologica Generalis Vol. 2, No. 1: 1-9. Disponible en: 
https://www.swemorph.com/wp.html (consultado el 17 de junio de 2026). 
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Con el propósito de documentar el cierre de las metas de corto y mediano plazo de la PEA, se 
determinó evaluar el desempeño y las capacidades institucionales que se desarrollaron en la 
entidad. De esta manera, se clasificaron los hitos más significativos de la Política Estatal 
Anticorrupción, visibilizando de esta forma el desarrollo de la Plataforma Digital, el cumplimiento 
progresivo del Programa de Trabajo Anual y la emisión de Recomendaciones No Vinculantes. 
 
Para dicho propósito, se analizaron diversas fuentes que aportan tanto estadísticas cuantitativas 
como informes cualitativos. Dichos datos fueron clasificados en dos categorías principales: los 
insumos internos, donde se agrupan los registros generados por las propias dependencias del 
Sistema. Entre ellos se encuentran: 
 

 Informes anuales del Instituto de Transparencia del Estado (el ahora extinto ITEA) 
 Evaluaciones en materia de control interno, en los informes del resultado de la revisión de 

la cuenta pública (Órgano Superior de Fiscalización del Estado, OSFAGS) 
 Censos de gobierno de los años 2021 al 2025 (SESEA) 
 Informes del Sistema Estatal Anticorrupción, incluyendo anexos sobre el cumplimiento de 

los programas de trabajo anuales del Comité Coordinador local, así como de las 
recomendaciones no vinculantes. 

 Informes semestrales de la Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción para su 
Junta de gobierno. 

 Informes anuales del Sistema Nacional de Fiscalización 
 
En la segunda categoría se encuentran los insumos externos, los cuales provienen de organismos 
autónomos y de la sociedad civil ajenos a la operación diaria del Sistema. Entre ellos se encuentran: 
 

 Censos nacionales de gobiernos estatales (INEGI) 
 Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental (INEGI) 
 Informe de Indicadores Nacionales (SESNA) 
 Informe aplicación SED, de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) 

 
 
No obstante, es de suma importancia identificar aquellos objetivos de corto y mediano plazo, tanto 
de la Política Estatal Anticorrupción como de la Política Nacional Anticorrupción, que presentan 
rezagos críticos o brechas significativas entre los resultados observados y los planteamientos 
originales con el propósito de visibilizar áreas de oportunidad y orientar acciones de mejora. 
 
Finalmente, se examinó el estado de cumplimiento de los objetivos de largo plazo de la Política 
Estatal Anticorrupción. Partiendo de dicho diagnóstico se realizaron consideraciones estratégicas 
orientadas a fortalecer su implementación durante el periodo 2027-2030, con el fin de consolidar 
avances y atender los desafíos identificados. 
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La elaboración de este compendio ofrece una oportunidad clave para evaluar la pertinencia de los 
objetivos institucionales y la vigencia de sus indicadores, además de reflejar el progreso de la 
entidad en el cumplimiento de las actividades comprometidas. 
 
Este Informe permitirá rediseñar y ajustar indicadores de la Política Estatal Anticorrupción que han 
sido superados o que resultan inviables, con el propósito de eliminarlos o replantearlos, a fin de 
asegurar la continuidad del seguimiento durante el periodo 2027-2030, en mejores condiciones 
para enfrentar los desafíos que pudieran presentarse. 
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I.3 Evolución del marco jurídico 
 
Introducción 
 
La evolución del marco jurídico constituye uno de los elementos centrales a considerar en el 
desarrollo de cualquier intervención de un problema social. A diferencia de otras políticas públicas, 
cuyo alcance y proyección temporal permiten un marco normativo relativamente estable durante 
sus ciclos de implementación, la Política Estatal Anticorrupción es una medida que atiende en el 
corto, mediano y largo plazo, un problema polisémico caracterizado además por su 
transversalidad. De esto ha resultado que la implementación de la Política Estatal Anticorrupción 
se caracterice por una constante transformación institucional, derivada tanto de reformas 
legislativas como de criterios jurisdiccionales, que por igual reorganizan procesos y competencias 
de las instancias ejecutoras, que redefinen la integración y facultades de los integrantes de la 
propia instancia coordinadora, reordenando el flujo de una forma que incide en el resultado tanto 
como la propia política anticorrupción. 
 
Los propios instrumentos internacionales como la Convención de las Naciones Unidas Contra la 
Corrupción, suscrita por México el 9 de septiembre de 2003, y la Convención Interamericana contra 
la Corrupción, han planteado los principales compromisos del estado mexicano que pre configuran 
los objetivos de la Política Nacional Anticorrupción y de su correlativa a nivel local. 
 
En este sentido, la reforma constitucional del 27 de mayo de 2015 que creó el Sistema Nacional 
Anticorrupción, y las denominadas siete leyes secundarias publicadas el 18 de julio de 2016 en el 
Diario Oficial de la Federación, más que adicionar obligaciones para las instituciones públicas, dicha 
reforma introdujo un nuevo modelo de gobernanza basado en la coordinación de todas las 
autoridades del sector público mexicano para ejecutar las funciones de prevención, detección, 
sanción, control y fiscalización. 
 
La expedición de las leyes generales del Sistema Nacional Anticorrupción como de 
Responsabilidades Administrativas en 2016, así como la posterior creación del Sistema Estatal 
Anticorrupción en Aguascalientes bajo un esquema normativo análogo al de la federación, 
constituyen hitos jurídicos que dieron origen al arreglo institucional que sirvió de marco para la 
emisión de la política estatal en la materia, el 29 de enero de 2021. 
 
Sin embargo, este marco jurídico no permaneció inalterado durante la implementación de la 
política cuyo progreso describe este Informe. Por el contrario, la reforma o expedición de nuevas 
disposiciones en materia de simplificación administrativa, desarrollo urbano, transparencia, 
seguridad pública y administración de bienes; así como la reconfiguración de organismos públicos 
locales; y la emisión de criterios jurisdiccionales tanto nacionales como internacionales, han 
impactado directamente en las condiciones legales consideradas originalmente en el 
planteamiento de los objetivos de la Política Estatal Anticorrupción, planteando la oportunidad de 
una revisión de su pertinencia y vigencia. 
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Atendiendo a ello, el presente apartado no es una mera secuencia cronológica de las reformas 
legales más relevantes ocurridas entre 2021 y 2025. Su propósito consiste en identificar los 
cambios jurídicos que han impactado al Sistema Estatal Anticorrupción e influenciado la 
implementación de la Política Estatal Anticorrupción, que permita realizar a un posterior análisis y 
actualización de dicho instrumento de planeación. 
 
Para facilitar este análisis, las modificaciones normativas se presentan conforme a la estructura 
sustantiva de la propia política, agrupándolas en torno a sus cinco ejes: prevención, detección, 
sanción, control y fiscalización; lo que permitirá identificar las condiciones institucionales bajo las 
cuales operó esta política constituyente2 durante sus primeros ciclos de implementación, así como 
los principales desafíos que la normativa implicará en su futuro rediseño y actualización. 
 
Evolución del marco normativo 
a la luz de los objetivos de la Política Estatal Anticorrupción 
 
E1. Prevenir. Prevenir los actos de corrupción 
 

 Nueva legislación en materia de simplificación administrativa 
El 16 de julio de 2025 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley nacional para 
eliminar trámites burocráticos, abrogando la Ley general de mejora regulatoria de 2018, 
estableciendo nuevas autoridades y políticas en la materia. 
 

 Nuevas autoridades en materia de desarrollo urbano 
El 20 de diciembre de 2022 se publicó en el Periódico Oficial del Estado el nuevo Código 
Urbano para el Estado de Aguascalientes, estableciendo nuevas autoridades en materia 
urbanística como la Secretaría de Planeación, Participación y Desarrollo y otorgando a los 
municipios nuevas facultades en la materia. 
Se suprimió la Procuraduría Estatal del Desarrollo Urbano mediante una reforma publicada 
en el Periódico Oficial del Estado el 31 de marzo de 2025. 

 
E2. Detectar. Detectar las desviaciones a la norma u objetivos institucionales 
 

 Transición del órgano garante hacia autoridades garantes en materia de transparencia 
El 20 de diciembre de 2024 se publicó en el Diario Oficial de la Federación una reforma en 
materia de simplificación orgánica que, entre otras disposiciones, ordenó la desaparición 
de los órganos garantes en materia de acceso a la información pública y protección de 

                                                           
2 Según la tipología de Theodore J. Lowi, citada en la página 185 de: Velásquez Gavilanes, Raúl. 
2009. “Hacia una nueva definición del concepto ‘política pública’”. Desafíos 20 (enero-junio): 149-
187. Disponible en: https://revistas.urosario.edu.co/index.php/desafios/article/view/433/377 
(consultado el 9 de junio de 2026). 
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datos personales y en su lugar a nivel local las funciones las asumen los órganos encargados 
de la contraloría u homólogo del Poder Ejecutivo. 
 
El 16 de junio de 2025 se publicó en el Periódico Oficial del Estado la nueva Ley de 
transparencia y acceso a la información pública del Estado de Aguascalientes, entre otras 
se establecieron nuevas autoridades y políticas. 
 
Para mediados de mayo de 2025 se extinguió formalmente el Instituto de Transparencia 
del Estado de Aguascalientes, asumiendo la Contraloría del Estado como nuevo órgano 
garante a nivel local, respecto de los sujetos obligados de la administración pública estatal 
y municipal, en tanto que los órganos internos de control de los poderes legislativo y 
judicial, como de los organismos autónomos, se instituyeron como autoridades garantes 
en la materia. 

 
E3. Sancionar. Procesar las acusaciones por incumplir la norma, y sancionar a los culpables 
 

 La prisión preventiva oficiosa es contraria a los derechos humanos 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “García Rodríguez y otros vs. 
México” en 2023 declaró que el arraigo y la prisión preventiva son contrarios a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, al que se le suma el caso Tzompaxtle 
Tecpile y otros vs. México. Toda vez que la prisión preventiva debe ser excepcional, 
proporcional y justificada para cada caso. 
En el mismo sentido, la jurisprudencia con número de registro 2028568 del Pleno Regional 
en Materia Penal y de Trabajo de la Región Centro-Norte, determina que cuando se 
reclame en amparo indirecto una orden de aprehensión por delito que amerite prisión 
preventiva oficiosa (incluidos los de corrupción), debe concederse la suspensión 
provisional para el efecto de evitar la ejecución de dicha orden. 
 

 Extinción de la Sala Administrativa del Poder Judicial y creación del Tribunal de Justicia 
Administrativa como órgano autónomo 
El 8 de agosto de 2023 se reformó la Constitución Política del Estado de Aguascalientes, 
para crear el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado como órgano autónomo 
encargado entre otras cosas, de imponer sanciones por faltas administrativas graves y se 
eliminó a la Sala Administrativa adscrita al Supremo Tribunal de Justicia del Estado. 
Posteriormente se reformó la Ley de responsabilidades administrativas y la Ley del Sistema 
Estatal Anticorrupción, ambas del Estado de Aguascalientes, con la intención de armonizar 
leyes secundarias con dicha reforma constitucional. 
El 08 de enero de 2024 se publicó en el Periódico Oficial del Estado, el acuerdo que declara 
instalado formalmente el Tribunal de Justicia Administrativa, iniciando sus funciones 
jurisdiccionales, y debiendo transferir la Sala Administrativa la totalidad de expedientes y 
documentos que tenía en su poder, y declarando su extinción formal dentro de los diez 
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días posteriores a la instalación del Tribunal de conformidad con los artículos transitorios 
segundo y décimo cuarto. 
 

 La Suprema Corte de Justicia de la Nación clarifica las conductas que constituyen faltas 
administrativas, así como el que la autoridad investigadora del OSFAGS es la competente 
para investigar, calificar y substanciar probables faltas administrativas identificadas en el 
marco de la revisión de la cuenta pública 
Derivado de la Acción de Inconstitucionalidad 115/2017, resuelta el 23 de enero de 2020, 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, declaró la invalidez de diversas disposiciones 
de la Ley de responsabilidades administrativas del Estado. Entre los principales numerales 
invalidados, se encuentran los que reservaban a la Contraloría del Estado como a los 
órganos internos de control, las facultades de investigar, calificar y substanciar las faltas 
administrativas de las que tuviera conocimiento este ente de fiscalización superior durante 
la revisión de la cuenta pública. 
En el mismo sentido la sentencia invalidó el artículo 36, fracciones X a XXIV, de la Ley de 
responsabilidades administrativas del Estado toda vez invadía la esfera competencial del 
H. Congreso de la Unión, al ampliar el catálogo de falta no graves previsto en el numeral 
49 de la Ley general de responsabilidades administrativas, consistiendo éstas en hipótesis 
que la mencionada Ley general califica como faltas administrativas graves. 
 

 Emisión de protocolos para la investigación y protección a denunciantes de delitos por 
hechos de corrupción 
En 2025, la Fiscalía General del Estado emitió dos protocolos, uno para establecer 
lineamientos en relación al uso de técnicas especiales de investigación para la Fiscalía 
Especializada de Combate a la Corrupción, y otro para proteger a los denunciantes de 
hechos de corrupción. 
 

 Extinción del Consejo de la Judicatura y creación del Tribunal de Disciplina Judicial 
Con la reforma al artículo 55 A de la Constitución local del 18 de diciembre de 2024, se 
suprimió el Consejo de la Judicatura Estatal, autoridad que fungía como integrante del 
Comité Coordinador, para dar paso al Tribunal de Disciplina Judicial como nueva autoridad 
integrante del órgano colegiado. 
 

 Responsabilidad penal de las personas morales 
El 06 de noviembre de 2023, con el propósito de armonizar el Código Penal para el Estado 
de Aguascalientes con las reformas en materia de combate a la corrupción suscitadas en 
los años de 2015 y 2016, principalmente con la emisión de la Ley general de 
responsabilidades administrativas y con el Código Penal Federal, se publicó una reforma 
que incorporó la posibilidad de sancionar a nivel local penalmente a las personas morales 
que incurrieran en la comisión de ilícitos. 
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 Régimen especial de responsabilidades administrativas de los servidores públicos del Poder 
Judicial 
El régimen de responsabilidades administrativas del Poder Judicial del Estado ha sufrido 
cambios relevantes en cuatro ocasiones durante los últimos seis años. Primeramente, la 
Ley orgánica del Poder Judicial, publicada desde el 15 agosto de 1993, sufrió una reforma 
importante el 29 de junio de 2021, apareciendo por primera vez el régimen especial de los 
servidores públicos del Poder Judicial armonizado con la Ley general de responsabilidades 
administrativas. 
Posteriormente el 27 de diciembre de 2023 se publicó una nueva Ley orgánica del Poder 
Judicial del Estado, que abrogó la correlativa de 1993, estableciendo nuevas autoridades 
y reformando procedimientos relacionados con su régimen disciplinario. 
Sin embargo, el 23 de diciembre de 2024 se publicó en el Periódico Oficial del Estado una 
reforma a la Ley orgánica, en armonía a la reforma a la Constitución Federal en materia de 
justicia publicada el 15 de septiembre de 2024, cambiando de nuevo su régimen 
disciplinario y designando nuevas autoridades. 
Mediante el acuerdo aprobado en sesión ordinaria de Pleno del Tribunal de Disciplina 
Judicial de Aguascalientes, número PTDJ-02/ORD/2026, celebrada el cuatro de febrero de 
dos mil veintiséis, relativo al Acuerdo general 02/2026 del Pleno del Tribunal de Disciplina 
Judicial de Aguascalientes, por el que se determina la periodicidad y tipo de sesiones del 
pleno, así como el funcionamiento, integración y atribuciones de sus comisiones, precisó 
las funciones y atribuciones del Pleno de dicho Tribunal, así como las de las Comisiones 
Resolutora y de Revisión. 
El 14 de julio de 2025 se publicaron los Lineamientos generales para la implementación del 
proceso de transición del Poder Judicial del Estado. En dicho instrumento, en armonía con 
la Constitución local, confirmó que la nueva conformación del Poder Judicial operará una 
vez que haya transcurrido el proceso electoral extraordinario 2025, es decir, el 1 de 
septiembre del mismo año, una vez que las personas ganadoras hayan tomado protesta. 
No obstante, la toma de protesta se materializó el 29 de agosto de 2025 y su primera 
sesión ordinaria se llevó a cabo el 09 de octubre de ese año y publicada en el Periódico 
Oficial el 20 de dicho mes, iniciando así formalmente operaciones. 
 

 Nueva Ley general del Sistema Nacional de Seguridad Pública 
El 16 de julio de 2025 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la nueva Ley general 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, la cual incorporó, entre otras disposiciones, la 
obligación de que las instituciones de seguridad pública desarrollen un expediente 
electrónico en donde se registren los datos e incidencias relacionadas con el servicio 
profesional de carrera de sus integrantes. 
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E4. Controlar. Controlar los recursos públicos 
 

 Nuevo administrador del patrimonio inmobiliario estatal 
El 27 de diciembre de 2023 se publicó la nueva Ley de bienes del Estado de Aguascalientes 
asignando a la Secretaría de Administración de Gobierno del Estado, el registro control y 
administración de los bienes inmuebles en propiedad del Ejecutivo estatal. 
 
Sin embargo, anteriormente el Registro Administrativo de la Propiedad Pública, se 
encontraba previsto en el artículo 27 de la Ley de bienes del Estado (abrogada) y era 
manejado por la Contraloría del Estado (integrante del Comité Coordinador). No obstante, 
esa información ahora es gestionada por la Secretaría de Administración, misma que no 
forma parte del Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción. 

 
E5. Fiscalizar. Fiscalizar los recursos públicos 

 
 La Suprema Corte de Justicia de la Nación clarifica que todos los servidores públicos están 

obligados a presentar declaración patrimonial 
Mediante la Acción de Inconstitucionalidad 115/2017, el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, declaró inválido el artículo 21 de la Ley de responsabilidades 
administrativas del Estado, que establecía un catálogo de servidores públicos obligados a 
presentar declaración patrimonial, excluyendo de esta obligación a los no previstos, lo que 
resulta contrario a lo establecido en el artículo 108 de la Constitución Federal, y 32 de la 
Ley general de responsabilidades administrativas. 

 
 Sistema Estatal de Fiscalización 

El 17 de julio de 2023 se publicaron en el Periódico Oficial del Estado, los Estatutos del 
Sistema Estatal de Fiscalización, se establecieron mecanismos de coordinación y se dotó 
de operatividad y funcionamiento al órgano colegiado. 
 

 Integración de la Alianza Estado-Municipios 
El 14 de enero de 2024 se publicaron en el Periódico Oficial del Estado, los Estatutos de 
la Alianza Estado-Municipios, estableciendo acciones en materia de capacitación y 
coordinación entre los órganos de control estatales y municipales. 

 
Conclusiones y consideraciones para la actualización de la Política Estatal Anticorrupción 
 
El análisis de la evolución del marco jurídico vigente permite advertir que el principal desafío 
enfrentado por la Política Estatal Anticorrupción durante el período 2021-2025, no radica 
únicamente en la implementación de sus objetivos, sino también en la transformación permanente 
de las condiciones normativas e institucionales que les dieron origen. 
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Estos cambios normativos deben analizarse no solamente desde el punto de vista de su validez 
jurídica, sino también por sus efectos sobre la estructura de incentivos y capacidades 
institucionales. Si bien lo usual es que la evaluación del diseño de las políticas públicas sobrevenga 
luego de su primer ciclo de implementación, el caso que nos ocupa nos recuerda que la aprobación 
de una política pública supone la existencia de determinados actores, competencias, 
procedimientos y figuras jurídicas. Y que cuando estos factores se transforman de una manera 
sustantiva, o son sustituidos por un nuevo arreglo institucional, resulta oportuno revisar la 
congruencia del diseño original de la política. 
 
En este sentido, la recapitulación de dichas reformas permite identificar tres tipos de implicaciones 
para la futura actualización de los objetivos de la Política Estatal Anticorrupción. 
 
En primer lugar, existen objetivos cuya formulación se encuentra directamente vinculada a 
instituciones que han experimentado transformaciones sustanciales o que incluso han 
desaparecido. Los cambios en materia de transparencia, desarrollo urbano, justicia administrativa, 
mejora regulatoria o administración de bienes públicos obligan a revisar que los objetivos 
diseñados bajo un esquema competencial distinto, se actualicen para preservar las funciones 
sustantivas que se buscaba fortalecer. 
 
En segundo lugar, se observa la necesidad de incorporar asimismo la dimensión jurisdiccional 
dentro del diseño de la Política Estatal Anticorrupción. La experiencia de los últimos años ya 
demuestra que las decisiones de los tribunales nacionales e incluso internacionales tienen el 
potencial de redefinir el uso legítimo de las facultades de las autoridades responsables para 
fiscalizar, investigar o sancionar actos de corrupción. 
 
En tercer lugar, se observa un fenómeno que, al ser la cara opuesta de la evolución del marco 
jurídico, será analizado en el apartado correspondiente al progreso histórico de los entes públicos 
en el cumplimiento de las recomendaciones no vinculantes emitidas por el Comité Coordinador. 
Baste dejar señalado en estas conclusiones que no todos los desafíos que encuentran su génesis 
en la aplicación de la norma, provienen de su evolución vertiginosa, sino que, en algunos casos, 
estos retos se originan en la implementación de objetivos en un entorno legal caracterizado por la 
falta de actualización, o de armonización con las normas de mayor jerarquía. 
 
La evolución normativa registrada durante este período confirma la naturaleza dinámica de la 
coordinación como objetivo central de nuestra política. Las reformas analizadas muestran que el 
riesgo de fragmentación de los esfuerzos por alcanzar los objetivos de mayor alcance no resulta 
únicamente de la división de competencias o de la falta de concurrencia en objetivos de menor 
alcance, sino que también es producto de los cambios legales que redistribuyen funciones, crean 
nuevos actores o modifican los canales de intercambio de información. 
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I.4 Evolución del marco programático 
 
Introducción 
 
Tras haber revisado la evolución del marco jurídico de la Política Estatal Anticorrupción, se puede 
observar que la implementación de la política avanza en medio de un rediseño institucional 
permanente. Dicha dinámica es el resultado de reformas legislativas, criterios jurisdiccionales e 
instrumentos internacionales que han reorganizado los procesos, las competencias y las facultades 
de las instancias ejecutoras y coordinadoras. Cabe precisar que el marco institucional actual tiene 
sus raíces en la reforma constitucional de 2015 donde se estableció el Sistema Nacional 
Anticorrupción y las leyes secundarias, sirviendo de base para la creación del Sistema Estatal 
Anticorrupción en Aguascalientes, el cual instituyó un esquema de gobernanza compartida para 
vigilar y combatir la corrupción. 
 
Asimismo, durante el período 2021-2025, este marco jurídico fue alterado por la expedición de 
nuevas disposiciones en materias de simplificación administrativa, desarrollo urbano, 
transparencia, seguridad pública y administración de bienes, así como por la reconfiguración de 
organismos públicos y la emisión de criterios jurisdiccionales nacionales e internacionales. Es de 
suma relevancia analizar a profundidad dichos cambios con el fin de revisar y actualizar las metas 
e indicadores de la política anticorrupción. 
 
Esta transición del ámbito normativo al ámbito de implementación se materializa en el marco 
programático, el cual traduce los mandatos legales en estrategias concretas, alineando los 
objetivos institucionales con los recursos financieros y las metas que se manejan. 
 
Tomando en cuenta lo mencionado con anterioridad, en el presente documento se desarrolla un 
análisis detallado sobre la evolución de la estrategia de combate a la corrupción en Aguascalientes 
a través de sus diferentes planes y programas. 
 
Bajo esta premisa, el análisis se divide en dos secciones fundamentales. La primera tiene como 
propósito examinar el desarrollo del marco programático anticorrupción mediante una 
comparación entre la Política Nacional Anticorrupción (PNA) y el Plan Nacional de Desarrollo 
(PND). Dicho apartado busca plasmar que, aun cuando ambos instrumentos coinciden en metas 
orientadas a combatir las conductas de corrupción, responden a naturalezas jurídicas, finalidades 
y alcances diferentes. 
 
La segunda sección de este apartado examina de una manera somera los objetivos proyectados 
en diversos instrumentos programáticos y de planeación, tales como el Plan de Desarrollo del 
Estado (PDE) 2022–2027 (específicamente en su eje 5) y la Política Estatal Anticorrupción (PEA) de 
Aguascalientes. A su vez, se exponen los avances medibles que tiene la entidad en plataformas 
tecnológicas, transparencia presupuestaria y efectividad sancionatoria. De esta manera se ofrece 
un diagnóstico integral para identificar la continuidad de los programas y los rezagos críticos en la 
gestión pública del estado. 
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Para comprender el origen de estos avances y rezagos, es de suma importancia analizar las reglas 
jurídicas que rigen a cada sistema; es decir, las reglas del juego. En este sentido, existe una clara 
variación en la forma en que opera cada instrumento. Teniendo la base legal y operativa definida 
con precisión, es propicio iniciar el análisis del marco programático, el cual estructura la estrategia 
anticorrupción. A continuación, se presenta de forma ordenada el análisis de los planes y 
programas que han guiado esta materia. 
 
Naturaleza de los esquemas de planeación derivados 
de las leyes de planeación como de los sistemas anticorrupción 
 
La distinción entre la Política Nacional Anticorrupción (PNA) y el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 
resulta fundamental para comprender la evolución del marco programático en materia de combate 
a la corrupción, ya que ambos instrumentos responden a naturalezas jurídicas, finalidades y 
alcances distintos dentro de la administración pública. 
 
En cuanto a su naturaleza jurídica, la Política Nacional Anticorrupción es un instrumento derivado 
del artículo 113 constitucional y de la Ley general del Sistema Nacional Anticorrupción. Su diseño, 
aprobación y promoción corresponden al Comité Coordinador del Sistema Nacional 
Anticorrupción, lo que le confiere un carácter obligatorio para los entes públicos de los tres 
órdenes de gobierno. En contraste, el Plan Nacional de Desarrollo constituye el documento rector 
de la planeación nacional, sustentado en la Constitución y en la Ley de planeación. Su elaboración 
es responsabilidad del Ejecutivo Federal, quien lo remite a la Cámara de Diputados para su 
aprobación, y su vigencia se encuentra vinculada al periodo constitucional correspondiente. 
 
Respecto de su finalidad, la Política Nacional Anticorrupción tiene como objetivo central articular 
y evaluar políticas públicas integrales orientadas a la prevención, detección y sanción de faltas 
administrativas y hechos de corrupción, así como al fortalecimiento de la fiscalización y el control 
de los recursos públicos. En este sentido, busca garantizar la coordinación efectiva entre 
autoridades y fomentar la participación de la sociedad en el control de la corrupción. Por su parte, 
el Plan Nacional de Desarrollo tiene como propósito ordenar de manera racional y sistemática las 
acciones del Estado para la transformación del país, estableciendo los objetivos nacionales, 
estrategias y prioridades del desarrollo integral, incluyente y sostenible. 
 
En cuanto al tipo de instrumento de política pública, la Política Nacional Anticorrupción puede 
entenderse como una política especializada de carácter sistémico, orientada a organizar y 
fortalecer las capacidades institucionales para enfrentar la corrupción mediante la coordinación 
interinstitucional. En cambio, el Plan Nacional de Desarrollo es un instrumento de planeación global 
y sexenal que define el rumbo general del país, del cual se derivan los programas sectoriales, 
regionales, especiales e institucionales. A diferencia de la PNA, cuyo enfoque es temático y 
específico, el PND abarca el conjunto de la actividad estatal en sus dimensiones económica, social, 
ambiental y cultural. 
 
Asimismo, ambos instrumentos presentan diferencias relevantes en cuanto a su lógica de 
implementación. La planeación derivada de la Ley de planeación opera mediante un esquema “de 
planeación en cascada”, en el que las estrategias del Plan Nacional de Desarrollo se “desdoblan” 
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secuencialmente en programas de menor jerarquía hasta traducir sus objetivos en programas 
presupuestarios que constituyen la categoría programática presupuestal que permite organizar la 
asignación de los recursos públicos. El Presupuesto basado en Resultados, como metodología de 
gestión financiera, permite vincular el cumplimiento de los objetivos institucionales con la 
programación del gasto público. Por el contrario, de la Ley general del Sistema Nacional 
Anticorrupción no se desprenden otros instrumentos además de la Política Nacional 
Anticorrupción, las políticas integrales, y los programas anuales de trabajo del Comité 
Coordinador. La Política Nacional Anticorrupción no se articula mediante una cadena 
programático-presupuestaria propia, sino que orienta la actuación coordinada de las instituciones 
que integran el Sistema Nacional Anticorrupción y de los entes públicos obligados por sus 
objetivos y prioridades. 
 
Otra diferencia fundamental radica en el ámbito institucional de aplicación de ambos instrumentos. 
El Plan Nacional de Desarrollo constituye un mecanismo de planeación cuyo eje rector es el Poder 
Ejecutivo Federal y la Administración Pública Federal, sin perjuicio de que los órganos autónomos, 
las entidades federativas y los municipios puedan participar en la consecución de sus objetivos 
mediante convenios de coordinación y otros instrumentos previstos en la Ley de planeación. La 
colaboración entre órdenes de gobierno para atender objetivos derivados del Plan Nacional de 
Desarrollo, suele materializarse mediante el financiamiento de programas federales y esquemas 
de gasto federalizado. En contraste, la Política Nacional Anticorrupción posee un alcance 
transversal que se desprende directamente de la Ley general del Sistema Nacional Anticorrupción. 
Conforme al artículo 6º de dicho ordenamiento, sus objetivos obligan a todos los entes públicos 
de todos los órdenes de gobierno, incluidos los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, los 
órganos autónomos, las entidades federativas y los municipios, lo que confiere un ámbito de 
aplicación más amplio que los instrumentos derivados de la Ley de planeación. 
 
En síntesis, mientras que el Plan Nacional de Desarrollo establece la orientación general del 
desarrollo nacional en cada periodo gubernamental mediante un esquema de planeación que 
traduce programas en asignaciones presupuestarias, la Política Nacional Anticorrupción constituye 
un instrumento especializado de coordinación de todo el sector público mexicano para la 
prevención, detección, sanción, control y fiscalización. A diferencia del PND, la implementación de 
la PNA no depende de una secuencia programático-presupuestaria, ni se circunscribe al ámbito 
del Poder Ejecutivo. 
 
Por otra parte, el proceso de aprobación de la Política Nacional Anticorrupción y de la Política 
Estatal Anticorrupción de Aguascalientes responde a un esquema de construcción técnica, 
participación ciudadana y validación institucional mediante los órganos de coordinación del 
sistema anticorrupción. 
 
En el ámbito nacional, la elaboración de la Política Nacional Anticorrupción se llevó a cabo a partir 
de los insumos técnicos generados por la Comisión Ejecutiva de la Secretaría Ejecutiva del Sistema 
Nacional Anticorrupción, con la participación activa del Comité de Participación Ciudadana, que 
contribuyó mediante propuestas y mecanismos de consulta pública. Posteriormente, tras un 
proceso de consulta nacional, la propuesta fue aprobada por la Comisión Ejecutiva y, finalmente, 
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validada por el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción el 29 de enero de 2020, 
instancia facultada legalmente para su aprobación. 
 
En el ámbito estatal, el proceso de aprobación de la Política Estatal Anticorrupción de 
Aguascalientes siguió una secuencia análoga. El anteproyecto fue elaborado por la Secretaría 
Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción y discutido en la Comisión Ejecutiva, con la 
participación del Comité de Participación Ciudadana, el cual aportó insumos y retroalimentación 
sobre las prioridades locales. Posteriormente, el proyecto fue validado por la Comisión Ejecutiva 
y sometido a la aprobación del Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción, que lo 
aprobó formalmente el 29 de enero de 2021. 
 
Análogamente al esquema que opera en el ámbito federal, la planeación que se deriva de la Ley 
de planeación para el desarrollo del Estado de Aguascalientes, la Ley municipal para el Estado de 
Aguascalientes, así como de la Ley de presupuesto, gasto público y responsabilidad hacendaria 
del Estado de Aguascalientes y sus municipios, se estructura a partir de instrumentos de origen 
estatal o municipal, operables mediante programas y objetivos de menor jerarquía, vinculados con 
la asignación de recursos. 
 
En contraste, la planeación que se desprende de la Ley del Sistema Estatal Anticorrupción de 
Aguascalientes, obedece a una lógica de coordinación entre órdenes de gobierno (asegurando la 
consistencia de los objetivos de la política estatal en la materia con su correlativa a nivel nacional) 
y entre ámbitos de gobierno (atendiendo al alcance institucional de la Política Estatal 
Anticorrupción), lo que resulta consistente con la facultad del Comité Coordinador para emitir 
recomendaciones no vinculantes derivadas de sus informes, encaminadas al fortalecimiento 
institucional y la mejora del control interno. 
 
Estrategia anticorrupción en Aguascalientes: Panorama de los Instrumentos que la orientan 
 
El Plan de Desarrollo del Estado de Aguascalientes 2022–2027 como marco general de 
fortalecimiento institucional 
 
El Eje 5, Estado Inteligente y Abierto, del Plan de Desarrollo del Estado de Aguascalientes 2022–
2027, establece las directrices orientadas al fortalecimiento institucional, la transparencia y el 
combate a la corrupción. Entre los objetivos atendidos se cuentan la consolidación de una 
administración pública profesional, eficiente, transparente y honesta; la reducción de la corrupción 
y la impunidad mediante el fortalecimiento de las instituciones de seguridad y justicia; el impulso 
a una participación ciudadana activa en los procesos de planeación y vigilancia del gobierno; la 
incorporación de un enfoque transversal de combate a la corrupción en la gestión pública; la 
digitalización de trámites y servicios a través de herramientas como la Ventanilla Única Digital y 
modelos de gobierno abierto; así como el fortalecimiento de la rendición de cuentas, 
particularmente en programas sociales mediante mecanismos de transparencia en padrones de 
beneficiarios. 
 
Estos objetivos constituyen una referencia relevante para su análisis, en la medida en que 
incorporan instrumentos de seguimiento basados en indicadores de desempeño, sistemas de 
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evaluación institucional y plataformas digitales que permiten generar evidencia verificable del 
progreso en materia de combate a la corrupción. Asimismo, proporcionan elementos para la 
identificación de rezagos críticos, particularmente en la efectividad de los mecanismos de control, 
la reducción de la percepción de corrupción y la implementación sustantiva de procesos de 
digitalización y transparencia en la administración pública. 
 
La política anticorrupción como instrumento articulador de la estrategia anticorrupción en el Estado 
 
La Política Estatal Anticorrupción de Aguascalientes constituye el instrumento especializado que 
organiza la acción del Estado en la materia, a partir de un enfoque sistémico orientado a la 
coordinación interinstitucional. Su objetivo central consiste en articular a las instituciones públicas 
en la prevención, detección y sanción de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como 
en el control y fiscalización de los recursos públicos, con la finalidad de romper la vinculación entre 
el ejercicio indebido del poder y la obtención de beneficios ilegítimos. 
 
Para el cumplimiento de este objetivo, la política se estructura en cinco ejes estratégicos que 
concentran los principales objetivos atendidos: la prevención de actos de corrupción mediante el 
fortalecimiento de la cultura de integridad; la detección de desviaciones a las normas y objetivos 
institucionales a través de la transparencia y la vigilancia social; la investigación y sanción de 
conductas indebidas mediante la coordinación entre autoridades; el control de los recursos 
públicos bajo criterios de objetividad y evaluación del desempeño; y la fiscalización mediante la 
homologación de procesos de auditoría y el uso de herramientas tecnológicas. 
 
Estos objetivos constituyen una referencia central para el análisis de la evolución histórica, en la 
medida en que incorporan un modelo de seguimiento basado en indicadores, sistemas de 
evaluación y mecanismos de coordinación institucional que permiten medir el avance en la 
implementación de la política. Asimismo, proporcionan elementos para la identificación de rezagos 
críticos, particularmente en la efectividad de la coordinación entre autoridades, el cumplimiento 
de las prioridades establecidas, la generación de evidencia a través de sistemas de información y 
la capacidad institucional para traducir los objetivos en resultados verificables en materia de 
combate a la corrupción. 
 
Ahora bien, se identifican coincidencias sustantivas entre el Plan de Desarrollo del Estado de 
Aguascalientes 2022–2027 y la Política Estatal Anticorrupción, en tanto ambos instrumentos 
adoptan un enfoque sistémico basado en la coordinación interinstitucional para el combate a la 
corrupción. En este sentido, convergen en objetivos relacionados con la articulación de acciones 
entre autoridades, el uso de herramientas tecnológicas para reducir la discrecionalidad y los 
riesgos de corrupción, el fortalecimiento de la profesionalización e integridad del servicio público, 
la promoción de la participación ciudadana como mecanismo de vigilancia, así como la mejora de 
los sistemas de control y transparencia en la gestión de programas públicos. Asimismo, ambos 
instrumentos incorporan el uso de plataformas digitales y sistemas de información como elementos 
clave para la generación de evidencia, lo que refuerza su utilidad como referencia para analizar 
avances en la implementación de políticas de integridad pública y, al mismo tiempo, identificar 
posibles rezagos en la consolidación de capacidades institucionales y en la efectividad de los 
mecanismos de control. 
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La continuidad entre los informes de la administración anterior y los instrumentos actuales como 
el Plan de Desarrollo del Estado 2022-2027 y la Política Estatal Anticorrupción se manifiesta en la 
consolidación de una infraestructura tecnológica y normativa orientada al buen gobierno, 
destacando el desarrollo y operación de la Plataforma Digital Estatal con sus sistemas de evolución 
patrimonial, de servidores públicos que intervengan en contrataciones, y de servidores públicos y 
particulares sancionados, así como la implementación del Sistema de Evaluación y Seguimiento de 
la PEA (SES-PEA) para monitorear el cumplimiento de las prioridades con base en evidencia 
técnica. Este legado se refuerza mediante la persistencia en el fortalecimiento del Control Interno 
y la labor preventiva en licitaciones, la búsqueda de la profesionalización del servicio público a 
través de la ética y la capacitación permanente, y el mantenimiento de altos estándares de 
transparencia y calidad de la información presupuestaria, donde Aguascalientes ha logrado 
posicionarse en los primeros lugares nacionales. 
 
En este sentido, se observan avances relevantes en la implementación de herramientas 
tecnológicas, destacando la interconexión total (100%) del Sistema 1 de la Plataforma Digital 
Nacional, relativo a la evolución patrimonial, así como un avance general del 70% en la integración 
de los sistemas que la conforman, lo que posiciona a la entidad como la segunda mejor 
interconectada del país. Estos resultados contribuyen a materializar el Objetivo Estratégico 14 del 
Plan de Desarrollo del Estado, orientado al uso de tecnologías de vanguardia para garantizar una 
administración pública más transparente y eficiente. 
 
Asimismo, en materia de transparencia y gobierno abierto, el Plan de Desarrollo del Estado 2022–
2027 y la Política Estatal Anticorrupción reconocen el acceso a la información y la rendición de 
cuentas como elementos fundamentales para reducir riesgos de corrupción y fortalecer la vigilancia 
social. En este sentido, se observan avances en la calidad y disponibilidad de la información pública, 
destacando que la entidad ha obtenido el primer lugar nacional en el Índice de Calidad de la 
Información (ICI) de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en diversos periodos, así como 
niveles de cumplimiento del 100% en obligaciones de transparencia en distintos sectores 
evaluados. Estos resultados reflejan la consolidación de un modelo de gobierno abierto orientado 
a acercar la información a la ciudadanía, en congruencia con la visión establecida en el Eje 5 del 
Plan de Desarrollo del Estado. 
 
Además, de acuerdo con el Octavo Informe del Comité Coordinador, se identifican avances en la 
efectividad de los procesos sancionatorios, al observarse un incremento en el porcentaje de 
investigaciones que derivaron en una sanción, pasando de 3.92% en 2023 a 8.92% en 2024. 
Asimismo, se reporta la recuperación de más de 24 millones de pesos en activos por parte de la 
Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, lo que refleja resultados concretos en la 
atención de conductas indebidas. Estos elementos contribuyen al cumplimiento del Objetivo 
Estratégico 15 del Plan de Desarrollo del Estado, orientado a la reducción de la corrupción y la 
impunidad mediante el fortalecimiento institucional. 
 
En cuanto a la participación ciudadana, el Plan de Desarrollo del Estado 2022–2027 plantea como 
objetivo la consolidación de una ciudadanía activa, exigente y corresponsable en los procesos de 
rendición de cuentas, en congruencia con los principios de vigilancia social promovidos por la 
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Política Estatal Anticorrupción. En este sentido, se observan avances en la estructura de 
participación, reflejados en el incremento de los Comités de Contraloría Social, que pasaron de 38 
a 93 comités acumulados. No obstante, también se identifican áreas de oportunidad en la 
participación efectiva, ya que el número de personas integrantes de estos comités disminuyó de 
2,241 a 1,712 en el último año. Estos elementos permiten advertir, por un lado, el fortalecimiento 
de los mecanismos formales de vigilancia ciudadana y, por otro, desafíos en la consolidación de 
una participación sostenida, lo cual resulta relevante para el cumplimiento del Objetivo Estratégico 
13 del Plan de Desarrollo del Estado y los planteamientos de la PEA en materia de involucramiento 
social. 
 
En cuanto a la coordinación interinstitucional, la Política Estatal Anticorrupción establece como 
objetivo central la articulación de las instituciones públicas para prevenir, detectar y sancionar 
actos de corrupción de manera conjunta y coherente, en consonancia con el enfoque transversal 
del Plan de Desarrollo del Estado 2022–2027. En este sentido, se observan avances en los 
mecanismos de coordinación, reflejados en el cumplimiento de las Recomendaciones No 
Vinculantes (RNV), cuyo porcentaje de atención total por parte de los entes públicos alcanzó un 
máximo histórico de 57.85% al cierre de 2025. Este comportamiento evidencia un fortalecimiento 
en la colaboración técnica entre instituciones, contribuyendo al cumplimiento de los objetivos de 
ambos instrumentos en materia de combate a la corrupción. 
 
Convergencias y rezagos: Referentes nacionales para su identificación 
 
Objetivos nacionales pendientes en materia de integridad y participación social: Plan Nacional de 
Desarrollo 2019-2024 
 
En congruencia con el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, que establece como eje transversal 
el combate a la corrupción y la construcción de un gobierno honesto, austero y cercano a la 
ciudadanía, las acciones orientadas al fortalecimiento de la integridad, particularmente en el sector 
privado, se reconocen como una prioridad estratégica a nivel nacional. No obstante, del análisis 
de los instrumentos de política pública se advierte que dichas acciones aún presentan un desarrollo 
incipiente, lo que evidencia una brecha entre la relevancia programática que el propio Plan de 
Desarrollo del Estado les atribuye y su nivel de implementación efectiva, especialmente en lo 
relativo a la adopción de mecanismos de autorregulación, programas de cumplimiento e incentivos 
para la participación activa del sector empresarial en el combate a la corrupción. 
 
Nuevas prioridades nacionales para el fortalecimiento de la integridad pública: Plan Nacional de 
Desarrollo 2025-2030 
 
El Plan Nacional de Desarrollo 2025–2030 incorpora como una de sus prioridades el fortalecimiento 
del buen gobierno y el combate a la corrupción, a partir de un enfoque basado en la ética pública, 
la innovación institucional y el uso de herramientas tecnológicas. Entre los principales objetivos 
atendidos destacan la erradicación de la corrupción y la promoción de la integridad en el servicio 
público; la creación de instancias especializadas para la atención de conductas indebidas; la 
digitalización y simplificación de trámites como mecanismo para reducir la discrecionalidad; el 
fortalecimiento de la fiscalización y los modelos de prevención de la impunidad; la detección de 



 

 

28 

irregularidades mediante plataformas digitales; así como la eliminación de prácticas como el 
nepotismo y el uso indebido del cargo público. Asimismo, se incorpora una visión de austeridad y 
transparencia como principios rectores de la gestión gubernamental. 
 
Estos objetivos constituyen una referencia relevante para el análisis de evolución histórica, en la 
medida en que reflejan una transición hacia esquemas más preventivos, tecnológicos y orientados 
a la integridad institucional. De igual forma, proporcionan elementos para la identificación de 
rezagos críticos, particularmente en la capacidad de implementación de herramientas digitales, la 
consolidación de nuevas instituciones, la efectividad de los mecanismos de fiscalización y la 
traducción de principios éticos en prácticas administrativas verificables. 
 
La Política Nacional Anticorrupción como marco de referencia para la articulación de esfuerzos entre 
diferentes órdenes y ámbitos de gobierno 
 
La Política Nacional Anticorrupción constituye el instrumento técnico especializado que articula la 
acción del Estado mexicano en el combate a la corrupción, a partir de un enfoque sistémico 
orientado a la coordinación interinstitucional y al involucramiento de la sociedad. Su objetivo 
central consiste en asegurar un control efectivo del fenómeno mediante la articulación de esfuerzos 
entre los distintos órdenes de gobierno y sectores sociales. 
 
Para ello, la política organiza sus objetivos en cuatro ejes estratégicos: el combate a la corrupción 
y la impunidad mediante el fortalecimiento de los procesos de investigación y sanción; la reducción 
de la arbitrariedad y el abuso de poder a través de la profesionalización del servicio público y la 
mejora de los mecanismos de control; el fortalecimiento de la gestión pública y la reducción de 
riesgos en los puntos de contacto entre gobierno y sociedad, particularmente en trámites, servicios 
y contrataciones; y el involucramiento de la sociedad y el sector privado en la vigilancia, rendición 
de cuentas y promoción de una cultura de integridad. 
 
Estos objetivos constituyen una referencia fundamental para el análisis de evolución histórica, en 
la medida en que establecen un marco estructurado y de largo plazo para la coordinación del 
Sistema Nacional Anticorrupción. Asimismo, permiten identificar rezagos críticos asociados a la 
efectividad de la coordinación entre autoridades, la implementación de mecanismos de integridad, 
la reducción de espacios de discrecionalidad y el grado de participación social en el control de la 
corrupción. 
 
Los Planes Nacionales de Desarrollo y la Política Nacional Anticorrupción presentan una relación 
complementaria, en la que los primeros establecen las prioridades políticas y estratégicas de cada 
periodo gubernamental, mientras que la segunda proporciona el andamiaje técnico e institucional 
para su implementación sostenida en el tiempo. En este sentido, se identifican coincidencias en 
objetivos relacionados con el combate a la impunidad, el fortalecimiento de los mecanismos de 
investigación y sanción, la digitalización de procesos para reducir la discrecionalidad, la 
transparencia en las contrataciones públicas, la profesionalización del servicio público y la 
promoción de la participación ciudadana en la vigilancia de la gestión gubernamental. 
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Esta articulación permite que los objetivos definidos en los instrumentos de planeación nacional 
se traduzcan en acciones concretas a través de la Política Nacional Anticorrupción, lo que refuerza 
su utilidad como referencia para analizar avances en la implementación de estrategias de 
integridad pública. De igual forma, proporciona elementos para la identificación de rezagos 
críticos, particularmente en la continuidad de las políticas entre periodos gubernamentales, la 
capacidad de las instituciones para ejecutar los objetivos planteados y la consolidación de 
mecanismos efectivos de control, prevención y participación social en el combate a la corrupción. 
 
Gobernabilidad del sector público local: visión de largo plazo 
 
El Plan Aguascalientes 2050 como horizonte 
 
De manera complementaria, los planes sectoriales derivados del Plan Aguascalientes 2050 
incorporan objetivos recurrentes orientados al fortalecimiento de la gobernanza y las capacidades 
institucionales desde una perspectiva de largo plazo. Entre los principales objetivos atendidos se 
encuentran la coordinación interinstitucional e intersectorial para superar la fragmentación de la 
acción pública; la profesionalización del servicio público mediante esquemas de mérito que 
garanticen continuidad y eficiencia; la transformación digital y el uso estratégico de datos como 
herramientas para la toma de decisiones y la simplificación de procesos; el fortalecimiento de la 
transparencia y la rendición de cuentas basada en evidencia; la promoción de una participación 
ciudadana estructurada y corresponsable; así como la consolidación de mecanismos de evaluación 
y seguimiento multianual que permitan ajustar las políticas públicas de manera periódica. 
 
Estos objetivos no solo son consistentes con la Política Estatal Anticorrupción, sino que amplían su 
alcance al trasladar sus principios a un modelo de gobernanza sistémica de largo plazo. En 
particular, los planes sectoriales profundizan el enfoque de coordinación institucional al articular 
distintos sectores bajo una misma lógica estratégica; amplían el uso de herramientas digitales al 
incorporar analítica avanzada y modelos predictivos para la toma de decisiones; fortalecen la 
profesionalización del servicio público al posicionarla como un elemento habilitador del 
funcionamiento institucional; e institucionalizan la participación ciudadana y la rendición de cuentas 
mediante mecanismos estructurados y trazables que permiten evaluar el impacto de las políticas 
públicas más allá del corto plazo. 
 
En este sentido, constituyen una referencia relevante para el análisis de evolución histórica, al 
reflejar una transición hacia modelos de gestión pública más integrados, preventivos y sostenibles. 
Asimismo, proporcionan elementos para la identificación de rezagos críticos, particularmente en 
la consolidación de capacidades administrativas, la implementación efectiva de sistemas de 
evaluación y la articulación intersectorial necesaria para materializar los objetivos planteados. 
 
En síntesis: una búsqueda de las convergencias programáticas 
 
De manera transversal, el análisis de los distintos instrumentos de planeación y política pública 
permite identificar una convergencia en objetivos recurrentes que estructuran la estrategia 
anticorrupción tanto a nivel nacional como estatal. Entre los más relevantes se encuentran la 
coordinación interinstitucional como base para articular acciones entre los distintos órdenes de 



 

 

30 

gobierno; el fortalecimiento de un enfoque integral de prevención, detección y sanción de actos 
de corrupción; la profesionalización e integridad del servicio público bajo criterios de mérito; la 
transparencia y rendición de cuentas como mecanismos de control del ejercicio del poder; la 
participación ciudadana como elemento de vigilancia y corresponsabilidad; así como la 
digitalización e innovación tecnológica para reducir la discrecionalidad y generar evidencia en 
tiempo real. 
 
Estos objetivos reflejan una evolución hacia un modelo sistémico de combate a la corrupción, en 
el que la coordinación institucional, el fortalecimiento de capacidades administrativas y el uso de 
herramientas tecnológicas se consolidan como elementos centrales para la mejora de la gestión 
pública. En este sentido, constituyen una base sólida para el análisis de evolución histórica, al 
permitir identificar la continuidad y profundización de prioridades en los distintos instrumentos. 
 
Conclusiones y consideraciones para la actualización de la Política Estatal Anticorrupción 
 
Es de suma importancia analizar a profundidad el presente marco programático debido a que 
ayuda a visualizar con claridad los avances y rezagos, así como las particularidades jurídicas y 
operativas que rigen a los distintos instrumentos en la materia. De esta manera se articula una 
revisión estratégica de los objetivos anticorrupción. 
 
Un primer aspecto desprendido de este análisis, y que debe tomarse en cuenta para poder 
replantear los objetivos de la política anticorrupción de manera adecuada, es la distinción entre la 
planeación que emana de la Ley de planeación (materializada en el Plan Nacional y los Planes 
Estatales de Desarrollo) y aquella que se deriva de la Ley general del Sistema Nacional 
Anticorrupción y la ley estatal correspondiente (materializada en la Política Nacional y Estatal 
Anticorrupción). 
 
Es importante subrayar que a diferencia de la vinculación directa y obligatoria de los programas 
que derivan de la Ley de planeación (donde teóricamente los malos resultados pueden afectar la 
asignación de recursos), la Política Nacional Anticorrupción y sus homólogas estatales no tienen 
un vínculo presupuestal directo. Tomar en cuenta este aspecto es fundamental para entender a 
profundidad los avances y rezagos existentes; de igual forma debe guiar la formulación de 
objetivos y estrategias pertinentes. 
 
Revisar las metas de la política anticorrupción a corto, mediano y largo plazo debe entenderse 
como un proceso para actualizar y mejorar las estrategias aplicadas a la luz de los objetivos que se 
desprenden del sistema de planeación del desarrollo. El corto plazo dejó como base la operación 
de la Plataforma Digital Estatal (tomando en cuenta también sus sistemas de evolución patrimonial, 
servidores en contrataciones y sancionados), así como el fortalecimiento del Control Interno en 
licitaciones. 
 
Para el mediano plazo, los objetivos deben enfocarse en mejorar la efectividad de las herramientas 
y mecanismos que ya están implementados. Esto implica eficientar las investigaciones y continuar 
con el impulso que a la fecha se ha dado a la recuperación de activos. Estos resultados, que 
contribuyen al cumplimiento del Objetivo Estratégico 15 del Plan de Desarrollo del Estado, deben 
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ser el punto de partida para fortalecer aún más los procesos sancionatorios y de recuperación de 
activos. 
 
De igual forma, la consolidación de la participación ciudadana, reflejada en el incremento de los 
Comités de Contraloría Social, requiere una estrategia para solucionar la disminución del número 
de personas integrantes, mejorando los mecanismos formales en participación. A su vez, deben 
seguir fortaleciéndose los mecanismos de coordinación mediante los cuales las recomendaciones 
del Comité Coordinador local alcanzaron niveles máximos históricos de cumplimiento. 
 
En cuanto al largo plazo, la política anticorrupción debe ser un modelo de gobernanza sostenible, 
como el que proponen los planes sectoriales derivados del Plan Aguascalientes 2050. Esto implica 
coordinación interinstitucional, profesionalización del servicio público, y una transformación digital 
completa que incorpore un análisis avanzado para la toma de decisiones y la simplificación de 
procesos. 
 
De cara a la actualización de la política estatal en la materia, es importante tomar en cuenta la 
alineación de los objetivos recurrentes identificados en los instrumentos de planeación y política 
pública. Estos incluyen la coordinación interinstitucional, un enfoque integral de prevención, 
detección y sanción, la profesionalización del servicio público, la transparencia y rendición de 
cuentas, la participación ciudadana, y la digitalización e innovación tecnológica. 
 
La efectividad de la política anticorrupción depende en gran medida de la capacidad de traducir 
los principios y objetivos generales en prácticas administrativas, así como de asegurar que las 
herramientas de vigilancia, prevención y participación ciudadana sigan funcionando a largo plazo. 
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I.5.1 Evolución histórica 

 
Introducción 
 
Tras cinco años de implementación de la Política Estatal Anticorrupción, resulta estratégico 
recapitular los hitos históricos más importantes que dieron forma al Sistema Estatal Anticorrupción, 
y que han hecho posible su consolidación a la luz de los objetivos formales de la reforma que lo 
creó. 
 
Dicha perspectiva resulta indispensable para comprender la visión que animó a las personas 
servidoras públicas que construyeron e impulsaron la política estatal en la materia, así como el 
contexto de quienes han materializado sus máximos logros. No porque la política anticorrupción 
sea un prurito moral alimentado por las intenciones de quienes le dieron origen, sino porque la 
influencia recíproca que las autoridades ejercen sobre el Sistema cuando colaboran de manera 
productiva y exitosa, es la contracara de la coordinación que nuestra política proclama impulsar.  
 
El diseño del Sistema Estatal Anticorrupción convierte a nuestra Política Estatal Anticorrupción en 
un instrumento sui generis. Se trata de una política constituyente (entendida en el sentido de la 
tipología de Lowi)3 dirigida a reorganizar al sector público en su conjunto para optimizar el 
cumplimiento de sus funciones. Esto significa que su razón de ser no consiste en, simplemente, 
retroalimentar a los entes públicos mediante una métrica diseñada para calificar su desempeño, 
sino que el Sistema Estatal Anticorrupción fue concebido para influir en la arquitectura de las 
decisiones del sector público, esto es, en la actualización y el rediseño de los marcos programático 
y jurídico. 
 
A lo largo del presente apartado, se describe el recorrido por los hitos más relevantes que han 
marcado la implementación de la Política Estatal Anticorrupción, desde su aprobación y el 
perfeccionamiento de sus mecanismos de evaluación y seguimiento, hasta la consolidación de 
herramientas tecnológicas, plataformas digitales y esquemas de colaboración que han posicionado 
a Aguascalientes como una entidad referente en materia de innovación y fortalecimiento 
institucional. 
 
En el apartado de coordinación, se describen los esfuerzos encaminados a la implementación de 
la Política Estatal Anticorrupción, el desarrollo de metodologías de evaluación, la generación de 
evidencia para la toma de decisiones y las contribuciones realizadas al fortalecimiento de la 
Plataforma Digital Nacional y de otros sistemas locales anticorrupción. En materia de prevención, 
se presentan las acciones orientadas a promover la ética pública, la integridad y la capacitación de 

                                                           
3 El uso del término "política constituyente" en este apartado no refiere al concepto propio del 
derecho constitucional relativo al poder constituyete, sino a la tipología de políticas públicas 
desarrollada en la ciencia política. En particular, se retoma la clasificación de T.J. Lowi, quien 
distingue entre políticas distributivas, redistributivas, regulatorias y constituyentes (constituent 
policies). Estas últimas aluden a aquellas que organizan o reorganizan a las entidades públicas 
para el adecuado cumplimiento de sus funciones. (Lowi citado en Velásquez 2009, 185). 
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las personas servidoras públicas. Respecto de la detección, se expone la construcción colaborativa 
de una agenda de apertura institucional en el marco de la Alianza para el Gobierno Abierto, un 
movimiento internacional a favor de la transparencia, la rendición de cuentas y el gobierno 
colaborativo, del que México es miembro fundador. 
 
De igual manera, el informe documenta las principales iniciativas en materia de sanción, incluyendo 
el fortalecimiento de los mecanismos de denuncia, la protección de denunciantes y la participación 
de Aguascalientes en el primer mecanismo de revisión a nivel mundial, que evalúa la aplicación de 
la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, a nivel subnacional. En los apartados 
de control y fiscalización, se destacan los avances en la modernización de los sistemas de 
contrataciones públicas, la gestión de información sobre servidores públicos y particulares 
sancionados, la evolución patrimonial, así como la interoperabilidad de las plataformas digitales 
para fortalecer la vigilancia y la rendición de cuentas. 
 
En conjunto, este informe refleja el compromiso permanente de las instituciones que integran el 
Sistema Estatal Anticorrupción con la consolidación de una gestión pública más transparente, 
íntegra y orientada a resultados, proporcionando además elementos de análisis que permiten 
valorar los avances alcanzados y los retos que aún persisten para el cumplimiento de la Política 
Estatal Anticorrupción. 
 
Perspectiva histórica del Sistema Estatal Anticorrupción 
a la luz de los objetivos de la Política Estatal Anticorrupción 
 
OC. Coordinar. Coordinar a las instituciones públicas en la prevención, detección y sanción de 
faltas administrativas y hechos de corrupción; así como en el control y fiscalización de los recursos 
públicos 
 

● Aprobación de la Política Nacional Anticorrupción. 
El 29 de enero de 2020 por el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción 
aprobó la Política Nacional Anticorrupción, un instrumento de planeación cuyos cuatro 
ejes, 10 objetivos específicos y 40 objetivos de nivel prioridad, son obligatorios para todos 
los entes públicos del país. 
 

● Aprobación de la Política Estatal Anticorrupción. 
El 29 de enero de 2021, el Comité Coordinador local emitió la Política Estatal 
Anticorrupción, así como su Metodología de Evaluación y Seguimiento, integrando cinco 
ejes, 10 sub-ejes y 58 prioridades, con 125 indicadores vinculados a los objetivos de este 
último nivel. 
Veintiuna de las prioridades fueron previstas para su implementación en el corto plazo, 
esto es, a más tardar en enero de 2024. Paralelamente se prevé que, a más tardar para 
enero de 2027, queden atendidas otras 21 prioridades de mediano plazo. Finalmente, 
dicho instrumento de planeación establece que los 16 objetivos restantes, deberán 
cumplirse a más tardar el 29 de enero de 2030. 
 

● Actualización de la metodología de evaluación de la Política Estatal Anticorrupción. 
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El 28 de julio de 2023, el Comité Coordinador local complementó la propuesta original de 
Metodología de Evaluación y Seguimiento del capítulo 10 de la Política Estatal 
Anticorrupción, con el conjunto de indicadores de nivel Objetivo Central, Ejes y Sub-ejes.4 
 

● Evolución de los censos de gobierno.  
Las evaluaciones del fenómeno de la corrupción contenidas en los informes anuales del 
Comité Coordinador se basan en ejercicios censales anuales coordinados por la SESEA, 
que evolucionaron desde el primero de dichos informes en el año 2018. 
La aprobación de la Política Estatal Anticorrupción representó el reto de mejorar el diseño 
y logística implicados, mediante la elaboración del proceso que en la actualidad se 
identifica en el Manual de procedimientos y servicios al público de la SESEA, y la 
incorporación e implementación de un sistema de captura denominado Sistema de 
Evaluación y Seguimiento de la Política Estatal Anticorrupción, SES-PEA. 
Estas innovaciones permitieron que el informe anual 2021 que contiene la primera 
evaluación de la Política Estatal Anticorrupción, contara con la participación de 27 entes 
públicos más que el año anterior; y que el porcentaje de respuestas en relación con la 
cantidad de preguntas formuladas, superara el 90%, mientras que para el Censo de 
gobierno 2020, este porcentaje apenas superó el 60%.5 
 

                                                           
4 Véase el acuerdo ACT-CC-SESEA-28/07/2023.03, Acuerdo de Anteproyecto de indicadores a 
nivel Objetivo Central, Ejes y Sub ejes para adicionar a la Metodología de Evaluación y 
Seguimiento de la Política Estatal Anticorrupción, y Evaluación de los niveles correspondientes 
para los cortes 2021-2022, Consultable en el Periódico Oficial del Estado de fecha 11 de 
septiembre de 2023: 
https://eservicios2.aguascalientes.gob.mx/PeriodicoOficial/web/viewer.html?file=../Archivos/9944
.pdf#page=2 

Sin embargo, cabe aclarar que, previamente, la SESEA publicó el “Análisis CREMAA y resultados 
de la evaluación de la Política Estatal Anticorrupción a nivel institucional”, mediante el cual realizó 
una revisión integral de los 125 indicadores de nivel prioridad y las 249 variables que integraban 
la propuesta original de Metodología de Evaluación y Seguimiento. Esta actualización es 
consultable en Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción. (2022). Análisis CREMAA y 
resultados de la evaluación de la Política Estatal Anticorrupción a nivel institucional 2021-2022. 
Aguascalientes: SESEA. Pags. 2-105. Disponible en: 
https://seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/anexos_5_informe/Anexo-3-
Evaluacion_PEA_Analisis_CREMAA.pdf (consultado el 9 de junio de 2026). 

5 Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción. (2022). Experiencias en la evaluación y 
seguimiento de la política anticorrupción en Aguascalientes. Aguascalientes: SESEA. Pág. 31. 
Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/publicaciones/docs/PEA/Experiencias_Evaluacion_Seguimient
o_Politica.pdf (consultado el 09 de junio de 2026). 
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● Contribución de Aguascalientes a la consolidación de la Plataforma Digital Nacional.  
La calidad técnica y jurídica de las soluciones tecnológicas desarrolladas por la SESEA 
Aguascalientes propició la celebración de mecanismos de colaboración con actores de 
alcance nacional. El 30 de noviembre de 2020, la organización de la sociedad civil, 
Transparencia Mexicana, suscribió un convenio con la SESEA Aguascalientes con la 
finalidad de promover la transferencia gratuita de los programas de cómputo desarrollados 
en nuestro Estado, para implementar el Sistema de Evolución Patrimonial, de declaración 
de intereses y constancia de presentación de declaración fiscal (Sistema 1). 
En el mismo sentido, el 20 de junio de 2024, la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional 
Anticorrupción (SESNA) celebró un convenio para la promoción y gestión del Sistema de 
Información Pública de Contrataciones (Sistema 6) desarrollado por la SESEA 
Aguascalientes. 
 

● Contribución de Aguascalientes al fortalecimiento de los sistemas locales anticorrupción.  
Entre 2020 y 2025, la SESEA Aguascalientes celebró y renovó convenios de licenciamiento 
gratuito de uso de programas de cómputo con secretarías ejecutivas de doce entidades 
federativas, para la implementación de los Sistemas 1, 2 y 3 desarrollados en nuestro 
Estado. 
Dichos instrumentos permitieron ampliar la disponibilidad de herramientas tecnológicas 
interoperables en distintos sistemas anticorrupción del país, contribuyendo al 
fortalecimiento de las capacidades institucionales para la verificación de la evolución 
patrimonial, el control de los funcionarios intervinientes en las contrataciones públicas, así 
como el registro e intercambio de información sobre las sanciones impuestas a servidores 
públicos como a particulares. 

 
● La implementación de la PEA, las recomendaciones y la Plataforma Digital fueron 

reconocidas por la SESNA, la Embajada Británica en México, así como por Transparencia 
Mexicana y México Evalúa A.C. 
En el marco de la presentación del estudio Documentación de buenas prácticas en las 
secretarías ejecutivas de los sistemas estatales anticorrupción, Aguascalientes fue 
reconocido por el desarrollo de tres buenas prácticas: el sistema de emisión, monitoreo y 
evaluación de cumplimiento de las recomendaciones emitidas por el Comité Coordinador; 
los ejercicios de evaluación de la política estatal en la materia, por su capacidad para 
retroalimentar a cada institución en relación con su progreso en el cumplimiento de la 
política anticorrupción; y el impulso dado por Aguascalientes a la operación de la 
Plataforma Digital Nacional, mediante la donación gratuita a otras entidades federativas, 
de los derechos de uso de los programas informáticos desarrollados en Aguascalientes. El 
documento puede ser consultado en 
https://www.seaaguascalientes.org/publicaciones/docs/externos/buenas_practicas_SESA
/Buenas_practicas_SESA.pdf 
 

E1. Prevenir. Prevenir los actos de corrupción 
 

● Código de ética tipo: Estandarización de las normas de conducta. 
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El 8 de marzo de 2019, el Comité Coordinador aprobó el Acuerdo que contiene el “Código 
de Ética Tipo”, como instrumento orientador para facilitar el que los órganos internos de 
control en el orden estatal como municipal, emitan estos instrumentos de una forma que 
resulten consistentes con los Lineamientos para la emisión del Código de Ética a que se 
refiere el artículo 16 de la Ley general de responsabilidades administrativas, aprobados 
por el Comité Coordinador Nacional y emitidos en el Diario Oficial de la Federación el 12 
de octubre de 2018. 
Desde el segundo semestre de 2019, la SESEA publicó un Semáforo de Cumplimiento de 
Códigos de Ética y de Conducta, mediante el cual se monitorea la emisión de dichos 
instrumentos por parte de los órganos de control y los entes públicos en el Estado de 
Aguascalientes y sus municipios.  
 

● Sistema de Capacitación Virtual Anticorrupción, SICAVI: Fortaleciendo los programas de 
promoción de la integridad. 
En septiembre de 2025, el Sistema Estatal Anticorrupción puso en operación una iniciativa 
para el desarrollo y oferta de cursos en línea gratuitos orientados al fortalecimiento de 
capacidades en materia de combate a la corrupción. 
Al cierre de 2025, el primero de estos cursos, “Ética e integridad en el servicio público”, 
habría generado 68 acreditados (6 del municipio de Jesús María y 62 del Poder Judicial del 
Estado).  
 

E2. Detectar. Detectar las desviaciones a la norma u objetivos institucionales 
 

● Gobierno abierto: continuidad y fortalecimiento de una agenda de apertura 
La agenda de gobierno abierto en Aguascalientes forma parte de un movimiento 
internacional impulsado por la Alianza para el Gobierno Abierto, iniciativa creada en 2011 
para promover gobiernos más transparentes y abiertos al escrutinio público. 
México participó como uno de los ocho países fundadores de la Alianza y, desde entonces, 
ha promovido la adopción de ejercicios de gobierno abierto en los distintos órdenes de 
gobierno mediante una agenda compartida entre las autoridades y la sociedad civil. 
Aguascalientes no ha sido ajeno a esta dinámica y desde el año 2018 inició un proceso de 
sensibilización a servidores públicos, así como una convocatoria a las organizaciones de la 
sociedad civil como a la ciudadanía en general. 
Resultado de este proceso, el 4 de mayo de 2019 se suscribió la Declaración conjunta para 
la implementación de acciones para un Gobierno Abierto en el Estado de Aguascalientes. 
La iniciativa dio paso a la instalación, el 30 de agosto de ese mismo año, del Secretariado 
Técnico Local, instancia concebida para articular la participación del gobierno y la sociedad 
civil en la construcción de compromisos y planes de acción orientados a fortalecer la 
apertura institucional. 
La vigencia de estos objetivos trascendió el cambio de administración estatal. El 2 de mayo 
de 2024, bajo una nueva titularidad del Poder Ejecutivo, se suscribió una nueva Declaración 
conjunta, refrendando los principios y objetivos del ejercicio iniciado 5 años antes. 
 

● Justicia Abierta: la etapa más reciente en la agenda de apertura institucional 
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El 18 de junio de 2024, el compromiso de Aguascalientes con el gobierno abierto 
trascendió a la esfera jurisdiccional, al convertirse nuestro Estado en una de las primeras 
seis entidades del país en suscribir la Declaratoria en materia de justicia abierta. 
De manera complementaria, el Poder Judicial del Estado estableció un precedente 
nacional al convertirse en el primer sujeto obligado del país —sin considerar a los órganos 
garantes—, en contar con un módulo de atención especializado en facilitar a los 
ciudadanos el ejercicio del derecho de acceso a la información pública. 
 

● Aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción en materia de 
transparencia 
México suscribió la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (UNCAC, por 
sus siglas en inglés) un 9 de diciembre de 2003, y depositó el instrumento de ratificación 
el 20 de julio de 2004. Desde su ratificación, nuestro país ha participado en dos ciclos de 
evaluación de la aplicación de la Convención Mérida, en los años 2013 y 2017. 
En ambos ciclos, se recomendó al Estado Mexicano la realización de un estudio 
comparativo entre el derecho federal y estatal sobre las materias de dichos capítulos y 
que, en caso de divergencias, abriera un espacio de diálogo entre la Federación y los 
Estados para asegurar la aplicación de la Convención en todos los niveles del Estado. 
En seguimiento a dicha recomendación, el Mecanismo nacional de revisión entre pares en 
México, surge como un proceso organizado por la Oficina de las Naciones Unidas contra 
la Droga y el Delito mediante el cual las entidades federativas se evalúan unas a otras en 
la aplicación de la UNCAC, siendo nuestro país el primero del mundo que replica el 
mecanismo global de examen de aplicación a escala subnacional. 
En este sentido, por lo que refiere a la verificación del cumplimiento del artículo 10 de la 
multicitada Convención en Aguascalientes, el Instituto de Transparencia del Estado (el hoy 
extinto ITEA) participó como representante de la entidad revisada, siendo verificado 
Aguascalientes por la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Estado de Campeche, y por el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de 
Datos Personales del Estado de Tlaxcala.6 
Cabe agregar que el Instituto de Transparencia del Estado de Aguascalientes, 
conjuntamente con su homólogo en Baja California Sur, fue el encargado de revisar el 
cumplimiento del artículo 10 de la Convención Mérida en el Estado de Michoacán.7 
 

E3. Sancionar. Procesar las acusaciones por incumplir la norma, y sancionar a los culpables 
                                                           
6 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito. (2023). Informe final de 
Aguascalientes: Mecanismo nacional de revisión entre pares de la aplicación de la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Corrupción en México. México: UNODC. Disponible en: 
https://www.unodc.org/lpomex/uploads/documents/Publicaciones/Corrupcion/Mecanismo-
nacional-revision-entre-pares/Informe_Final_de_Aguascalientes.pdf (consultado el 14 de junio de 
2026) 
7 Según consta en los informes finales de las entidades federativas correspondientes, consultables 
en la página de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, disponibles en: 
https://www.unodc.org/lpomex/es/noticias/enero-2023/mecanismo-nacional-de-revision-entre-
pares-en-mexico.html 
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● Mecanismo nacional de revisión entre pares de la Convención Mérida: Aplicación de 

medidas para la protección de los denunciantes 
En el marco del Mecanismo nacional de revisión entre pares de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción, referido con anterioridad, el Comité de 
Participación Ciudadana como la Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción 
participaron como representantes de Aguascalientes ante los revisores externos que, 
coordinados por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, llevaron a 
cabo la verificación del cumplimiento del artículo 33 de la Convención. 
Al igual que en el caso de la verificación mencionada con anterioridad, Aguascalientes 
realizó un ejercicio de autoevaluación analizado por las autoridades que fueron convocadas 
como revisoras, y que concluyeron el resultado de este examen de cumplimiento el 17 de 
agosto de 2022. En esta fecha, Aguascalientes recibió la visita in situ de los comités de 
participación ciudadana de los estados de Tlaxcala y Guanajuato, así como de las 
secretarías ejecutivas de los sistemas anticorrupción de los estados de Tlaxcala y 
Campeche, quienes plantearon sus conclusiones a la Oficina de las Naciones Unidas contra 
la Droga y el Delito.8 
Cabe añadir que el Comité de Participación Ciudadana del Estado de Aguascalientes 
fungió como revisor del cumplimiento de estas medidas de protección a los denunciantes 
de faltas administrativas y hechos de corrupción, en los Estados de Nayarit y Michoacán, 
mientras que la SESEA Aguascalientes colaboró como revisor de esta última entidad 
federativa.9 
 

● Guía para denunciar faltas administrativas y delitos por hechos de corrupción en 
Aguascalientes 
Se ha presentado un incremento en el número de denuncias por particulares, al pasar de 
229 en el corte de 2020; a 306 en el corte de 2021; a 302 en el corte de 2022; y a 439 en 
el corte de 2023, lo que representa un aumento de 91.7% en 3 años. Derivado de ello, en 
la Sesión Ordinaria del Comité Coordinador del 20 de junio de 2024, la Secretaría Técnica 
presentó la Guía para denunciar faltas administrativas y delitos por hechos de corrupción 
en Aguascalientes; documento que ofrece al denunciante una explicación sencilla de los 
tipos de responsabilidad administrativa y penal, de las conductas tipificadas, de las faltas 
administrativas no graves, de los derechos del denunciante, así como de la forma de 

                                                           
8 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito. (2023). Informe final de 
Aguascalientes: Mecanismo nacional de revisión entre pares de la aplicación de la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Corrupción en México. México: UNODC. Disponible en: 
https://www.unodc.org/lpomex/uploads/documents/Publicaciones/Corrupcion/Mecanismo-
nacional-revision-entre-pares/Informe_Final_de_Aguascalientes.pdf (consultado el 14 de junio de 
2026) 
9 Según consta en los informes finales de las entidades federativas correspondientes, consultables 
en la página de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, disponibles en: 
https://www.unodc.org/lpomex/es/noticias/enero-2023/mecanismo-nacional-de-revision-entre-
pares-en-mexico.html 
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gestionar asesoría gratuita o representación, y de cómo presentar una denuncia y ante qué 
instancia. 
 

● Protocolo de protección a denunciantes, testigos o intervinientes en el procedimiento penal 
en materia de delitos por hechos de corrupción 
El 24 de marzo de 2025, la Fiscalía General del Estado publicó en el Periódico Oficial del 
Estado, el Acuerdo 13/2025, por el que se emite el Protocolo de protección a 
denunciantes, testigos o intervinientes en el procedimiento penal en materia de delitos 
por hechos de corrupción. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/fiscalia/Protocolo_de_Proteccion_a_Den
unciantes_(FECC).pdf 
 

E4. Controlar. Controlar los recursos públicos 
 

● Refuerzo de los procesos de contratación mediante el control de las personas intervinientes 
Previo a la incorporación del Sistema de Servidores Públicos que Intervienen en 
Contrataciones Públicas (Sistema 2) en Aguascalientes, el registro de funcionarios que 
intervenían en procedimientos de contratación se realizaba principalmente a través del 
Registro Único de Servidores Públicos para Entidades Federativas (RUSPEF), mecanismo 
dirigido a concentrar información vinculada a la participación de servidores públicos en 
procedimientos en los que se ejercen recursos federales. La entrada en operación del 
Sistema 2 permitió, en este sentido, ampliar el alcance de la información mediante un 
modelo interoperable alineado a las Bases para el funcionamiento de la Plataforma Digital 
Nacional, emitidas por el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción. 
En este contexto, el 21 de junio de 2021 la SESEA emitió la declaratoria de puesta en 
operación del Sistema 2, estableciendo su entrada en operación a partir del día 1 de 
octubre de 2021. 
Esta herramienta permite a los órganos de control, registrar a las personas servidoras 
públicas que intervienen en la tramitación, atención, resolución o dictaminación de 
procedimientos de contratación pública, a los que será aplicable el protocolo de actuación 
en contrataciones que, conforme al artículo 44 de la Ley general de responsabilidades 
administrativas, debe expedir el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción. 
A la vez que permite inscribir a las personas inhabilitadas como resultado de 
procedimientos administrativos distintos a los de responsabilidades administrativas. 

 
● Adaptación del Sistema de Servidores Públicos y Particulares Sancionados, ante la nueva 

arquitectura institucional de responsabilidades administrativas 
El 27 de septiembre de 2021, la SESEA declaró el inicio de operaciones del Sistema de 
Información Estatal de Servidores Públicos y Particulares Sancionados (Sistema 3), a partir 
del 15 de diciembre de ese mismo año. Y al igual que sucede con el Sistema 2, las Bases 
para el funcionamiento de la Plataforma Digital Nacional disponen que pertenece al 
Sistema 3, la información relativa a los servidores públicos y particulares sancionados 
desde el 19 de julio de 2016, esto es, desde el inicio de vigencia del Decreto por el que se 
expidió la Ley general de responsabilidades administrativas, la Ley general del Sistema 
Nacional Anticorrupción, y la Ley orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

https://www.seaaguascalientes.org/documentos/fiscalia/Protocolo_de_Proteccion_a_Denunciantes_(FECC).pdf
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/fiscalia/Protocolo_de_Proteccion_a_Denunciantes_(FECC).pdf
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Sin embargo, las reformas al marco jurídico implicaron la redefinición de las autoridades y 
atribuciones definidas originalmente en este Sistema. En una primera etapa, hacia mayo 
de 2024, los ajustes involucraron la integración del Tribunal de Justicia Administrativa con 
motivo de la extinción de la Sala Administrativa del Poder Judicial y la instalación de dicho 
tribunal el 08 de enero de 2024. 
En el mismo sentido, el Sistema 3 debió integrar a los usuarios para el Supremo Tribunal 
de Justicia y el Consejo de la Judicatura con motivo de las facultades otorgadas a estas 
figuras en el marco del régimen especial para los servidores públicos del Poder Judicial, 
que derivó de la Ley orgánica del Poder Judicial del Estado publicada el 27 de diciembre 
de 2023. 

 
● Adaptación del Sistema de Servidores Públicos y Particulares Sancionados, ante la nueva 

arquitectura institucional de responsabilidades administrativas 
El 24 de diciembre de 2024, el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción 
publicó en el Diario Oficial de la Federación los formatos, normas e instructivo de llenado 
para la operación del Sistema 3. Dicho instrumento definió los datos que deben registrarse 
respecto de las faltas administrativas graves, no graves y las faltas de particulares, así como 
la información considerada de carácter público. 
La adopción de estos estándares requirió ajustes en el Sistema 3 de la Plataforma Digital 
Estatal para ajustar sus mecanismos de registro al nuevo modelo nacional. Cabe aclarar sin 
embargo, que los formatos publicados delimitaron expresamente su alcance a la 
responsabilidad administrativa, reservando para una etapa posterior la definición de los 
mecanismos de inscripción relacionados con las sanciones derivadas de delitos por hechos 
de corrupción, por lo que la estructura de la información a ingresar en materia penal fue 
definida por la Secretaría Técnica, en su carácter de administradora de la Plataforma Digital 
Estatal, mediante una reforma al Catálogo de perfiles de Usuario del Sistema de 
Información Estatal de Servidores Públicos y Particulares Sancionados, publicada en el 
Periódico Oficial del Estado el 02 de marzo de 2026. 
 

● Aplicación de estándares internacionales en contrataciones y gestión de la hacienda pública 
El Mecanismo nacional de revisión entre pares de la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción, contó con la participación del Órgano Superior de Fiscalización del 
Estado de Aguascalientes (OSFAGS) como de la Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal 
Anticorrupción (SESEA Aguascalientes), como representantes de nuestra entidad 
federativa, que en 2022 fue verificada por la Auditoría Superior como por la Secretaría 
Ejecutiva del Sistema Anticorrupción del Estado de Campeche, y por el Órgano de 
Fiscalización Superior y la Secretaría Ejecutiva del Sistema Anticorrupción del Estado de 
Tlaxcala, quienes, coordinados por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito, analizaron el ejercicio de autoexamen del cumplimiento del artículo 9 de la 
Convención Mérida, en el que previamente participaron las autoridades de la entidad 
federativa revisada, y extrajeron sus propias conclusiones, mismas que se expusieron 
durante la visita in situ realizada en Aguascalientes el 17 de agosto de 2022.10 

                                                           
10 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito. (2023). Informe final de 
Aguascalientes: Mecanismo nacional de revisión entre pares de la aplicación de la Convención de 
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Cabe a su vez agregar que el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de 
Aguascalientes participó como revisor del cumplimiento de estos mismos estándares en 
los Estados de Nayarit y Michoacán, mientras que la SESEA Aguascalientes colaboró como 
revisor de esta última entidad federativa.11 
 

● Aguascalientes es la primera entidad federativa en interconectar información de 
contrataciones públicas con el Sistema 6 de la Plataforma Digital Nacional 
El Informe final de Aguascalientes, realizado en el marco del Mecanismo nacional de 
revisión entre pares de la Convención Mérida, señala la necesidad de promover el uso de 
plataformas electrónicas para desahogar y difundir los procedimientos de contratación en 
el Estado. 
El Periódico Oficial del Estado del 10 de abril de 2023, da cuenta del inicio de operaciones 
del Sistema 6 el primero de enero de 2024. Y conforme a las Bases para el funcionamiento 
de la Plataforma Digital Nacional, dicho sistema debe concentrar la información relativa, 
generada por los entes públicos desde el 19 de julio de 2016. 
Este sistema responde a la necesidad de fortalecer la transparencia y el control social, 
facilitando la vigilancia de los licitantes, órganos de control, medios de comunicación, 
sector empresarial, así como de la ciudadanía en general. El uso de estándares nacionales 
como el Estándar de Contrataciones Abiertas para México (EDCA MX) o internacionales 
como el Clasificador Único de las Contrataciones Públicas (CUCOP) facilitarán evaluar las 
compras en el sector público, asegurando que los procedimientos de contratación se 
encuentren mejor ajustados a los principios constitucionales de eficiencia y economía. 

 
● Generación y difusión de evidencia para la toma de decisiones en materia anticorrupción 

Entre 2019 y 2025, el Sistema Estatal Anticorrupción de Aguascalientes integró un 
repositorio digital especializado12 a disposición de las autoridades como de la ciudadanía, 
que concentra más de 130 productos con información orientada al análisis y evaluación del 
desempeño institucional en materia de integridad, calidad regulatoria, transparencia, 
procuración e impartición de justicia, control interno, y fiscalización. Este acervo incluye 
censos de gobierno, encuestas, sondeos, grupos de enfoque y análisis multivariado, entre 
otros análisis aplicados al combate a la corrupción en el sector público. 
 
Dichos insumos han contribuido a sustentar técnicamente diversos instrumentos del 
Comité Coordinador, como sus programas de trabajo, sus informes, o la formulación de 

                                                           
las Naciones Unidas contra la Corrupción en México. México: UNODC. Disponible en: 
https://www.unodc.org/lpomex/uploads/documents/Publicaciones/Corrupcion/Mecanismo-
nacional-revision-entre-pares/Informe_Final_de_Aguascalientes.pdf (consultado el 14 de junio de 
2026) 
11 Según consta en los informes finales de las entidades federativas correspondientes, 
consultables en la página de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 
disponibles en: https://www.unodc.org/lpomex/es/noticias/enero-2023/mecanismo-nacional-de-
revision-entre-pares-en-mexico.html 
12 Disponible en el hipervínculo: www.seaaguascalientes.org/publicaciones/ 
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recomendaciones no vinculantes. Asimismo, algunos de estos productos han servido para 
identificar áreas de mejora en rubros como la implementación de los programas sociales o 
la calidad de la información incorporada a la Plataforma Digital Estatal, favoreciendo la 
adopción de acciones correctivas. 

 
E5. Fiscalizar. Fiscalizar los recursos públicos 
 

● El reto de normalizar la información generada en materia de situación patrimonial 
El 23 de septiembre de 2019, el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción 
emitió los formatos de declaración patrimonial de intereses aplicables para todo el país,13 
estableciendo posteriormente su entrada en operación obligatoria para los ámbitos estatal 
y municipal a partir del 1 de mayo de 2021.14 
En respuesta a este mandato y a la necesidad de homologar la información generada en 
materia de situación patrimonial, la SESEA emitió la declaratoria de inicio de operación del 
Sistema de Evolución Patrimonial, de declaración de intereses y constancia de presentación 
de declaración fiscal (Sistema 1) el 10 de agosto de 2020, iniciando con una convocatoria a 
un período voluntario de pruebas previo a la implementación obligatoria, lo que convirtió 
a nuestro Estado en la primera entidad federativa en interconectarse con el Sistema 1. 
Si bien esta herramienta, tiene el potencial de prevenir los conflictos de interés en las 
compras de gobierno, la expectativa generalizada era que debía facilitar el combate al 
enriquecimiento oculto, previsto en la Ley general de responsabilidades administrativas, 
así como el enriquecimiento ilícito, tipificado en el Código Penal para el Estado. 
Para ello, el Sistema Estatal Anticorrupción brindó una solución para los entes que carecían 
hasta entonces de herramientas digitales propias para recibir las declaraciones 
patrimoniales de su personal, a través de convenios de los organismos estatales y 
municipales con la Secretaría Ejecutiva, que facilitaron la interoperabilidad y la 
transferencia de información. 
 

● La transformación del sistema de declaraciones patrimoniales en un sistema para la 
verificación de la evolución patrimonial 
En 2023, el Sistema 1, orientado fundamentalmente a la recepción de declaraciones 
patrimoniales, se complementó incorporando funcionalidades para la selección aleatoria 
de los servidores sujetos a revisión, así como para el análisis aritmético de inconsistencias 
entre el patrimonio declarado y los ingresos obtenidos. Este módulo dedicado a la 
verificación de la evolución patrimonial, fortalecieron las capacidades de los órganos de 
control para la aplicación del procedimiento previsto en el artículo 30 de la Ley general de 
responsabilidades administrativas. 

                                                           
13 Disponible en el hipervínculo: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5573194&fecha=23/09/2019#gsc.tab=0 

14 Disponible en el hipervínculo: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5582735&fecha=24/12/2019#gsc.tab=0 
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Al paralelo que el Comité Coordinador aprobó lineamientos tipo para facilitar la operación 
de los procedimientos de verificación patrimonial un 20 de junio de 2024, Aguascalientes 
se convertía en la primera entidad federativa del país en alcanzar la interconexión total de 
sus instituciones con el Sistema 1 de la Plataforma Digital Nacional, un hito que se alcanzó 
el 9 de mayo de 2024. 

 
Conclusiones 
 
Los avances documentados en el presente Informe de Cumplimiento de la Política Estatal 
Anticorrupción 2021-2025 reflejan el proceso de consolidación que ha experimentado el Sistema 
Estatal Anticorrupción de Aguascalientes como resultado de la coordinación permanente entre las 
instituciones que lo integran y de la implementación de estrategias orientadas a fortalecer la 
integridad pública y la rendición de cuentas. 

En materia de coordinación, la aprobación e implementación de la Política Estatal Anticorrupción, 
el fortalecimiento de sus mecanismos de evaluación y seguimiento, así como el desarrollo de 
soluciones tecnológicas reconocidas a nivel nacional, permitieron establecer bases sólidas para 
orientar las acciones institucionales y promover una cultura de mejora continua. Al mismo tiempo, 
las contribuciones de Aguascalientes a la Plataforma Digital Nacional y a otras entidades 
federativas evidencian su papel como referente en innovación dentro del Sistema Nacional 
Anticorrupción. 

En el ámbito de la prevención, la estandarización de los códigos de ética y el impulso de programas 
de capacitación especializados fortalecieron la promoción de principios de integridad entre las 
personas servidoras públicas. Por su parte, las acciones emprendidas en detección, mediante el 
impulso del gobierno abierto, la transparencia, la justicia abierta y la transformación digital, 
ampliaron las oportunidades para el escrutinio ciudadano y favorecieron una administración 
pública más accesible y participativa. 

Los resultados en materia de sanción muestran avances importantes en el fortalecimiento de los 
mecanismos de denuncia y en la protección de las personas denunciantes, al tiempo que la 
participación del Estado en los mecanismos de revisión entre pares impulsados por la Oficina de 
las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito permitió identificar buenas prácticas y áreas de 
mejora para robustecer las capacidades institucionales. 

Asimismo, las acciones desarrolladas en control y fiscalización consolidaron el uso de plataformas 
interoperables para el seguimiento de contrataciones públicas, el registro de personas servidoras 
públicas y particulares sancionados, así como la verificación de la evolución patrimonial, 
fortaleciendo la transparencia y la supervisión del ejercicio de los recursos públicos. 

Los resultados alcanzados durante el periodo 2021-2025 demuestran que el combate a la 
corrupción requiere un esfuerzo permanente, basado en la coordinación institucional, el uso 
estratégico de la tecnología, la generación de evidencia y la participación ciudadana. Estos avances 
constituyen una base sólida para continuar fortaleciendo la implementación de la Política Estatal 
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Anticorrupción y afrontar con mayores capacidades los retos que aún persisten en la construcción 
de un gobierno íntegro, transparente y orientado al interés público. 

 

IR AL ANEXO I.5.1 
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I.5.2 Cumplimiento de las recomendaciones 

 
Introducción 
 
Formalmente, la Ley del Sistema Estatal Anticorrupción concibe a las recomendaciones no 
vinculantes como una herramienta que permite al Comité Coordinador formular propuestas para 
el fortalecimiento institucional y la mejora del control interno. 
 
Esta definición, que puede parecer restrictiva, resulta precisa cuando analizamos esta figura como 
componente de un mecanismo más completo, previsto para retroalimentar al sistema en su 
conjunto. En efecto, la recomendación ha demostrado en los últimos cinco años, su utilidad para 
hacer operables, principios que claramente podemos identificar en el marco integrado de control 
interno,15 tales como el establecimiento de las normas éticas (relacionada con el principio 1), la 
asignación de responsabilidades (relacionada con el principio 3), el impulso a la competencia 
profesional (relacionada con el principio 4), la implementación de mecanismos de gobierno abierto 
(relacionado con el principio 15), así como la ejecución de actividades de supervisión (relacionadas 
con el principio 16 del modelo). 
 
De ello resulta que, durante el período informado, las recomendaciones se consolidaron como uno 
de los principales instrumentos de aprendizaje institucional para las instituciones públicas en 
Aguascalientes. La primera generación de recomendaciones, emitidas hacia los primeros años de 
vida del Sistema Estatal Anticorrupción (años 2019 y 2020), tuvo lugar de manera paralela a la 
construcción del diagnóstico y la definición de objetivos y metodología de seguimiento que 
involucraría la política estatal en la materia. 
En esta etapa, el Comité Coordinador como la Secretaría Ejecutiva, se concentraron en la 
identificación de áreas de oportunidad (y de riesgo) derivadas de la implementación del Sistema 

                                                           
15 El modelo de control interno mayormente aplicado en el sector público estatal y municipal en 
Aguascalientes se basa en el marco integrado de control interno derivado del modelo de 
gobierno corporativo americano conocido como COSO 13. En este sentido, consúltese el Modelo 
Estatal de Marco Integrado de Control Interno para el Sector Público (publicado en el Periódico 
Oficial del Estado del 16 de enero de 2017); el Modelo del Marco Integrado de Control Interno 
para la Administración Pública del Municipio de Aguascalientes (publicado el 24 de febrero de 
2020); el Marco Integrado de Control Interno para el Municipio de Asientos (publicado el 21 de 
mayo de 2018); el Manual Administrativo en Materia de Control Interno para el Municipio de 
Calvillo (publicado el 2 de septiembre de 2019); el Marco Integral de Control Interno del 
Municipio de Jesús María, Aguascalientes (publicado el 29 de julio de 2019); el Marco Integrado 
de Control Interno para el Municipio de Pabellón de Arteaga (publicado el 2 de octubre de 2017); 
el Manual de Control Interno para el Municipio de Rincón de Romos (publicado el 31 de agosto 
de 2020, reformado el 30 de noviembre de 2020); el Manual Administrativo de Control Interno 
para el Municipio de San Francisco de los Romo (publicado el 3 de diciembre de 2018); y el Marco 
Integrado de Control Interno para el Municipio de San José de Gracia (publicado el 30 de abril de 
2018). 
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de Evaluación del Desempeño,16 de la agenda en materia de gobierno abierto, pero 
principalmente, de la transición hacia el nuevo régimen de responsabilidades administrativas. 
 
La segunda generación de recomendaciones siguió a la aprobación formal de la Política Estatal 
Anticorrupción el 29 de enero de 2021. Este instrumento, al igual que su correlativo a nivel 
Nacional, contempla objetivos que involucran la participación de autoridades sin representación 
en el Comité Coordinador. En este contexto, la recomendación no vinculante resultó esencial para 
que dicho órgano pudiera promover los objetivos de la política estatal en la materia, vinculando la 
alineación del objeto de cada recomendación, con las prioridades de la política pública. 
 
Finalmente, una tercera generación de recomendaciones, entre los años 2024 y 2025, se enfocó 
en atender rezagos persistentes y en promover la operación de buenas prácticas al exterior del 
Comité Coordinador, conectando el seguimiento trimestral de sus recomendaciones, con los 
ejercicios anuales de evaluación de la política anticorrupción. 
 
Esta evolución resulta particularmente relevante porque evidencia que las recomendaciones no 
sólo fueron un instrumento de implementación, sino también un insumo para la identificación de 
problemas públicos, la delimitación de objetivos, y la construcción de mecanismos de seguimiento. 
Junto con la Consulta Ciudadana para la Construcción de la Política Estatal Anticorrupción, la 
primera Encuesta en Materia de Anticorrupción y Cultura de la Integridad (ENACIT), los grupos de 
enfoque, los foros especializados y la participación de los propios integrantes del Comité 
Coordinador, las primeras recomendaciones permitieron formular la Política Estatal 
Anticorrupción. 
 
Pero a la inversa, las recomendaciones se han convertido en un vehículo mediante el cual se han 
impulsado reformas legislativas, normas de conducta, mecanismos de capacitación, criterios 
técnicos, desarrollo de procedimientos, así como la revisión de procesos o programas vulnerables. 
Esta capacidad para combinar diagnóstico, acompañamiento técnico y seguimiento ha consolidado 
a las recomendaciones como uno de los principales instrumentos de gobernabilidad de los que 
dispone el Comité Coordinador. 
 
El presente apartado describe las principales contribuciones de las instituciones públicas a la 
realización de los objetivos de la Política Estatal Anticorrupción, vistas a través de la atención dada 
a las recomendaciones de mayor impacto. Su exposición, organizada en torno a los ejes que 
integran la Política Estatal Anticorrupción –prevención, detección, sanción, control y fiscalización- 
permiten apreciar la manera en que estas recomendaciones han contribuido a construir 
                                                           
16 En el apartado que denominamos “Estadísticas relevantes”, se explica que en el Informe del 
avance alcanzado por las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de 
la Ciudad de México en la implantación y operación del presupuesto basado en resultados y del 
sistema de evaluación del desempeño, publicado por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
en el año 2020, se calificó a Aguascalientes con 39.8% de cumplimiento, ubicando a nuestro 
Estado con el desempeño más bajo registrado entre las entidades federativas. Tras cinco años, la 
calificación incrementó a 86.1% y la posición de Aguascalientes mejoró significativamente en este 
indicador. 
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capacidades para el combate a la corrupción, generando evidencia útil de cara a un 
replanteamiento o actualización de sus objetivos y metodologías de seguimiento. 
 
Contribución de las recomendaciones del Comité Coordinador local 
a los objetivos de la Política Estatal Anticorrupción 
 
E1. Prevenir. Prevenir los actos de corrupción 
 

Designación de autoridades de mejora regulatoria 
En materia de mejora regulatoria, el Comité Coordinador desde el 2021 para su cuarto 
informe anual y conforme a los riesgos identificados en la evaluación de la Política Estatal 
Anticorrupción, detectó que varios entes públicos no contaban con sus autoridades de 
mejora regulatoria, lo que motivó a que el Comité Coordinador emitiera una 
recomendación no vinculante a los entes públicos para que designaran sus autoridades en 
la materia.  

 
 REC-CC-SESEA-2021.10, en materia de mejora regulatoria.- Dirigida al Poder 

Legislativo para que impulse los ajustes normativos procedentes en materia de mejora 
regulatoria; al propio Poder Legislativo del Estado, a la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado, al Instituto Estatal Electoral y a la Benemérita Universidad 
Autónoma de Aguascalientes, para que den atención a lo establecido por el artículo 
30 de la Ley general de mejora regulatoria; así como a los municipios de Asientos, 
Calvillo, Cosío, El Llano, Rincón de Romos, San Francisco de los Romo, San José de 
Gracia y Tepezalá, para que designen dentro de su estructura orgánica, a sus 
autoridades de mejora regulatoria, propuesta por la Secretaría Técnica. 

 
Para diciembre de 2024, solamente el municipio de El Llano no había designado a su 
autoridad de mejora regulatoria, no obstante, un año después, en 2025 se informó que el 
municipio había dado cabal cumplimiento, completando así la totalidad de los entes 
públicos que cuentan con sus autoridades. 
 
No pasa desapercibido que el 16 de julio de 2025, se emitió la Ley Nacional para Eliminar 
los Trámites Burocráticos, cuyo artículo transitorio segundo abrogó la Ley general de 
mejora regulatoria. 

 
Promoción de la integridad en el sector público 
Los Lineamientos para la Emisión del Código de Ética a que se refiere el artículo 16 de la 
Ley general de responsabilidades administrativas, fueron emitidos por el Comité 
Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción el 12 de octubre de 2018. En el 
transitorio segundo de dichos Lineamientos, se señala que “los Órganos Internos de 
Control y las Secretarías deberán emitir sus Códigos de Ética en un plazo de ciento veinte 
días naturales a partir de la publicación de estos lineamientos”, plazo que feneció el 8 de 
febrero de 2019. 
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En tal contexto, la SESEA diagnosticó el contenido de los Códigos de Ética de los Entes 
Públicos del Estado, ubicando un total de 40 publicados hasta antes del 29 de enero de 
2019, de los cuales, 12 fueron dados a conocer a través del Periódico Oficial del Estado, 
con posterioridad a la publicación de los mencionados Lineamientos. 
 
Ese diagnóstico arrojó como resultado, que dichos Códigos no se ajustaban a lo previsto 
en el artículo 16 de la Ley general de responsabilidades administrativas, pues con 
excepción al de Gobierno del Estado, los órganos de control no intervinieron en su 
emisión, y ninguno atendía a los Lineamientos fijados por el Sistema Nacional 
Anticorrupción. 
 
Con el fin de facilitar a los órganos de control la emisión de códigos de ética ajustados a 
los multicitados Lineamientos, y dar un impulso decisivo a la política de promoción de la 
integridad en Aguascalientes, el 8 de marzo de 2019 el Comité Coordinador aprobó un 
Código de ética tipo, de naturaleza orientadora y, derivado de su Segundo informe anual, 
emitió las siguientes recomendaciones: 
 
 REC-CC-SESEA2019.15, relativa a la emisión de códigos de ética.- Su objeto es que los 

órganos de control que no hubieran emitido su código de ética de conformidad con 
los Lineamientos para la Emisión del Código de Ética a que se refiere el artículo 16 de 
la Ley general de responsabilidades administrativas, subsanaran tal omisión. 

 REC-CC-SESEA2019.16, relativa a la emisión de códigos de conducta.- Su finalidad era 
que los entes públicos estatales y municipales emitieran que no hubieran emitido su 
código de conducta, subsanaran tal situación. 

 REC-CC-SESEA2019.17 a la 28, relacionadas con el ajuste a los códigos de ética 
emitidos.- Su objeto consistía en que el Órgano Interno de Control, en ejercicio de sus 
atribuciones, ajustara plenamente su Código de Ética a los Lineamientos para la 
Emisión del Código de Ética a que se refiere el artículo 16 de la Ley general de 
responsabilidades administrativas. 

 
Desde su emisión, las recomendaciones mencionadas se reiteraron en los informes anuales 
Tercero al Octavo del Comité Coordinador. De este último, se desprende que, en 2025, 
solamente el Instituto Municipal Aguascalentense para la Cultura, el Instituto Municipal de 
la Juventud de Aguascalientes, el Instituto Municipal de la Mujer de Aguascalientes, y la 
Universidad Tecnológica Metropolitana de Aguascalientes faltaban por emitir sus Códigos 
de Ética y Conducta, mientras que la Comisión de Agua Potable, Alcantarillado y 
Saneamientos del Municipio de Jesús María tenía pendiente ajustar su Código de Ética. 
 
 REC-CC-SESEA-2023.23, orientada a la capacitación de los elementos de seguridad 

pública en materia de ética.- Su objeto fue que tanto el Poder Ejecutivo como los 
municipios brinden capacitación a los integrantes de sus instituciones de seguridad 
pública en materia de anticorrupción, responsabilidades administrativas y ética 
pública. 
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 REC-CC-SESEA-2023.29, orientada a abatir el rezago en la capacitación a los servidores 
públicos, en relación con los valores, principios y reglas de integridad.- Su finalidad 
consiste en que los órganos internos de control que contaran con códigos de ética y 
conducta autorizados, pero que entre octubre de 2022 y septiembre de 2025 hubieran 
capacitado a un 10% de sus funcionarios o menos, procedieran a instruir a su personal 
en el contenido de dichos instrumentos. 
 

Para facilitar el cumplimiento de ambas recomendaciones, en septiembre de 2025, la 
SESEA entregó al Comité Coordinador el Sitio de Capacitación Virtual Anticorrupción 
(SICAVI), iniciativa que emplea la plataforma Moodle para la oferta de cursos en línea 
orientados al fortalecimiento de habilidades relacionadas con el combate a la corrupción. 
 
Sin embargo, el Comité Coordinador ha considerado necesario confirmar estas 
recomendaciones. Por lo que refiere a la REC-CC-SESEA-2025.20-3, se reiteró en los 
informes Séptimo y Octavo del Comité Coordinador. De este último se obtiene que, en 
2025, solamente los municipios de Calvillo, El Llano y Rincón de Romos quedaban 
pendientes de solventarla. 
 
En cuanto a la REC-CC-SESEA-2023.29, esta se refrendó mediante las recomendaciones 
REC-CC-SESEA-2024.21-2 y REC-CC-SESEA-2025.20-3, derivadas de los informes Séptimo 
y Octavo del Comité Coordinador. 

 
E2. Detectar. Detectar las desviaciones a la norma u objetivos institucionales 
 

Gobierno abierto 
 REC-CC-SESEA-2019.06, en materia de parlamento abierto.- El objeto de la presente 

recomendación, es que el Poder Legislativo ajuste su normativa interna para que el 
desahogo de sus sesiones, sean plenarias, de sus comisiones o comités, se apegue a 
los principios de transparencia, máxima publicidad y parlamento abierto 

 
 REC-CC-SESEA-2019.07, en materia de cabildo abierto.- Dirigida al Poder Legislativo 

para que ajuste la Ley Municipal para el Estado de Aguascalientes y los Ayuntamientos 
del Estado a efecto que ajusten su reglamentación interna, a fin de que la celebración 
de sesiones de cabildo se apegue a los principios de transparencia y máxima 
publicidad, y que sus sesiones de cabildo abierto atiendan a lo previsto en la Ley de 
Participación Ciudadana del Estado de Aguascalientes (en adelante Ley de 
Participación Ciudadana) 

 
Del Octavo informe 2025 del Comité Coordinador, se desprende que solamente los 
ayuntamientos de Calvillo y de El Llano se encontraban pendientes de ajustar sus 
disposiciones reglamentarias para garantizar la realización de sesiones de cabildo abierto, 
motivo por el cual se les dirigió la recomendación REC-CC-SESEA-2025.13-7. 
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Transparencia con sentido social 
 REC-CC-SESEA-2023.28, relativa a la difusión de controles y garantías que aseguran la 

ejecución de las obras de urbanización.- Su finalidad es promover que el Poder 
Legislativo ajuste el Código Urbano para el Estado, a fin de que la publicidad que tenga 
por objeto la venta de lotes, predios, viviendas, departamentos o áreas, contenga el 
número de autorización por la autoridad en materia de desarrollo urbano. 
A la vez que se recomienda al extinto Instituto de Transparencia del Estado (ITEA), 
capacitar a autoridades estatales y municipales en materia de transparencia proactiva, 
incentivando la difusión del estatus de los controles y garantías a que están sujetas las 
obras de urbanización construidas por los proveedores de viviendas o terrenos para 
casa habitación 

 
El Comité Coordinador ha reiterado al Poder Legislativo la mencionada recomendación, 
bajo el número REC-CC-SESEA-2024.23-2 y REC-CC-SESEA-2025.22-3. 

 
E3. Sancionar. Procesar las acusaciones por incumplir la norma, y sancionar a los culpables 
 

Armonización de las leyes locales en materia de responsabilidades administrativas y 
fiscalización superior, con la Ley general de responsabilidades administrativas 
 REC-CC-SESEA-2019.01 referente a la armonización de la Ley de responsabilidades 

administrativas del Estado.- Generada para advertir que la Ley de responsabilidades 
Administrativas del Estado: a) regulaba responsabilidades administrativas de los 
servidores públicos, las sanciones aplicables por sus actos u omisiones, las sanciones 
aplicables a las faltas de particulares, lo que es facultad exclusiva del H. Congreso de 
la Unión; b) no establecía los medios de impugnación cuya regulación corresponde al 
Poder Legislativo local; c) Se pretende que instancias locales ejerzan atribuciones que 
la Ley general de responsabilidades administrativas otorga a autoridades nacionales; 
d) Releva de obligaciones a los servidores públicos locales; e) Establece disposiciones 
de naturaleza procesal penal; f) Se pretende alterar el inicio de vigencia del sistema de 
responsabilidades administrativas. 

 REC-CC-SESEA-2021.01 referente a la armonización de la Ley de Fiscalización Superior.- 
Su finalidad es promover que el Poder Legislativo ajuste la Ley de Fiscalización Superior 
del Estado en materia de resarcimiento de daños y perjuicios a la hacienda pública o 
al patrimonio de los entes públicos, para que el mismo se apegue a lo previsto en los 
artículos 109 y 116 de la Constitución Federal y en el artículo 50 de la Ley general de 
responsabilidades administrativas. 

 
Como ya se anticipó en el apartado referente a la evolución del marco jurídico, el Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación invalidó diversos artículos de la Ley de 
responsabilidades administrativas del Estado mediante la Acción de Inconstitucionalidad 
115/2017, resuelta el 23 de enero de 2020, lo que supuso un impulso indirecto a los 
objetivos del Sistema Estatal Anticorrupción. 
Sin embargo, toda vez que ambas recomendaciones no han sido atendidas a cabalidad, el 
Comité consideró pertinente retomar la recomendación REC-CC-SESEA-2019.01 en la 
construcción de la REC-CC-SESEA-2021.02 en el marco del Cuarto informe anual del 
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Comité Coordinador. Los informes Quinto al Octavo retomaron las recomendaciones REC-
CC-SESEA-2021.01 y 02, conjuntamente con otras recomendaciones emitidas asimismo en 
2021, que se acumularon en la recomendación REC-CC-SESEA-2022.01-2, que se reiteró al 
H. Congreso del Estado mediante las recomendaciones REC-CC-SESEA-2023.01-3, REC-
CC-SESEA-2024.01-4 y más recientemente, la REC-CC-SESEA-2025.01-5. 

 
E4. Controlar. Controlar los recursos públicos 
 

Designación de los titulares como de los integrantes de los órganos internos de control 
 REC-CC-SESEA-2019.05, relativo a la designación de los titulares de los órganos de 

control en los órganos autónomos.- Por una parte, su finalidad era impulsar una 
reforma constitucional y legal que permitiera al Tribunal Electoral del Estado, designar 
a su propio órgano interno de control. 

 Y por la otra, promover una solución a una antinomia entre el artículo 27 fracción 
XXXVIII de la Constitución local y los numerales 37 de la Ley de la Comisión de 
Derechos Humanos, y el 36 de la Ley de transparencia y acceso a la información 
pública del Estado, en relación con la instancia facultada para designar al titular de sus 
respectivos órganos de control. 

 
El 29 de junio de 2020, el 28 de marzo de 2022 y el 15 de diciembre de 2025, 
respectivamente, se publicaron sendas reformas a los artículos 288 del Código Electoral, 
36 de la Ley de transparencia y acceso a la información pública del Estado de 
Aguascalientes y sus municipios (abrogada), y 37 de la Ley de la Comisión de Derechos 
Humanos, en el sentido de que los titulares de los órganos internos de control del Instituto 
Estatal Electoral, del Instituto de Transparencia (el extinto ITEA), como de la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado, fueran designados por el Pleno del H. Congreso del 
Estado. 
Paralelamente, el 9 de mayo de 2022, el numeral 354 del Código Electoral del Estado se 
reformó estableciendo que el contralor interno del Tribunal Electoral del Estado sería 
designado por el Pleno del propio Tribunal. 
 
Criterios para seleccionar a los integrantes de los órganos de control 
 REC-CC-SESEA-2021.08, referente a los criterios para seleccionar integrantes de los 

órganos de control municipales.- Su objeto es promover reformas normativas que 
establezcan requisitos y procedimientos de selección para los integrantes de los 
órganos de control de la administración municipal centralizada y descentralizada, con 
apego a lo establecido en el artículo 20 de la Ley general de responsabilidades 
administrativas. 

 
Del seguimiento de la recomendación REC-CC-SESEA-2021.08, el Comité Coordinador 
concluyó la necesidad de reiterarla en los informes Quinto al Octavo, bajo los números 
REC-CC-SESEA-2022.03-2, REC-CC-SESEA-2023.03-3, REC-CC-SESEA-2024.03-4 y REC-
CC-SESEA-2025.03-5. Derivándose del Octavo informe que en 2025, faltaban de dar 
cumplimiento a esta recomendación, cinco municipios (Aguascalientes, Asientos, Calvillo, 
Rincón de Romos y Tepezalá) y 9 organismos paramunicipales (Instituto Municipal 
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Aguascalentense para la Cultura; Instituto Municipal de la Juventud de Aguascalientes; 
Instituto Municipal de la Mujer de Aguascalientes; Instituto Municipal de Planeación y 
Evaluación de Aguascalientes; Modelo Integral de Aguas de Aguascalientes; Organismo 
Operador de Saneamiento y Agua de Calvillo; Comisión de Agua Potable, Alcantarillado y 
Saneamiento del Municipio de Jesús María; Organismo Operador de Agua Potable y 
Alcantarillado del Municipio de Rincón de Romos; y Organismo Operador de Agua Potable 
del Municipio de San Francisco de los Romo). 

 
Emisión de manuales de remuneraciones 
 REC-CC-SESEA-2021.16, relativo a la emisión de manuales de remuneraciones.- El 

objeto de la presente recomendación, es que la totalidad de los entes públicos del 
Estado, expidan sus Manuales de Remuneraciones, ajustándose a lo previsto en la Ley 
de Remuneraciones, especialmente en su artículo 14, Manuales que conforme dicho 
precepto, deben elaborarse y emitirse por sus respectivas áreas administrativas. 

 
Originalmente en el diagnóstico que sustentó la emisión de la recomendación fue referido 
que 46 entes públicos contaron con un Manual de Remuneraciones, de los cuales, 25 fueron 
emitidos por sus respectivas áreas encargadas de la gestión de recursos humanos, 
administración financiera y aspectos relacionados con el diseño organizacional, tal como lo 
ordena el artículo 14 de la Ley de Remuneraciones; mientras que en los 21, fueron emitidos 
por áreas distintas. 
Asimismo, 8 entes públicos no contaron con un Manual de Remuneraciones y 16 entes no 
respondieron al requerimiento de información formulado por la SESEA. En ese tenor, para 
diciembre de 2025 en el octavo informe anual se reportó que solamente el Poder 
Legislativo, la Universidad Tecnológica Metropolitana de Aguascalientes, así como los 
municipios de Asientos, Cosío, El Llano y Rincón de Romos, el Instituto Municipal 
Aguascalentense para la Cultura, y el Instituto Municipal de la Juventud de Aguascalientes, 
faltaban de dar cumplimiento a dicha recomendación, motivo por el cual se emitió la 
recomendación REC-CC-SESEA-2025.05-5. 

 
Regímenes de excepción a licitar ajustados a estándares internacionales 
 REC-CC-SESEA-2019.10, referente a la integración de los comités de adquisiciones.- Su 

objeto consiste que las normas municipales que regulan las adquisiciones, 
arrendamientos y servicios se ajusten a estándares internacionales. Asimismo, la 
recomendación promueve la armonización de las normas que describen la integración 
de los comités de adquisiciones. 

 
El Comité Coordinador ha impulsado y dado seguimiento a través de la Secretaría 
Ejecutiva, a las reformas correspondientes desde 2020 hasta 2025. Derivado de los 
informes Tercero al Octavo, el Comité Coordinador local consideró pertinente reiterar esta 
invitación a los municipios mediante las recomendaciones número REC-CC-SESEA-
2020.11-2, REC-CC-SESEA-2021.19-3, REC-CC-SESEA-2022.27-4, REC-CC-SESEA-
2023.20-5, REC-CC-SESEA-2024.15-6, y RE-CC-SESEA-2025.14-7. 
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Según se reporta en el Octavo informe anual del Comité Coordinador, a septiembre de 
2025, solamente están pendientes de cumplimiento los municipios de Aguascalientes y El 
Llano. 
 
Sistema de evaluación del desempeño  
 REC-CC-SESEA-2020.09 en materia de evaluación del desempeño de los programas 

presupuestarios municipales.- Su objeto consistió en que los Municipios de 
Aguascalientes, Asientos, Calvillo, Cosío, El Llano, Pabellón de Arteaga, Rincón de 
Romos, San Francisco de los Romo, San José de Gracia y Tepezalá, establecieran las 
instancias técnicas a que se refiere el artículo 134 de la Constitución Federal, para la 
coordinación de la evaluación del desempeño de los programas presupuestarios. 

 
El Comité Coordinador dio seguimiento a las actuaciones de los municipios. Sin embargo, 
dicha recomendación se reiteró anualmente en los informes Quinto al Octavo del Comité 
Coordinador local, a través de las recomendaciones con número REC-CC-SESEA-2021.14-
2, REC-CC-SESEA-2022.18-3, REC-CC-SESEA-2023.14-4, REC-CC-SESEA-2024.11-5 y 
REC-CC-SESEA-2025.10-6. 
Del Octavo informe anual del Comité Coordinador, se desprende que solamente el 
municipio Tepezalá tiene pendiente completar este objetivo. 

 
Evaluación del desempeño del personal 
 REC-CC-SESEA-2025.31, en materia de evaluación del desempeño de los servidores 

públicos municipales.- Su objeto consiste en que los municipios de Aguascalientes, 
Calvillo, Cosío, El Llano, y San José de Gracia, a través de su Secretaría de 
Administración –o instancia homóloga- coordinen al resto de las dependencias para 
elaborar los procedimientos mediante los cuales se evaluará el desempeño del 
personal en su ámbito de competencia, así como en que las autoridades municipales 
realicen el trámite correspondiente para formalizar la expedición de dicho 
procedimiento. 

 
E5. Fiscalizar. Fiscalizar los recursos públicos 
 

Verificación de la determinación del pago de remuneraciones 
 REC-CC-SESEA-2019.12, relacionado con los tabuladores salariales.- Su propósito es 

que los ayuntamientos consignen en sus respectivos presupuestos de egresos, los 
tabuladores salariales aplicables a los servidores públicos municipales. 
Asimismo, la recomendación busca que los órganos de control municipales, realicen 
auditorías o visitas, y requieran información o documentación necesaria para constatar 
que la determinación y pago de las remuneraciones se realiza en estricto apego a lo 
que establecen los tabuladores aprobados en los presupuestos de egresos aplicables. 

 
En diciembre de 2025, en el Octavo informe del Comité Coordinador, se reportó que 
solamente Asientos, Calvillo, El Llano, Rincón de Romos y Tepezalá faltan de ajustar sus 
tabuladores conforme a la Ley de Remuneraciones. 
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Lineamientos de verificación de evolución patrimonial 
 REC-CC-SESEA-2024.25, en materia de verificación de la evolución patrimonial.- Su 

finalidad consiste en que los órganos de control estatales y municipales expidan 
lineamientos que regulan el proceso de verificación de las declaraciones de situación 
patrimonial de sus servidores públicos. 

 
Para facilitar el cumplimiento de dicha recomendación, el 20 de junio de 2024, el Comité 
Coordinador aprobó el Acuerdo que contiene los Lineamientos Tipo, que regulan el 
procedimiento de verificación de las declaraciones de situación patrimonial de sus 
servidores públicos, como instrumento orientador para la práctica del procedimiento 
previsto en el artículo 30 de la Ley general de responsabilidades administrativas. 
Sin embargo, del seguimiento al cumplimiento de dicha recomendación, reportado 
mediante el Séptimo informe anual del Comité Coordinador determinó reiterar este 
llamado, mediante la recomendación REC-CC-SESEA-2025.24-2. 
 
Presentación de declaraciones patrimoniales mediante documentos físicos 
 REC-CC-SESEA-2021.23, relativo a la presentación de las declaraciones patrimoniales.- 

Su objeto consiste en ajustar la disposición séptima de las Normas de la Contraloría 
Interna del Poder Legislativo del Estado de Aguascalientes en materia de 
declaraciones de situación patrimonial y de intereses, a fin de suprimir la posibilidad 
de que los servidores públicos de ese ente público presenten por escrito sus 
declaraciones de situación patrimonial y de intereses. 

 
El 9 de febrero de 2021, se suscribió un convenio mediante el cual la SESEA Aguascalientes 
otorgó al H. Congreso del Estado una licencia de uso gratuita para que pudiera recibir e 
integrar declaraciones patrimoniales de sus servidores públicos al Sistema de Evolución 
Patrimonial, Declaración de Intereses y Constancia de Presentación de Declaración Fiscal. 
Sin embargo, dicha recomendación se reiteró anualmente en los informes Quinto al Octavo 
del Comité Coordinador local, a través de las recomendaciones con número REC-CC-
SESEA-2022.10-2, REC-CC-SESEA-2023.08-3, REC-CC-SESEA-2024.07-4 y REC-CC-
SESEA-2025.06-5. 

 
Conclusiones 
 
Los resultados documentados en este apartado muestran contribuciones relevantes en los 
diferentes ejes de la Política Estatal Anticorrupción. En materia de prevención, las 
recomendaciones favorecieron el establecimiento de autoridades responsables de operar las 
herramientas de mejora regulatoria, a la vez que se promovió la emisión de códigos de ética y 
conducta consistentes con los lineamientos emitidos por el Comité Coordinador del Sistema 
Nacional Anticorrupción. En materia de detección, impulsaron las figuras del parlamento abierto, 
el cabildo abierto. Por lo que respecta a la sanción, contribuyeron a promover la armonización del 
marco normativo estatal con las disposiciones generales en materia de responsabilidades 
administrativas y fiscalización superior. Finalmente, en los ámbitos de control y fiscalización, 
favorecieron el fortalecimiento de los órganos internos de control, la profesionalización de sus 
integrantes, la emisión de manuales de remuneraciones, la mejora de los procedimientos 



 

 

57 

extraordinarios de adquisiciones, la consolidación de herramientas para la verificación patrimonial, 
y el desarrollo de instrumentos para operar la evaluación del desempeño de los programas 
presupuestarios como de los servidores públicos. 
 
Sin embargo, paralelo a la aportación de las recomendaciones a estos ámbitos en lo individual, las 
recomendaciones observadas en conjunto, permiten reconstruir un proceso incremental de 
aprendizaje mediante el cual el Sistema Estatal Anticorrupción ha identificado problemas, 
formulado propuestas de solución, acompañado técnicamente su implementación y generado 
información complementaria al ejercicio anual de evaluación de la política anticorrupción. 
 
La evidencia disponible sugiere que este proceso produjo resultados relevantes. Entre 2019 y 
2024, el porcentaje de recomendaciones atendidas totalmente dentro del primer año de su 
notificación pasó de 23.44 a 57.85%, mostrando una tendencia sostenida de mejora en la 
capacidad institucional para responder a los planteamientos formulados por el Comité 
Coordinador. 
 
Por otra parte, lejos de limitarse a convocar a los entes públicos a desarrollar buenas prácticas, el 
Comité Coordinador promovió, a través de su Secretaría Ejecutiva, la elaboración de códigos tipo, 
lineamientos modelo, criterios técnicos, metodologías de seguimiento, herramientas tecnológicas 
y mecanismos de capacitación destinados a facilitar el cumplimiento de las acciones propuestas. 
Ello permitió complementar la retroalimentación que las instituciones públicas reciben a través de 
los reportes trimestrales de seguimiento y el acuerdo de orientación que dichas instituciones 
reciben durante el primer semestre de cada año, mediante los cuales se transmite a los mandos 
medios y superiores, información y criterios de interpretación para su cumplimiento. El 
reconocimiento recibido por la metodología de seguimiento de las recomendaciones constituye 
una manifestación de la eficacia de dichos mecanismos.17 
 
Los resultados descritos también permiten comprender mejor las tendencias que se presentan en 
los próximos apartados. Diversos avances observados en indicadores relacionados con la 
implementación de la Política Estatal Anticorrupción, tales como la promoción de la integridad, la 
implementación del modelo de control interno, la armonización contable, o la evaluación del 
desempeño, encuentran parte de su explicación en los esfuerzos institucionales impulsados 
mediante las recomendaciones del Comité Coordinador. De igual manera, varios de los desafíos 
que persisten en dichas materias corresponden a recomendaciones cuyo cumplimiento continúa 
siendo parcial o insuficiente. 
  

                                                           
17 Véase al respecto el estudio Documentación de buenas prácticas en las secretarías ejecutivas de 
los sistemas estatales anticorrupción, publicado por la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional 
Anticorrupción (SESNA), la Embajada Británica en México, así como por las organizaciones no 
gubernamentales Transparencia Mexicana y México Evalúa A.C., disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/publicaciones/docs/externos/buenas_practicas_SESA/Buenas_
practicas_SESA.pdf 
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Por ello, en el contexto de una eventual revisión de la Política Estatal Anticorrupción, la experiencia 
acumulada entre 2019 y 2025 representa una fuente estratégica de aprendizaje institucional sobre 
los problemas persistentes y las capacidades institucionales desarrolladas, que conviene tener en 
cuenta al revisar la vigencia de los objetivos de corto y mediano plazo y los problemas que les 
dieron origen; pero específicamente, para identificar las problemáticas emergentes y definir las 
estrategias para el próximo ciclo de implementación. 
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I.6 Estadísticas relevantes 
 
Introducción 
 
La corrupción representa uno de los mayores retos para el buen funcionamiento de las instituciones 
públicas y para fortalecer la confianza de la ciudadanía en sus gobiernos. Como parte de este 
desafío la Política Estatal Anticorrupción de Aguascalientes fue concebida como un instrumento 
estratégico de largo alcance orientado a articular esfuerzos, coordinar a las autoridades 
competentes y promover acciones encaminadas a prevenir, detectar y sancionar conductas 
irregulares, así como a fortalecer los mecanismos de control y fiscalización de los recursos públicos. 
A cinco años de su implementación, resulta indispensable realizar una evaluación integral que 
permita conocer los avances alcanzados, identificar las áreas que requieren fortalecimiento y 
generar evidencia para la mejora continua de las políticas públicas. 
 
El presente Informe de Cumplimiento de la Política Estatal Anticorrupción 2021-2025, en su 
apartado Estadísticas Relevantes, tiene como finalidad ofrecer un balance objetivo sobre el grado 
de implementación de las estrategias, prioridades y líneas de acción previstas en este instrumento- 
Para ello, se recopila y analiza información proporcionada por las instituciones que integran el 
Sistema Estatal Anticorrupción y por diversos entes públicos estatales y municipales, permitiendo 
valorar los resultados obtenidos a partir de indicadores, estadísticas, ejercicios de evaluación y 
mecanismos de seguimiento desarrollados durante el periodo comprendido entre 2021 y 2025. 
 
Este apartado presenta un análisis de los principales avances y áreas de oportunidad identificados 
durante los primeros cinco años de implementación de la Política Estatal Anticorrupción. El 
contenido se estructura a partir de su objetivo central de coordinación, que articula los esfuerzos 
institucionales, así como de los cinco ejes estratégicos que la integran: prevención, detección, 
sanción, control y fiscalización. A través de indicadores y resultados, se destacan los logros 
alcanzados y los desafíos que aún persisten para fortalecer la integridad pública y mejorar el 
desempeño de las instituciones. 
 
Los datos presentados, permiten dimensionar el impacto de las acciones implementadas y 
observar la evolución de diversos procesos institucionales, como la interconexión con la Plataforma 
Digital Nacional, el fortalecimiento de los mecanismos de transparencia, la emisión y cumplimiento 
de recomendaciones no vinculantes, la adopción de códigos de ética, la aplicación de auditorías, 
la imposición de sanciones y el desarrollo de sistemas de control interno, entre otros aspectos 
fundamentales para el combate a la corrupción. 
 
De manera especial, el documento dedica un espacio al análisis de los avances registrados en la 
implementación del Presupuesto basado en Resultados y del Sistema de Evaluación del 
Desempeño (PbR-SED), destacando la mejora significativa alcanzada por el estado de 
Aguascalientes en las evaluaciones nacionales y señalando, al mismo tiempo, los retos pendientes 
relacionados con la profesionalización del servicio público, las contrataciones gubernamentales, la 
consolidación de la cultura de evaluación y el aprovechamiento de la información del desempeño 
para la toma de decisiones presupuestarias. 
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Finalmente, el apartado no solo presenta una revisión retrospectiva de los resultados obtenidos 
durante los primeros ciclos de implementación de la Política Estatal Anticorrupción, sino que 
también recupera las principales lecciones aprendidas derivadas de su implementación. A partir 
de la evidencia generada, se identifican fortalezas institucionales, áreas susceptibles de mejora y 
oportunidades estratégicas que servirán como base para el proceso de rediseño y actualización de 
la política pública. En este sentido, el documento pretende ser una herramienta útil para la 
consulta, y análisis, al ofrecer información que permita fortalecer la integridad en el servicio 
público, promover una mayor rendición de cuentas y consolidar la coordinación entre las 
instituciones. Asimismo, busca aportar elementos que impulsen una gestión pública más eficiente, 
basada en resultados y comprometida con la prevención y el combate a la corrupción en beneficio 
de la sociedad de Aguascalientes. 
 
OC. Coordinar. Coordinar a las instituciones públicas en la prevención, detección y sanción de 
faltas administrativas y hechos de corrupción; así como en el control y fiscalización de los recursos 
públicos 
Logros 
 

 Entidad federativa con mayor nivel de implementación de su política anticorrupción de 
acuerdo con IIRCCC. De los informes sobre el combate a la corrupción en México, 
publicados durante los años 2020 al 2022, el Instituto de Investigación en Rendición de 
Cuentas y Combate a la Corrupción (IIRCCC), concluyó que el de Aguascalientes era el 
único Sistema Local Anticorrupción en cumplir con la totalidad de sus obligaciones legales 
de integración, planeación, coordinación y rendición de cuentas.18 Y en sus conclusiones 
para 2025, expuso que “estados como Aguascalientes y Guanajuato combinan 
presupuesto estable, participación ciudadana activa y plataformas de datos abiertos, y 
reportan los mayores niveles de implementación”.19 

 Tercer Estado mejor evaluado del país por la SESNA. El 16 de agosto de 2024, la Secretaría 
Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción (SESNA) presentó al Comité Coordinador 

                                                           
18 IIRCCC. Instituto de Investigación en Rendición de Cuentas y Combate a la Corrupción. (2025). 
Informe sobre el combate a la corrupción 2025. Seis experiencias de nuestra América. Jalisco: 
Universidad de Guadalajara. Pág. 63. Disponible en: https://combatealacorrupcion.mx/wp-
content/uploads/Informe_Corrupcion_2025_AL_VF.pdf#page=64 (consultado el 06 de abril de 
2026). Al respecto, véase también IIRCCC. (2025). Bases de datos completas del Informe sobre el 
combate a la corrupción 2025. Jalisco: Universidad de Guadalajara. Disponibles en: 
https://combatealacorrupcion.mx/informe-2025/datos-2025/ (consultadas el 06 de abril de 2026). 

19 IIRCCC. Instituto de Investigación en Rendición de Cuentas y Combate a la Corrupción. (2025). 
Informe sobre el combate a la corrupción 2025. Seis experiencias de nuestra América. Jalisco: 
Universidad de Guadalajara. Pág. 77. Disponible en: https://combatealacorrupcion.mx/wp-
content/uploads/Informe_Corrupcion_2025_AL_VF.pdf#page=78 (consultado el 06 de abril de 
2026). 

https://combatealacorrupcion.mx/wp-content/uploads/Informe_Corrupcion_2025_AL_VF.pdf#page=64
https://combatealacorrupcion.mx/wp-content/uploads/Informe_Corrupcion_2025_AL_VF.pdf#page=64
https://combatealacorrupcion.mx/informe-2025/datos-2025/
https://combatealacorrupcion.mx/wp-content/uploads/Informe_Corrupcion_2025_AL_VF.pdf#page=78
https://combatealacorrupcion.mx/wp-content/uploads/Informe_Corrupcion_2025_AL_VF.pdf#page=78
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Nacional, el Informe de avances de los indicadores nacionales 2024. Documento que 
presenta el progreso de las entidades federativas, respecto del combate a la corrupción. 
En este reporte, nuestro Estado destaca en la Calificación general como el tercero mejor 
evaluado del país, mientras que el Sistema Estatal Anticorrupción de Aguascalientes es 
considerado a su vez, como el tercero mejor coordinado, sólo por debajo de Chiapas y del 
Gobierno Federal. 
Aguascalientes destaca asimismo como el tercer lugar en el en el Índice de mecanismos 
de integridad. Ocupa el cuarto lugar en el Índice de estandarización presupuestaria y el 
primero en los sub-índices de integración de información a la Plataforma Digital Nacional, 
aprovechamiento de capacidades del sistema de impartición de justicia, entre otras 
calificaciones destacadas.20 

 La participación en los ejercicios anuales de evaluación pasa del 60 al 95%. La Política Estatal 
Anticorrupción, aprobada el 29 de enero de 2021, se evalúa mediante censos de gobierno 
anuales coordinados por la Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción 
(SESEA), a través del Sistema de Evaluación y Seguimiento (SES-PEA). Esta herramienta 
innovó la logística de los datos operada hasta 2020 para integrar los informes del Sistema 
Estatal Anticorrupción, ampliando el alcance de la evaluación. En ese año, 53 de las 86 
autoridades convocadas (61.63%) aportaron datos para el Tercer Informe del Sistema 
Estatal Anticorrupción; para 2021, ya con el SES-PEA en operación, se convocó a 266 
autoridades informantes, obteniéndose respuesta del 90.97% de éstas.21 Una tendencia 
que se consolidó en los años siguientes con niveles de cumplimiento del 94% en 2022, 97% 
en 2023,22 96.43% en 2024,23 y 98.2% en 2025.24 

                                                           
20 SESNA. Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción. (2024). Informe de avances de 
los indicadores nacionales 2024. México: SESNA. Disponible en: https://www.sesna.gob.mx/wp-
content/uploads/2023/10/INFORME-DE-AVANCES-DE-LOS-INDICADORES-NACIONALES-
2024_septiembre-1.pdf (consultado el 16 de junio de 2026). 
21 Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción. Experiencias en la Evaluación y 
Seguimiento de la Política Anticorrupción en Aguascalientes. Aguascalientes: SESEA. Páginas 30-
1. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/publicaciones/docs/PEA/Experiencias_Evaluacion_Seguimient
o_Politica.pdf#page=30 
22 Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción. Sexto informe del Comité Coordinador. 
Anexo 3: Evaluación de la Política Estatal Anticorrupción 2022-2023. Aguascalientes: SESEA. Página 
3. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/anexos_6_informe/Anex
o-3_Evaluacion_PEA_2024.pdf 
23 Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción. Séptimo informe anual del Comité 
Coordinador. Anexo 3: Evaluación de la Política Estatal Anticorrupción 2024-2025. Aguascalientes: 
SESEA. Página 3. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/anexos_7_informe/Anex
o_3_Evaluacion_PEA_03-dic-2024_QR.pdf 
24 Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción. Octavo informe anual del Comité 
Coordinador. Anexo 3: Evaluación de la Política Estatal Anticorrupción 2023-2024. Aguascalientes: 
SESEA. Página 2. Disponible en:  

https://www.sesna.gob.mx/wp-content/uploads/2023/10/INFORME-DE-AVANCES-DE-LOS-INDICADORES-NACIONALES-2024_septiembre-1.pdf
https://www.sesna.gob.mx/wp-content/uploads/2023/10/INFORME-DE-AVANCES-DE-LOS-INDICADORES-NACIONALES-2024_septiembre-1.pdf
https://www.sesna.gob.mx/wp-content/uploads/2023/10/INFORME-DE-AVANCES-DE-LOS-INDICADORES-NACIONALES-2024_septiembre-1.pdf
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 Segunda entidad federativa mejor interconectada con la Plataforma Digital Nacional. La 
Plataforma Digital Estatal de Aguascalientes, registra una cobertura promedio del 70.29% 
de los sujetos obligados conectados a los Sistemas 1, 2 y 6 de la Plataforma Digital 
Nacional, ubicando a nuestra entidad federativa como la segunda mejor interconectada del 
país, ubicada sólo por debajo de Baja California Sur (77.27%).25 

 Primera entidad en lograr la interconexión total de nuestro sistema de declaraciones 
patrimoniales. El 100% de los entes públicos estatales y municipales de Aguascalientes, se 
encuentra interconectado al Sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses 
y constancia de presentación de declaración fiscal (Sistema 1) de la Plataforma Digital 
Nacional.26 

 Cuarta mejor interconectada con el sistema de funcionarios intervinientes en contrataciones. 
El 96.74% de los entes públicos estatales y municipales de Aguascalientes, se encuentra 
interconectado al Sistema de los servidores públicos que intervengan en procedimientos 
de contrataciones públicas (Sistema 2), registrando 3 autoridades pendientes. Esto ubica 
nuestra entidad como la cuarta mejor posicionada del país después de Baja California Sur 
(100%), Puebla (99.03%) y Chiapas (98.71%).27 

 
Oportunidades 
 

 Novena mejor interconectada con el sistema de servidores y particulares sancionados. Tres 
de cada 4 sujetos obligados de nivel estatal y municipal en Aguascalientes, se encuentra 
interconectado al Sistema nacional de servidores públicos y particulares sancionados 
(Sistema 3). Esto ubica nuestra entidad como la novena mejor posicionada después de Baja 
California Sur, Guanajuato, Michoacán, Tabasco y Tlaxcala (100%), Durango (98.39%), 
Quintana Roo (92%), Jalisco (85.97%). Sin embargo, restan 17 autoridades por 
interconectar.28 

 Tercera mejor interconectada con el sistema de contrataciones. El 14.13 por ciento de los 
entes públicos estatales y municipales del Estado y sus municipios, se encuentran 
interconectados al Sistema de información pública de contrataciones (Sistema 6), 
registrando 13 autoridades conectadas. Esto ubica a nuestra entidad federativa como la 

                                                           
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/anexos_8_informe/04-
Anexo_3_Evaluacion_PEA_17.pdf 
25 Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción. Estadísticas de interconexión con la 
Plataforma Digital Nacional. Disponible en: https://cobertura.plataformadigitalnacional.org/ 
(consultado el 03 de abril de 2026). 
26 Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción. Estadísticas de interconexión con la 
Plataforma Digital Nacional. Disponible en: https://cobertura.plataformadigitalnacional.org/ 
(consultado el 03 de abril de 2026). 
27 Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción. Estadísticas de interconexión con la 
Plataforma Digital Nacional. Disponible en: https://cobertura.plataformadigitalnacional.org/ 
(consultado el 03 de abril de 2026). 
28 Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción. Estadísticas de interconexión con la 
Plataforma Digital Nacional. Disponible en: https://cobertura.plataformadigitalnacional.org/ 
(consultado el 03 de abril de 2026). 
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tercera mejor posicionada del país después de Baja California Sur (31.82%) y Michoacán 
(26.04%). Sin embargo, restan 79 autoridades por interconectar.29 

 Una de cada tres recomendaciones del Comité Coordinador recibe cumplimiento total. 
Entre los años 2020 y 2025, la atención a las recomendaciones del Comité Coordinador ha 
promediado un 35.61% de cumplimiento. El porcentaje de recomendaciones recibidas por 
los entes públicos con avance total de cumplimiento pasó del 23.44% en 2020,30 a 30.32% 
en 2021, a 29.96% en 2022,31 28.36% en 2023, 49.11% en 2024,32 y 52.48% en 2025.33 

 Entre 2019 y 2024, el porcentaje de recomendaciones del Comité Coordinador que fueron 
(totalmente) atendidas a un año de haberse notificado, incrementó del 23.44 a 57.85%. Los 
entes públicos han recibido un total de 1,457 recomendaciones derivadas del segundo al 
séptimo informe del Comité Coordinador. Quinientos seis de éstas (34.72%) han recibido 
total cumplimiento, mientras que otras 175 (12.01%) han sido cumplidas parcialmente. Sin 
embargo, se ha incrementado progresivamente el porcentaje de recomendaciones 
atendidas. 
Este resultado resulta particularmente a la luz de los porcentajes de cumplimiento 
reportados con relación a otras figuras o esquemas de evaluación ya consolidados como 
la evaluación del desempeño. Entre octubre de 2021 y septiembre de 2025, las 
dependencias y entidades estatales acataron a 1,049 de las 5,056 recomendaciones al 
desempeño emitidas por la Secretaría de Planeación, Participación y Desarrollo (SEPLADE), 

                                                           
29 Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción. (2026). Estadísticas de interconexión 
con la Plataforma Digital Nacional. Disponible en: https://cobertura.plataformadigitalnacional.org/ 
(consultado el 03 de abril de 2026). 
30 Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción. Tercer informe del Comité Coordinador 
del Sistema Estatal Anticorrupción. Anexo 04: Informe de seguimiento de los resultados 
sistematizados de la atención dada por las autoridades a las recomendaciones no vinculantes 
derivadas del Segundo Informe anual del Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción. 
Aguascalientes: SESEA. Página 851. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/INFORME_CC_2020.pd
f 
31 Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción. Evaluación de la Política Estatal 
Anticorrupción de Aguascalientes 2022. Aguascalientes: SESEA. Página 116. Disponible en:   
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/index/Evaluacion_PEA.pdf#page=13 

32 Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción. Séptimo informe anual del Comité 
Coordinador. Anexo 3: Evaluación de la Política Estatal Anticorrupción 2024-2025. Aguascalientes: 
SESEA. Página 2. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/anexos_7_informe/Anex
o_3_Evaluacion_PEA_03-dic-2024_QR.pdf 
33 Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción. Octavo informe anual del Comité 
Coordinador. Anexo 3: Evaluación de la Política Estatal Anticorrupción 2023-2024. Aguascalientes: 
SESEA. Página 2. Disponible en:  
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/anexos_8_informe/04-
Anexo_3_Evaluacion_PEA_17.pdf 

https://www.seaaguascalientes.org/documentos/index/Evaluacion_PEA.pdf#page=13
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otrora Instituto de Planeación del Estado (20.74%).34 Haciendo un paralelismo, los entes 
públicos estatales y municipales, por su parte, atendieron a 157 de las 428 
recomendaciones al desempeño emitidas por el Órgano Superior de Fiscalización del 
Estado (36.68%), con motivo de la revisión de la cuenta pública de los años 2019 al 2024.35 

 
E1. Prevenir. Prevenir los actos de corrupción 
Logros 
 

 Entre 2019 y 2025, el porcentaje de órganos internos de control que han publicado códigos 
de ética alineados a los estándares del Sistema Nacional Anticorrupción, pasó de cero a 
100%. El 12 de octubre de 2018, el Comité Coordinador del Sistema Nacional 
Anticorrupción emitió los Lineamientos para la emisión del Código de Ética a que se refiere 
el artículo 16 de la Ley general de responsabilidades administrativas. La SESEA analizó 40 
códigos de ética publicados hasta antes del 29 de enero de 2019, diagnosticando que 
ninguno atendía los mencionados lineamientos.36 Sin embargo, la más reciente edición del 
Censo del gobierno coordinado por la SESEA, indica que en septiembre de 2025, los 64 
entes activos que contaban con un órgano interno de control, contaban asimismo con un 
código de ética alineado a los estándares del Comité Coordinador Nacional.37 

 
Oportunidades 
 

 Entre los cortes de 2021 y de 2025, se capacitó anualmente a uno de cada cinco servidores 
públicos en los principios, valores y reglas de integridad que se promueven a través de los 
códigos de ética institucionales. Cada año se capacitó a un promedio de 11,610 empleados 
públicos. Cifra lejana al objetivo establecido en la mayoría de los códigos de ética 
institucionales, de capacitar al total de los funcionarios de cada ente público de manera 
anual. El corte en que se estuvo más cerca de lograr este propósito fue el de 2023 (el 
período comprendido entre octubre de 2022 y septiembre de 2023), cuando se capacitó 
a 21,356 trabajadores (un 39.37% del total registrado).38 

 Seis de cada 100 trámites puede realizarse en línea. Al 30 de septiembre de 2025, el 6.05% 
de los trámites y servicios de todos los poderes, municipios y órganos autónomos, inscritos 
en el Registro Estatal de Trámites y Servicios, son susceptibles de realizarse en línea 
(impliquen o no impliquen pago),39 lo que implica un riesgo más elevado de corrupción de 
ventanilla para el 94% de los trámites restantes. 

                                                           
34 Véase el Indicador 097 de los censos de gobierno 2022 al 2025, coordinados por la SESEA. 
35 Véase el Indicador 098 de los censos de gobierno 2020 al 2025, coordinados por la SESEA. 
36 SESEA. Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción. (2019). Segundo informe anual. 
Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción de Aguascalientes. Aguascalientes: 
SESEA. Pág. 52-3. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/INFORME_CC_2019.pd
f#page=53 (consultado el 09 de abril de 2026). 
37 Véase el Indicador 014 del Censo de gobierno 2025, coordinado por la SESEA. 
38 Véase el Indicador 015 de los censos de gobierno 2021 al 2025, coordinados por la SESEA. 
39 Véase el Indicador 013 del Censo de gobierno 2025, coordinado por la SESEA. 
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E2. Detectar. Detectar las desviaciones a la norma u objetivos institucionales 
Logros 
 

 Excluyendo sindicatos y partidos políticos, entre los años 2021 y 2023, los sujetos obligados 
estatales y municipales lograron una calificación promedio de 88.84% en el cumplimiento de 
obligaciones comunes de transparencia. En estos tres años, el grupo mejor calificado fueron 
los organismos descentralizados, con una calificación promedio de 98%, y una desviación 
estándar de 3.78 puntos porcentuales. Le sigue la administración centralizada estatal que 
promedió un cumplimiento de 95.84% y una desviación de 8.4 puntos. La administración 
centralizada municipal promedió 90.5% de cumplimiento, con una desviación estándar de 
9.66 puntos. Sin embargo, la administración estatal y municipal descentralizada presenta 
las principales áreas de oportunidad, pues si bien promediaron 86.26 y 81.66% 
respectivamente, también es cierto que esas calificaciones tuvieron una desviación 
estándar de 16.89 y 22.4 puntos porcentuales, reflejando rezago en instituciones 
específicas.40 

 Entre octubre de 2019 y septiembre de 2024, se emitieron 6,550 observaciones y/o 
recomendaciones con relación al cumplimiento de las obligaciones de transparencia. Todas 
fueron emitidas por el otrora órgano garante en materia de transparencia, el Instituto de 
Transparencia del Estado de Aguascalientes (ITEA); 95 de cada 100, durante el corte de 
2024. Cabe añadir que las autoridades garantes en la materia, que operan desde el 17 de 
junio de 2025, no reportaron recomendación u observación alguna emitida durante el corte 
de 2025.41 

 
Oportunidades 
 

 Entre 2021 y 2023, Aguascalientes pasó del segundo al décimo segundo lugar en el Índice 
de gobierno abierto; del segundo al séptimo lugar en el Índice de transparencia; y del quinto 
al décimo noveno lugar en el Índice de participación, en la Métrica de gobierno abierto. Las 
ediciones 2017 y 2019 de la Métrica de gobierno abierto, elaborada por el CIDE y el INAI, 
ubicaron a Aguascalientes como la quinta42 y la tercera43 entidad federativa mejor evaluada 

                                                           
40 Véanse los indicadores 041 al 046 de los censos de gobierno 2022 a 2024. Cabe añadir que el 
Instituto de Transparencia realizó la evaluación diagnóstica de la información actualizada al 30 de 
junio de 2023, y de la información vigente en el Sistema de Portales de Obligaciones de 
Transparencia, de los 105 sujetos obligados del Estado de Aguascalientes, mediante el Sistema 
Integral de Evaluaciones (SIEVAL). 
41 Véase el Indicador 057 de los censos de gobierno 2020 a 2025. 
42 CIDE e INAI. Centro de Investigación y Docencia Económicas, A. C. e Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. (2017). Métrica de 
gobierno abierto 2017. Reporte de resultados 2017. Anexo 5: Índice de gobierno abierto en los 
estados. México: CIDE e INAI. Páginas 92-3. 
43 CIDE e INAI. Centro de Investigación y Docencia Económicas, A. C. e Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. (2019). Métrica de 
gobierno abierto 2019. Reporte de resultados. México: CIDE e INAI. Pág. 68, Disponible en: 
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en el Índice de gobierno abierto, con una calificación de 0.43 y de 0.574 respectivamente. 
Destaca que en 2017. 
Durante el primer año de la Política Estatal Anticorrupción, Aguascalientes mantuvo su 
calificación de 0.57, y se ubicó como la segunda entidad federativa mejor calificada en este 
Índice, destacándose también como la segunda mejor calificada en el Índice de 
transparencia (con una calificación de 0.71) y como la quinta mejor posicionada en el Índice 
de participación.44 
Sin embargo, la edición 2023 de este estudio, elaborado en esa ocasión por el Colegio de 
México en colaboración con el INAI, redujo nuestra calificación asignada a 0.475, y nos 
ubicó en el décimo segundo entre las entidades federativas. Nos coloca como la sexta 
entidad mejor calificada en el Índice de transparencia con una calificación de 0.641. 
Asimismo, nos ubica en la posición 19 a nivel nacional en el Índice de participación (con 
una calificación de 0.309).45 

 Entre los cortes de 2021 y de 2024, el porcentaje de recursos de revisión favorables que 
confirmaron la respuesta del sujeto obligado pasó de 30.9 a 11.4%. Entre los cortes de 2021 
al de 2024, el 82.95 de los recursos de revisión promovidos se decidieron a favor de los 
solicitantes, y sólo el 17.05% a favor de los sujetos obligados, quienes tuvieron porcentajes 
progresivamente más bajos de confirmación de respuesta: 30.9% (corte de 2021), 19.22% 
(2022), 12.7% (2023), y 11.4% (2024).46 
 

 
E3. Sancionar. Procesar las acusaciones por incumplir la norma, y sancionar a los culpables 
Logros 
 

 Entre octubre de 2020 y septiembre de 2025, se impusieron 1,011 sanciones por faltas 
administrativas y delitos de corrupción. En materia administrativa disciplinaria, los órganos 
internos de control estatales y municipales impusieron 984 sanciones firmes por faltas no 

                                                           
https://lnppmicrositio.shinyapps.io/metricadetransparencia2019/ (consultado el 10 de abril de 
2026). 
44 Según CIDE e INAI. Centro de Investigación y Docencia Económicas, A. C. e Instituto Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. (2021). Métrica de 
gobierno abierto 2021. Reporte de resultados. México: CIDE e INAI. Pág. 18, así como las 
estadísticas del sitio: https://lnppmicrositio.shinyapps.io/metricadetransparencia2019/ (consultado 
el 10 de abril de 2026). 
45 COLMEX e INAI. Colegio de México e Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales. (2023). Métrica de gobierno abierto 2023. Reporte 
de resultados. México: COLMEX e INAI. Pág. 17, así como las estadísticas del sitio: 
https://colmex.shinyapps.io/metrica_gobierno_abierto_2023/ (consultado el 10 de abril de 2026). 
46 Véase el indicador 038 de los censos de gobierno 2021 a 2024. Cabe aclarar que para el corte 
2025, la Contraloría del Estado como las autoridades garantes en materia de transparencia 
reportaron haber resuelto ocho recursos de revisión, de los cuales, dos favorecieron al sujeto 
obligado. 

https://lnppmicrositio.shinyapps.io/metricadetransparencia2019/
https://lnppmicrositio.shinyapps.io/metricadetransparencia2019/
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graves: 211 derivadas de auditorías externas, 144 de auditorías internas, y 629 resultado 
de denuncias de particulares u otras autoridades.47 
En este período, la extinta Sala Administrativa del Poder Judicial sancionó 4 faltas graves 
durante el corte de 2021, y una durante el corte de 2022 (todas por abuso de funciones).48 
En tanto que el Tribunal de Justicia Administrativa reportó una sanción firme impuesta 
durante el corte de 2024 por la comisión de faltas administrativas, resultado de una 
denuncia de particulares o autoridades (Id 380, Variable 212.D).49 Cabe precisar que no se 
han emitido condenas por la comisión de faltas de particulares.50 
En materia penal, se dictaron 8 condenas. Tres durante el corte de 2022 (una por 
encubrimiento y dos por ejercicio indebido del servicio público), dos durante el corte de 
2024 (por ejercicio indebido), y tres en el corte de 2025 (una por encubrimiento y dos por 
ejercicio indebido).51 
Entre octubre de 202052 y septiembre de 2025, el régimen especial de responsabilidades 
administrativas de los servidores públicos del Poder Judicial produjo 13 sanciones. Entre 
octubre de 2022 y agosto de 2025,53 la unidad resolutora de la Contraloría Interna impuso 

                                                           
47 Véase el Indicador 212 de los censos de gobierno 2021 al 2025, coordinados por la SESEA. 
48 Véase el Indicador 215 de los censos de gobierno 2021 al 2025, coordinados por la SESEA. 
49 Aclarando que, al responder al corte de 2024 del Censo de gobierno, el Tribunal de Justicia 
Administrativa reportó cero sentencias definitivas condenatorias por faltas administrativas graves 
(Id 342, Variable 215.D). 
50 Véase el Indicador 215 de los censos de gobierno 2021 al 2025, coordinados por la SESEA. 
51 Toda vez que el Código Penal para el Estado no contempla un apartado específico relativo a 
hechos de corrupción, se considera para el cálculo del Indicador 075 de los censos de gobierno 
2021 al 2025, coordinados por la SESEA, las sentencias condenatorias reportadas por el Poder 
Judicial relativas a los siguientes tipos penales: enriquecimiento ilícito, encubrimiento, tráfico de 
influencias, peculado, cohecho, concusión, coalición de servidores públicos, abuso de autoridad, y 
ejercicio indebido del servicio público. La comisión de los ilícitos referidos pudo ser investigado 
por cualquier ministerio público. Si bien el Indicador 073 de los referidos Censos de gobierno, 
permite conocer las sentencias emitidas durante el período que abarca de octubre de 2019 a 
septiembre de 2025, resultado de las investigaciones de la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción; dicha Fiscalía reportó durante este período, que se emitieron seis sentencias relativas 
a hechos de corrupción. 
52 La reforma a la Ley orgánica del Poder Judicial (hoy abrogada) del 29 de junio de 2021 reguló 
por primera vez el régimen especial de los servidores públicos del Poder Judicial con arreglo a lo 
dispuesto en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, por lo que las primeras 
estadísticas fueron registradas en el Censo de gobierno de 2021, que abarca el período del 1 de 
octubre de 2020 al 30 de septiembre de 2021. 
53 La implementación de la reforma del Poder Judicial y el proceso de entrega-recepción derivado 
de la extinción del Consejo de la Judicatura el 1 de septiembre de 2025, así como a la instalación, 
en esa misma fecha, del Tribunal de Disciplina Judicial y del Órgano de Administración Judicial 
del Poder Judicial de Aguascalientes, modificaron la distribución de competencias en materia de 
procedimientos de responsabilidades administrativas y, por lo tanto, el funcionamiento de la 
Contraloría Interna del Poder Judicial y el régimen especial de los servidores públicos del Poder 
Judicial. Con el propósito de conservar la comparabilidad con los datos del corte 2024, las 
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8 sanciones firmes contra servidores no adscritos al Supremo Tribunal de Justicia por faltas 
no graves: Tres en el corte de 2024, y 5 en el de 2025.54 
Paralelamente, el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia reportó la imposición de 4 
sanciones firmes durante el corte de 2024,55 y una entre octubre de 2024 y agosto de 
2025.56 Véase el Id. 2008 y la Variable 212.D. 

 Cabe añadir que, el Poder Judicial impuso además, otras cinco sanciones derivadas de 
quejas durante los cortes de 2021 y de 2022, de conformidad con otras disposiciones de 
su Ley orgánica.57 En el mismo periodo, se emitieron 10 sentencias condenatorias por 
quejas: Cuatro en el corte de 2021 (una multa, dos extrañamientos y una suspensión), y 6 
en el corte de 2022 (3 extrañamientos, 2 multas y una suspensión).58 

 
Oportunidades 
 

 Entre octubre de 2020 y septiembre de 2025, la autoridad investigadora del Órgano 
Superior de Fiscalización (OSFAGS) inició 801 investigaciones, pero no se inició 
procedimiento alguno por la probable comisión de responsabilidades administrativas. Cabe 
mencionar que en septiembre de 2025 se reportó al Comité Coordinador la designación 
del titular de la Unidad Substanciadora adscrita a la Coordinación de Responsabilidades 
Administrativas del OSFAGS. 

 
E4. Controlar. Controlar los recursos públicos 
Logros 
 

 Aguascalientes pasa de la sexta a la segunda posición entre las entidades federativas que 
mejor aplican la normativa en materia de armonización contable, de acuerdo con el Sistema 
de Evaluaciones de la Armonización Contable (SEvAC). En el cuarto período de 2019, el 
SEvAC otorgó a nuestra entidad, una calificación de 66.67%,59 lo que lo ubicó en la sexta 

                                                           
respuestas fueron incorporadas al Sistema de Evaluación y Seguimiento de la Política Estatal 
Anticorrupción (SES-PEA), dejando asentado en las observaciones que el periodo informado 
abarca del 1 de octubre de 2024 al 31 de agosto de 2025 
54 Véase la Variable 230.x de los censos de gobierno 2024 y 2025, coordinados por la SESEA. 
Ninguna sanción se reportó durante el corte de 2023 (Véase el cuadro 229 del Censo de gobierno 
2023, coordinado por la SESEA). 
55 Se trata de la Causa administrativa 0018/2019 (resuelta el 19 de julio de 2024, sanción: multa); 
la Causa administrativa 0014/2020 (resuelta el 5 de abril de 2024, sanción: suspensión por cuatro 
días hábiles); la Queja administrativa 0050/2020 (resuelta el 17 de mayo de 2024, sanción: multa 
por 7 veces el valor de la unidad de medida y actualización); y la Queja Administrativa 0021/2021 
(resuelta el 4 de junio de 2024, sanción: suspensión por cuatro días hábiles). 
56 Se trata de la Queja Administrativa 17/2021 (resuelta el 7 de agosto de 2024). 
57 Véase la Variable 219.f de los censos de gobierno 2021 y 2022, coordinados por la SESEA. 
58 Véase la Variable 219.o de los censos de gobierno 2021 y 2022, coordinados por la SESEA. 
59 Consejo Nacional de Armonización Contable. (2025). Evaluación de la armonización contable. 
Resultados Nacionales. Cuarto período de 2019. México: CONAC. Pág. 10. Disponible en: 
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posición a nivel nacional. La más reciente evaluación publicada, correspondiente al tercer 
trimestre de 2025, ubica al Estado de Aguascalientes en el segundo lugar nacional 
atribuyéndole un 99.65% de cumplimiento.60 

 Aguascalientes pasa de la posición 32 a la 16 en la implementación del PbR-SED. Entre los 
años 2020 y 2025, la calificación de Aguascalientes en materia de implantación del 
Presupuesto Basado en Resultados y el Sistema de Evaluación del Desempeño pasó de 
39.861 a 86.1%62 en el informe anual publicado por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público (SHCP), lo que significó para nuestra entidad, pasar de la posición 32 a la 16. 
Aguascalientes consolidó sus principales avances en los rubros de “Programación”, 
“Evaluación”, “Rendición de cuentas”, y “Consolidación”, donde su calificación 
incrementó 70, 55, 55, y 52.5 puntos porcentuales, respectivamente. 

                                                           
https://www.conac.gob.mx/work/models/CONAC/SEvAC/4_2019/00_Rep_4_2019.pdf 
(consultado el 30 de abril de 2026). 
60 El reporte con los resultados generales le atribuyen 100% de cumplimiento al igual que el 
Estado de Querétaro, lo que le empataría en primer lugar. Consejo Nacional de Armonización 
Contable. (2025). Evaluación de la armonización contable. Resultados Nacionales. Tercer período 
de 2025. México: CONAC. Pág. 10. Disponible en: 
https://www.conac.gob.mx/work/models/CONAC/SEvAC/3_2025/00_Rep_3_2025.pdf 
(consultado el 30 de abril de 2026). Sin embargo, el reporte individual de Aguascalientes 
correspondiente al mismo trimestre indica que la calificación general promedio que le 
corresponde es de 99.65%, lo que lo ubica en segundo lugar nacional por debajo de Querétaro, 
cuyo informe individual sí registró el 100% de cumplimiento. Véase al respecto: Consejo Nacional 
de Armonización Contable. (2025). Evaluación de la armonización contable. Aguascalientes. 
Tercer período de 2025. México: CONAC. Pág. 9. Disponible en: 
https://www.conac.gob.mx/work/models/CONAC/SEvAC/3_2025/01_Rep_3_2025.pdf 
(consultado el 30 de abril de 2026). 
61 Véase el Capítulo VI. Resultados del Diagnóstico PbR-SED en entidades federativas, en SHCP. 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. (2020). Informe del avance alcanzado por las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México en la 
implantación y operación del presupuesto basado en resultados y del sistema de evaluación del 
desempeño. México: SHCP, así como SHCP. (2020). Informe del Avance alcanzado por las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México en la 
implantación y operación del presupuesto basado en resultados y del sistema de evaluación del 
desempeño. Anexo 2. Entidades Federativas: Fichas Ejecutivas. México: SHCP. Pág. 4. Ambos 
disponibles en: https://www.cuentapublica.hacienda.gob.mx/Entidades-Federativas (consultado el 
06 de abril de 2026). 
62 Véase el Capítulo III. Resultado del Diagnóstico PbR-SED en entidades federativas, en SHCP. 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. (2025). Informe del avance alcanzado por las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México en la 
implantación y operación del presupuesto basado en resultados y del sistema de evaluación del 
desempeño. México: SHCP. Pág. 11, Tabla 4. Disponible en: 
https://www.cuentapublica.hacienda.gob.mx/Entidades-Federativas (consultado el 06 de abril de 
2026). 
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 Entre 2020 y 2024, la media en la aplicación del marco integrado de control interno en 
Aguascalientes pasó de 62.663 a 72.1%.64 De acuerdo con las evaluaciones del diseño del 
sistema de control interno practicadas por el Órgano Superior de Fiscalización del Estado, 
realizadas en el marco de la revisión de la cuenta pública, el desempeño de los entes 
públicos estatales y municipales incrementó un promedio de casi 10 puntos porcentuales, 
reflejando el principal avance en el componente de “Supervisión” (4.52 puntos), asociado 
a la práctica de auditorías internas. 

 
Oportunidades 
 

 Contrataciones, profesionalización, normas de auditoría, y reglas para operar los programas 
presupuestarios, son los principales retos para implementar el PbR-SED. De acuerdo con la 
SHCP (2025) las principales áreas de oportunidad se encuentran en los rubros de “Ejercicio 
y control” (relacionado con el registro de etapas contables en ingresos y gastos, la 
regulación de la operatividad de los programas presupuestarios, la proporción de 
contrataciones realizadas por medios diversos a la licitación, y la existencia de un sistema 
informático de libre acceso para conocer las necesidades en materia de adquisiciones, dar 
seguimiento a los procesos, informar sobre potenciales proveedores, y registrar los precios 
contratados), “Rendición de cuentas” (contenido de la cuenta pública, número de 
programas presupuestarios auditados por la entidad de fiscalización estatal, marco 
normativo para la realización de auditorías, y normas en materia de control interno), y 
“Consolidación” (Servicio civil de carrera o equivalente, colaboración entre niveles de 
gobierno para mejorar la implementación del PbR-SED, uso de la información del 
desempeño para planear, presupuestar, modificar decisiones presupuestarias, modificar 
metas o indicadores, revisar procedimientos, adicionar o eliminar programas o 
modificarlos).65 

 

                                                           
63 Órgano Superior de Fiscalización. (2021). Informes del resultado de la revisión de la cuenta 
pública 2020 (Fracción XXIX, cuarto trimestre). Disponible en: 
https://docs.google.com/spreadsheets/d/1FMGVqlM3lH8d6NilEu5t6nWxs3m4jLj5fXs3F2f5f2U/ed
it?gid=1815049800#gid=1815049800 (consultado el 08 de abril de 2026). 
64 Órgano Superior de Fiscalización. (2025). Informes del resultado de la revisión de la cuenta 
pública 2024 (Fracción XXIX, cuarto trimestre). Disponible en: 
https://docs.google.com/spreadsheets/d/1OkdQcWNQPBdgFwSXciNgs_SxPraRIfDL77gh09-
6yHU/edit?gid=316785494#gid=316785494 (consultado el 08 de abril de 2026). 
65 Véase el Capítulo III. Resultado del Diagnóstico PbR-SED en entidades federativas, en SHCP. 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. (2025). Informe del avance alcanzado por las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México en la 
implantación y operación del presupuesto basado en resultados y del sistema de evaluación del 
desempeño. México: SHCP. Pág. 11, Tabla 4. Disponible en: 
https://www.cuentapublica.hacienda.gob.mx/Entidades-Federativas (consultado el 06 de abril de 
2026). 
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 Todos los entes se han superado en la aplicación del marco integrado de control interno, 
pero con un desempeño desigual: Las calificaciones globales tienen una desviación estándar 
aproximada de 27 puntos. En 2024, la administración municipal centralizada y la 
descentralizada promediaron 64.74 y 58.32 puntos porcentuales; mientras que las 
dependencias y entidades estatales, obtuvieron calificaciones promedio del 93.85 y 
86.33%, respectivamente. La aplicación generalizada de los modelos de control interno a 
nivel municipal, se ve afectada en mayor medida en los componentes de “Supervisión” (la 
administración centralizada y descentralizada promedian 11.6% de calificación, con una 
desviación de 6.7 puntos) y “Evaluación de riesgos” (con una media de 11.4% de 
calificación, y una desviación de 5.9 puntos). 

 
E5. Fiscalizar. Fiscalizar los recursos públicos 
 
Logros 
 

 Entre los ejercicios fiscales 2021 al 2024, el Órgano Superior de Fiscalización del Estado 
llevó a cabo 159 auditorías, dando lugar a 2,291 acciones iniciadas. De acuerdo con los 
informes del Sistema Nacional de Fiscalización de los años 2022 al 2025, las revisiones 
practicadas a los ejercicios fiscales 2021 al 2024, dieron lugar a la emisión de 428 
recomendaciones. Nuestro ente de fiscalización superior también promovió otras 1,863 
acciones, incluyendo 550 pliegos de observaciones, 1,312 promociones de responsabilidad 
administrativa sancionatoria, y el ejercicio de la facultad de comprobación fiscal (en una 
ocasión). 

 Las autoridades fiscalizadoras promovieron con éxito la imposición de 355 sanciones firmes 
por la comisión de faltas administrativas no graves. Entre octubre de 2020 y septiembre de 
2025, las autoridades resolutoras de los entes públicos de todos los poderes, municipios y 
órganos autónomos, sancionaron 34 de cada 100 procedimientos de responsabilidad 
administrativa, que derivaron de auditorías internas o externas. Durante los cortes de 2021 
al de 2025, estas autoridades impusieron 355 sanciones firmes (todas por la comisión de 
faltas no graves) de un total de 1,050 procedimientos.66 
Cabe precisar que durante los cortes de 2021 al de 2025, no se ha reportado la imposición 
de sanción alguna por la comisión de faltas administrativas graves o de particulares, que 
tuviera como origen una auditoría interna practicada por los órganos de control 
correspondientes,67 por el Órgano Superior de Fiscalización del Estado, o por algún 
despacho externo.68 

                                                           
66 Véase al respecto los indicadores 068 y 069, así como las respuestas de la Sala Administrativa y 
el Tribunal de Justicia Administrativa a los reactivos con los Id 376 y 374 de los Censos de 
gobierno coordinados por la SESEA. 
67 Véase al respecto el Indicador 069 así como las respuestas de la Sala Administrativa y el 
Tribunal de Justicia Administrativa al reactivo con el Id 376. 
68 Véase al respecto de las auditorías externas, el Indicador 068 así como las respuestas de la Sala 
Administrativa y el Tribunal de Justicia Administrativa al reactivo con el Id 374. Cabe añadir que el 
28 de agosto de 2025 se designó a la Unidad Substanciadora del Órgano Superior de 
Fiscalización. Sistema Estatal Anticorrupción. (2025). Octavo informe anual del Comité 
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Conclusiones 
El seguimiento realizado a la implementación de la Política Estatal Anticorrupción de 
Aguascalientes durante el periodo 2021-2025 permite identificar una experiencia institucional de 
gran relevancia para fortalecer la gobernanza pública y consolidar una cultura de integridad. A lo 
largo de estos cinco años, el principal aprendizaje ha sido que el combate a la corrupción requiere 
un esfuerzo permanente de coordinación entre autoridades, mecanismos de evaluación sólidos y 
una visión estratégica orientada a la mejora continua. Los resultados obtenidos muestran que, 
cuando existen objetivos claros, herramientas de seguimiento y participación activa de las 
instituciones involucradas, es posible generar avances significativos; sin embargo, también 
evidencian que aún persisten retos estructurales que deben atenderse para consolidar los logros 
alcanzados. 
 
En materia de coordinación, Aguascalientes logró posicionarse como una de las entidades con 
mayor grado de implementación de su política anticorrupción, fortaleciendo la integración 
institucional, la evaluación sistemática y la interoperabilidad mediante la Plataforma Digital Estatal 
y la Plataforma Digital Nacional. El incremento sostenido en la participación de las autoridades en 
los procesos de evaluación refleja una apropiación progresiva de la política pública. No obstante, 
la experiencia también demuestra que es necesario profundizar la interconexión de algunos 
sistemas nacionales y mejorar los niveles de cumplimiento efectivo de las recomendaciones 
emitidas por el Comité Coordinador, de manera que la coordinación no solo se traduzca en 
intercambio de información, sino también en acciones concretas de mejora institucional. 
 
Respecto del eje de prevención, uno de los mayores logros fue la consolidación de códigos de 
ética alineados con los estándares nacionales en la totalidad de los órganos internos de control, 
fortaleciendo el marco normativo para promover la integridad en el servicio público. Sin embargo, 
los resultados evidencian que la capacitación aún no alcanza a la totalidad del personal y que la 
digitalización de trámites continúa siendo limitada, situación que representa una oportunidad 
importante para reducir espacios de discrecionalidad y riesgos de corrupción mediante la 
simplificación administrativa y el uso de tecnologías de la información. 
 
En el eje de detección, la entidad mantuvo niveles elevados de cumplimiento en materia de 
transparencia y se fortaleció a los sujetos obligados mediante la emisión de 6,550 observaciones y 
recomendaciones por parte del ahora extinto Instituto de Transparencia del Estado. Sin embargo, 
es posible que el principal reto que enfrente este conjunto de objetivos, lo constituya su 
seguimiento, considerando las reformas que dieron lugar a la sustitución de autoridades, al tiempo 
que análisis independientes como la Métrica de gobierno abierto señalaba que Aguascalientes, 
que llegó a ser la segunda entidad federativa mejor evaluada en 2021, había retrocedido en la 
calificación de sus sub-índices, relacionados con la participación y la transparencia. 
                                                           
Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción de Aguascalientes. Anexo 1: Informe de 
seguimiento de las Recomendaciones. Aguascalientes: Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal 
Anticorrupción (SESEA). Págs. 61. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/anexos_8_informe/02-
Anexo_1_Seguimiento_RNV.pdf (consultado el 08 de mayo de 2026). 
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El eje relacionado con la sanción, por su parte, da cuenta de la imposición de 1,011 sanciones por 
faltas administrativas y delitos por hechos de corrupción, derivadas principalmente de la denuncia 
de particulares y autoridades, de faltas administrativas no graves. Por otro lado, a pesar de que 
así lo permiten las reformas que dieron origen a nuestro sistema de responsabilidades 
administrativas, no se ha registrado sanción alguna contra algún particular por responsabilidades 
administrativas. 
 
En el mismo sentido, si bien se dictaron sentencias condenando delitos por hechos de corrupción, 
cabe precisar que en ningún caso dichas sentencias implicaron sanciones contra persona moral 
alguna, a pesar de que el Código penal para el Estado prevé la responsabilidad penal de las 
personas morales desde el año 2023. 
 
Paralelamente, las cifras también dejan claro que un área de oportunidad la constituye el 
fortalecimiento de la actuación de las autoridades investigadora y substanciadora, encargadas de 
dar seguimiento a las promociones de responsabilidad en el marco de la revisión de la cuenta 
pública. 
 
En lo que respecta al eje de control y fiscalización, los avances son particularmente relevantes. La 
mejora alcanzada en la armonización contable, el fortalecimiento del sistema de control interno y 
el incremento en las auditorías practicadas evidencian una evolución positiva en los mecanismos 
de supervisión de los recursos públicos. De manera especial, destaca el progreso registrado en la 
implementación del Presupuesto basado en Resultados y el Sistema de Evaluación del Desempeño 
(PbR-SED), que permitió a Aguascalientes pasar de los últimos lugares a una posición intermedia-
alta en la evaluación nacional realizada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
 
Los aprendizajes obtenidos durante estos cinco años ofrecen una valiosa oportunidad para 
fortalecer y actualizar la Política Estatal Anticorrupción. La experiencia acumulada y la información 
derivada de las evaluaciones permiten reconocer cuáles estrategias han dado buenos resultados y 
cuáles necesitan ajustarse para responder de mejor manera a los retos actuales. En este contexto, 
el rediseño de la política representa la posibilidad de perfeccionar sus objetivos, indicadores y 
líneas de acción, reforzar la coordinación entre las acciones de prevención, detección, sanción y 
fiscalización, e incorporar nuevas herramientas que hagan más eficiente la gestión pública. Así, la 
siguiente etapa podrá construirse sobre los avances ya alcanzados, impulsando una mejora 
continua que contribuya a fortalecer la confianza de la ciudadanía, la rendición de cuentas y la 
integridad en el servicio público. 
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I.7 Identificación de problemas persistentes 
 
Introducción 
 
La identificación de problemas persistentes constituye un componente indispensable en los 
procesos de evaluación de políticas públicas orientadas a la coordinación institucional. En el caso 
de la Política Estatal Anticorrupción (PEA), este ejercicio adquiere especial relevancia debido a que 
su diseño contempla objetivos de corto, mediano y largo plazo cuya materialización depende de 
la colaboración de múltiples ejecutores que disponen de facultades y capacidades operativas y 
presupuestales muy dispares. 
 
A diferencia de los apartados previos de este informe, cuyo propósito consiste en documentar la 
evolución del marco programático, histórico y jurisdiccional que da contexto a las acciones del 
sistema local anticorrupción, o la evidencia estadística resultado de su implementación, el presente 
apartado tiene por objeto identificar aquellos objetivos de nivel prioridad de corto y mediano plazo 
que, al cierre del corte de 2025, presentan brechas significativas entre los resultados observados 
y los objetivos originalmente planteados en la Política Estatal Anticorrupción. En este sentido, el 
análisis no se limita a determinar si se realizaron acciones asociadas a cada prioridad, sino que 
valora si estas resultaron suficientes para lograr los cambios institucionales previstos en la Política 
Estatal Anticorrupción. 
 
Por otra parte, la naturaleza dinámica de la corrupción, nos obliga a matizar que el logro de un 
objetivo no implica dejar de atender determinado aspecto del problema público. Esto implica que 
las políticas públicas no son una sucesión lineal de pasos encaminados al logro de una meta, sino 
un ciclo en el que los objetivos, al igual que los marcos presupuestal, normativo y programático, 
constantemente se replantean para responder a una realidad en constante cambio.  
 
Por ambas razones, el concepto de problema persistente empleado en este informe no debe 
interpretarse como ausencia de actuación, sino como evidencia de objetivos cuya implementación, 
eficacia, o capacidad de medición continúan representando un desafío para el Sistema Estatal 
Anticorrupción. 
 
Por otra parte, las limitaciones metodológicas de los mecanismos de seguimiento se evidencian a 
medida que el modelo se enfrenta con la realidad derivada de la implementación, y sus cambios a 
nivel normativo e histórico, lo que justifica una revisión integral de la teoría del cambio que 
conjunta los mecanismos de seguimiento con la determinación de objetivos, para valorar la 
pertinencia de los planteamientos formulados en 2021, de cara al cierre de la etapa de mediano 
plazo de la Política Estatal Anticorrupción que concluye en enero de 2027, y al comienzo de la 
etapa de largo plazo que inicia a continuación. 
 
El reporte desarrollado en las siguientes páginas, contribuirá a valorar de manera equilibrada, los 
resultados obtenidos durante los ciclos de implementación de corto y mediano plazo. La 
identificación de problemas persistentes ofrecerá una perspectiva que evidencie que la mejora 
continua en materia del combate a la corrupción, atiende a las pautas del seguimiento oportuno y 
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periódico de los objetivos e indicadores susceptibles de comparación interinstitucional, y con 
responsables concretos que los atienden. 
 
Este Informe constituye un ejercicio de evaluación del período 2021 a 2025, pero también un 
insumo para los trabajos de actualización de la Política Estatal Anticorrupción que habrán de 
desarrollarse de cara a esta etapa de largo plazo. En consecuencia, las recomendaciones 
formuladas en este apartado no deben entenderse como propuestas definitivas de modificación 
de la política, sino como elementos de diagnóstico que permitirán orientar la revisión, depuración, 
realineación y fortalecimiento de sus objetivos e indicadores, fortaleciendo su implementación. 
 
Progreso en la atención de los objetivos de corto y mediano plazo 
de la Política Estatal Anticorrupción 
 
E1. Prevenir. Prevenir los actos de corrupción 
 
S1. Desregular. Reducir el costo de la legalidad 
 

P1. Simplificar trámites (Corto plazo)  
Fomentar la colaboración interinstitucional y el intercambio de información que permitan 
un fortalecimiento y simplificación de los puntos de contacto gobierno sociedad, como 
trámites, servicios, seguridad ciudadana, programas sociales, servicios educativos y de 
salud, entre otros 
 De acuerdo con el INEGI, entre 2019 y 2023, los ciudadanos realizaron poco más de la 

mitad de sus trámites, pagos o solicitudes de servicios de manera presencial (Indicador 
001); además, los ciudadanos enfrentaron barreras en 8 de cada 10 trámites (Indicador 
002). 

 
P2. Simplificar procesos (Mediano plazo) 
Promover la mejora, simplificación de los procesos institucionales y homologación de 
trámites y servicios públicos a través del desarrollo de sistemas de evaluación ciudadana y 
políticas de transparencia proactiva, en coordinación con el Sistema Nacional de Mejora 
Regulatoria 
 En los cortes de 2021 a 2023, participaron un promedio de 48 ciudadanos en las 

consultas públicas para establecer la agenda regulatoria; en los cortes de 2024 a 2025, 
el promedio fue de 8 (Indicador 009). 

 
S2. Educar. Robustecer la cultura de la legalidad 
 

P5. Integridad en el sector público (Corto plazo) 
Impulsar la adopción, socialización y fortalecimiento de políticas de integridad y 
prevención de conflictos de interés, en los entes públicos mediante comités de ética o 
entes homólogos 



 

 

78 

 Entre los cortes de 2021 y de 2025, en promedio, los entes públicos difundieron los 
contenidos de los códigos de ética y conducta a uno de cada 5 trabajadores (Indicador 
015) 

 
P6. Coalición de empresas íntegras (Corto plazo) 
Fomentar la conformación de una coalición de empresas íntegras que impulse la adopción 
de buenas prácticas internacionales en la materia dentro del sector productivo 
 De acuerdo con la Encuesta en Materia de Anticorrupción y Cultura de la Integridad 

(ENACIT) de los años 2023 y de 2024, el porcentaje de entrevistados en cuyos centros 
de trabajo se promueve la ética y cuenta con un canal de denuncia, incrementó de 26.5 
a 45 (Indicador 017). 

 
P8. Promover la integridad desde el CPC (Corto plazo) 
Fortalecer el papel del CPC en los procesos de comunicación y promoción de la cultura de 
la integridad y el combate a la corrupción, con especial énfasis en los sectores social y 
empresarial 
 Entre los cortes de 2021 al de 2025, la cifra de beneficiarios reportada por el CPC ha 

presentado mucha variabilidad, pasando de 4 (corte de 2022) a 25,000 (corte de 2023) 
 En 2023, el Comité de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción de 

Guanajuato y la Fundación Axio, en colaboración con el Comité de Participación 
Ciudadana y el Instituto de Educación del Estado de Aguascalientes, realizaron un 
estudio etiológico-filosófico titulado “Informe de resultados: Aguascalientes. La 
educación en la prevención de la corrupción”.69 

 
P9. Integridad en el sector privado (Corto plazo)  
Articular esquemas de colaboración con cámaras empresariales y organismos 
internacionales que fomenten el desarrollo y adopción de políticas de cumplimiento y 
programas anticorrupción; así como la generación y aprovechamiento de datos abiertos 
en la materia en el sector privado, en especial las MiPyMES 
 En 2019, el Comité de Participación Ciudadana colaboró con la Confederación Patronal 

de la República Mexicana, Aguascalientes (COPARMEX Aguascalientes), el Consejo 
Coordinador Empresarial, y el Colegio de Economistas del Estado de Aguascalientes 
A.C., en la elaboración del “Sondeo sobre la percepción de la corrupción”.70 

 En 2021, la Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción de Aguascalientes 
impulsó la realización de la Primera Encuesta Estatal en Materia de Anticorrupción en 
los Puntos de Contacto Gobierno-Microempresas (ENEAC).71 

                                                           
69 Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/publicaciones/docs/externos/educacion_prevencion_corrupcio
n/Informe_resultados_educacion_prevencion_corrupcion.pdf 
70 Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/publicaciones/docs/externos/sondeo_percepcion_corrupcion/
SONDEO_SOBRE_PERCEPCION_DE_CORRUPCION_AFILIADOS_COPARMEX.PDF 
71 Disponible en: https://www.seaaguascalientes.org/publicaciones/index.html 
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 En 2025, la Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción de Aguascalientes 
realizó la Encuesta en Materia de Anticorrupción y Cultura de la Integridad (ENACIT), 
dirigida a representantes de empresas afiliadas a la Confederación Patronal de la 
República Mexicana en Aguascalientes (COPARMEX Aguascalientes) así como a la 
organización Mujeres Empresarias Mexicanas, A.C. (MEMAC).72 

 Entre los cortes de 2021 a 2025, la red de participación ciudadana se ha reunido en 
promedio dos veces por año. 

 No se ha podido acreditar la eficacia del Sistema Estatal Anticorrupción para 
implementar políticas de cumplimiento y programas anticorrupción en el sector 
privado. 

 
P11. Mecanismos digitales de participación (Mediano plazo) 
Fomentar el desarrollo y uso de mecanismos colaborativos y digitales de participación 
ciudadana para articular propuestas de combate a la corrupción desde la sociedad 
 En 2020, se creó el Consejo Editorial de la Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal 

Anticorrupción, y se lanzó la Convocatoria permanente con los lineamientos editoriales 
para la Revista Íntegrus, una revista digital semestral que a la fecha ha producido nueve 
números, y atraído colaboraciones de instituciones públicas y de educación superior 
tanto de Aguascalientes como de otras entidades federativas. 

 
P43. Desarrollo de capacidades (Corto plazo) 
Promover el diseño, implementación y evaluación del desempeño de programas de 
capacitación, certificación de capacidades y desarrollo profesional en el servicio público 
enfocadas al control de la corrupción, responsabilidades administrativas y ética pública 
 Entre los cortes de 2021 y de 2025, los entes públicos reportaron haber capacitado a 

un promedio de 3,315 empleados públicos cada año en el control de la corrupción. 
 
E2. Detectar. Detectar las desviaciones a la norma u objetivos institucionales 
 
S3. Involucrar. Involucrar a la sociedad en la vigilancia a la autoridad 
 

P3. Procuraduría de Desarrollo Urbano (Mediano plazo) 
Promover la instalación de la Procuraduría Estatal de Desarrollo Urbano 
 El Código de Ordenamiento Territorial, Desarrollo Urbano y Vivienda para el Estado 

de Aguascalientes, publicado el 7 de octubre de 2013, determinaba la existencia de la 
Procuraduría Estatal de Impacto Ambiental, Urbano y Social, pero fue abrogado con la 
entrada en vigor del Código Urbano para el Estado de Aguascalientes, que fue 
publicado el 20 de diciembre de 2022. Este último ordenamiento, en su Título 
Segundo, Capítulo V, regulaba el objeto y atribuciones de la Procuraduría Estatal de 
Desarrollo Urbano. Sin embargo, los numerales de dicho artículo quedaron derogados 
mediante una reforma publicada el 31 de marzo de 2025 en el Periódico Oficial del 
Estado, que además declaró abrogada la Ley por la que se crea la Procuraduría Estatal 
del (SIC) Desarrollo Urbano del Estado de Aguascalientes, publicada mediante decreto 

                                                           
72 Disponible en: https://www.seaaguascalientes.org/publicaciones/index.html 
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número 453 en el Periódico Oficial del Estado de Aguascalientes, en fecha 13 de 
noviembre de 2023. 

 
P7. Fortalecer Mecanismos de participación (Corto plazo) 
Desarrollar una agenda estratégica, con un enfoque incluyente y perspectiva de género, 
de incidencia ciudadana en el control de la corrupción, en la que se promueva el 
fortalecimiento de los mecanismos de participación ciudadana existentes en la materia, y 
la creación de nuevos esquemas y redes de colaboración social 
 De acuerdo con el censo de gobierno de 2025, el 87.58% de los integrantes de los 

comités de contraloría social fueron mujeres (Indicador 018). 
 De acuerdo con el censo de gobierno de 2025, el 26% de los programas sociales de 

origen federal, estatal y municipal que gestionan los entes públicos, cuenta con 
mecanismos de participación para su planeación; el 50.66% cuenta con mecanismos de 
participación para su ejecución; y el 36.84 cuenta con mecanismos de participación 
para su evaluación (Cuadro 231 y Variable 051.b). 

 
P10. Catálogo de mecanismos de participación (Mediano plazo) 
Crear un catálogo nacional de mecanismos de participación social que contribuya a la 
incidencia formal y efectiva de la vigilancia ciudadana en la prevención y combate de la 
corrupción 
 De acuerdo con el Censo de gobierno 2025, coordinado por la SESEA, el 43.66% de 

los entes públicos cuentan con mecanismos para la participación y/o consulta 
ciudadana en materia de contraloría. 

 
P15. Vigilancia e innovación ciudadana (Corto plazo)  
Crear observatorios y laboratorios de innovación social para la gestión de riesgos de 
corrupción en los puntos de contacto gobierno sociedad, así como para la vigilancia en 
compras y adquisiciones públicas 
 En 2019, el Comité de Participación Ciudadana concretó la instalación de dos 

laboratorios en sendas instituciones de educación superior: La Universidad Valle de 
México (UVM) y la Universidad Interamericana para el Desarrollo (UNID).73  

                                                           
73 Sistema Estatal Anticorrupción. (2019). Segundo informe anual del Comité Coordinador del 
Sistema Estatal Anticorrupción de Aguascalientes. Aguascalientes: Secretaría Ejecutiva del 
Sistema Estatal Anticorrupción (SESEA). Pág. 104. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/INFORME_CC_2019.pd
f (consultado el 14 de abril de 2026). 
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 En 2024, el Comité de Participación Ciudadana impulsó y formó parte del Observatorio 
de gestión de aguas en el Estado de Aguascalientes,74 que publicara en ese año la 
Encuesta sobre el acceso al agua en Aguascalientes.75 

 En 2024, el Comité de Participación Ciudadana auspició la instalación de la Red de 
jóvenes contra la corrupción, integrado por 13 estudiantes de la licenciatura en 
derecho de la Universidad Cuauhtémoc Plantel Aguascalientes.76 

 Asimismo, en 2025 el Comité de Participación Ciudadana instaló el Observatorio 
Ciudadano para la Vigilancia del Proceso Electoral Extraordinario del Poder Judicial del 
Estado de Aguascalientes 2025.77 

 Entre octubre de 2018 y septiembre de 2025, el Comité de Participación Ciudadana 
emitió 9 convocatorias (Indicador 032). 

 
P16. Fuentes de financiamiento (Corto plazo) 
Apoyar la identificación de fuentes de financiamiento y de fomento para el desarrollo de 
proyectos de investigación y la articulación de redes ciudadanas que contribuyan al 
combate de la corrupción desde la sociedad civil y la academia 
 Durante los cortes de 2021 al 2025, solamente se han registrado dos períodos (los 

cortes de 2021 y de 2024) en los que organizaciones inscritas en el Padrón Estatal de 
las Organizaciones de la Sociedad Civil, participaron en el monitoreo de la gestión 
pública. Mientras que, en los cortes de 2022, de 2023 y de 2025, no se contó con 
registro de organización alguna, dedicada a actividades cívicas en términos de la Ley 
de Fomento a las Organizaciones de la Sociedad Civil. 

 En 2022 el Comité de Participación Ciudadana compendió en un documento las 
fuentes de financiamiento públicas y privadas, tanto de organismos internacionales 

                                                           
74 Sistema Estatal Anticorrupción. (2024). Séptimo informe anual del Comité Coordinador del 
Sistema Estatal Anticorrupción de Aguascalientes. Aguascalientes: Secretaría Ejecutiva del 
Sistema Estatal Anticorrupción (SESEA). Pág. 31. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/INFORME_CC_2024.pd
f (consultado el 14 de abril de 2026). 
75 Consultable en: https://blog.seaaguascalientes.org/2024/06/25/se-difunden-resultados-de-
encuesta-sobre-el-acceso-al-agua-en-aguascalientes/ 
76 Sistema Estatal Anticorrupción. (2024). Séptimo informe anual del Comité Coordinador del 
Sistema Estatal Anticorrupción de Aguascalientes. Aguascalientes: Secretaría Ejecutiva del 
Sistema Estatal Anticorrupción (SESEA). Pág. 23. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/INFORME_CC_2024.pd
f (consultado el 14 de abril de 2026). 
77 Sistema Estatal Anticorrupción. (2025). Octavo informe anual del Comité Coordinador del 
Sistema Estatal Anticorrupción de Aguascalientes. Aguascalientes: Secretaría Ejecutiva del 
Sistema Estatal Anticorrupción (SESEA). Pág. 41. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/INFORME_CC_2025.pd
f (consultado el 14 de abril de 2026). 
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como de otras instancias para el desarrollo de proyectos sociales para el control de la 
corrupción.78 

 Entre los cortes de 2021 y de 2025, se generaron 44 proyectos de investigación en 
universidades públicas de Aguascalientes, que se relacionan con temas de corrupción, 
cultura de la legalidad, transparencia y/o rendición de cuentas o temáticas afines 
(Indicador 034). 

 
P20. Mecanismos de gobierno abierto (Mediano plazo) 
Implementar mecanismos de gobierno abierto que fortalezcan las acciones de combate a 
la corrupción por parte de las instancias encargadas de la investigación, substanciación, 
determinación y resolución de faltas administrativas y delitos por hechos de corrupción 
 Durante los cortes de 2021 al 2025, no se ha registrado mecanismo de participación 

ciudadana alguno por parte de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción 
(Indicador 050).79 

 
S4. Transparentar. Transparentar la información gubernamental 
 

P14. Mercado formal inmobiliario (Corto plazo) 
Promover que, junto con la autorización de promoción y venta, la SEPLADE y los municipios 
entreguen un número de folio que el fraccionador o promotor exhiba en sus anuncios 
 Entre los cortes de 2021 y de 2025, las autoridades en materia de desarrollo urbano a 

nivel estatal y municipal autorizaron 771 propuestas de publicidad para venta de lotes, 
predios o áreas, de las cuales, el 99.61% contó con mecanismos de autentificación 
(Indicador 031). Durante ese período, realizaron 13 verificaciones a la publicidad de los 
fraccionadores y promotores; identificaron 74 anuncios que difundían publicidad no 
verificada y, si bien no se impusieron sanciones por esta causa, sí se impusieron 51 
multas a fraccionadores o promotores por incumplir el calendario de obras de 
urbanización (Cuadro 307). 

 Entre octubre de 2021 y septiembre de 2025, las autoridades estatales y municipales 
recibieron 248 denuncias por infracciones al Código Urbano (1 denuncia fue por 
afectaciones al patrimonio estatal, 7 por afectaciones al patrimonio municipal, y en 8 
ocasiones el presunto infractor era una autoridad de gobierno). Durante este período, 
se aplicaron 795 medidas de seguridad por incumplir legislación o programas, y se 
impusieron 602 sanciones por infracciones al Código Urbano (Cuadro 302). 

 
P18. Políticas de transparencia proactiva (Corto plazo) 
Implementar políticas de transparencia proactiva y gobierno abierto que promuevan la 
participación ciudadana y el ejercicio de derechos en el combate de la corrupción, en 
colaboración con el SNT 

                                                           
78 Disponible en: https://drive.google.com/file/d/1rmWO5aPzDu5DW0Ivp5paGfAKqI9-
apKL/view?usp=sharing 
79 Por mecanismo de participación ciudadana se entienden los canales formales de comunicación 
diseñados para incorporar de manera sistemática la intervención de la ciudadanía en los procesos 
de planeación, ejecución, o evaluación de las políticas públicas. 
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 La Plataforma Nacional de Transparencia ha garantizado que todos los sujetos 
obligados de la administración pública centralizada tengan la capacidad de recibir 
solicitudes de información vía internet (Indicador 028). 

 Por lo que refiere a la satisfacción del solicitante de información, entre los años 2020 
al 2023, se interpuso un promedio un recurso de revisión por cada 17.8 solicitudes de 
acceso a la información presentadas (Indicador 039). Asimismo, contra la resolución de 
dichos recursos de revisión, entre octubre de 2020 y septiembre de 2025, solamente 
se reportaron tres recursos de inconformidad promovidos por particulares (Indicador 
040). 

 Entre los cortes de 2021 al de 2024, los recursos de revisión que confirmaron la 
respuesta del sujeto obligado se redujo progresivamente: 30.9% (corte de 2021), 
19.22% (2022), 12.7% (2023), y 11.4% (2024).80 (Indicador 038). 

 
P19. Difusión proactiva de información (Mediano plazo) 
Implementar estrategias efectivas para la difusión de las obligaciones de transparencia y 
publicación de información proactiva en materia de prevención, denuncia, detección, 
investigación, resolución y sanción de hechos de corrupción, en colaboración con el SNT 
 Entre los años 2021 al 2023, el órgano garante en materia de transparencia (el otrora 

Instituto de Transparencia del Estado de Aguascalientes, ITEA) calificó el cumplimiento 
promedio en materia de obligaciones comunes de transparencia, otorgando una 
calificación promedio de 88.84% a los sujetos obligados estatales y municipales. En los 
tres años, el grupo mejor calificado fueron los organismos descentralizados, con una 
calificación promedio de 98%, y una desviación estándar de 3.78 puntos porcentuales. 
Le sigue la administración centralizada estatal que promedió un cumplimiento de 
95.84% y una desviación de 8.4 puntos. La administración centralizada municipal 
promedió 90.5% de cumplimiento, con una desviación estándar de 9.66 puntos. Sin 
embargo, la administración estatal y municipal descentralizada presenta las principales 
áreas de oportunidad, pues si bien promediaron 86.26 y 81.66% respectivamente, 
también es cierto que esas calificaciones tuvieron una desviación estándar de 16.89 y 
22.4 puntos porcentuales, reflejando rezago en instituciones específicas. Véanse los 
indicadores 041 al 046 de los censos de gobierno 2022 a 2024.81 

 Por otra parte, la multa ha sido un mecanismo excepcionalmente usado para obligar al 
cumplimiento de obligaciones de transparencia. Entre octubre de 2020 y septiembre 
de 2025, solo se impusieron 25 multas derivadas de los procedimientos de verificación 
del cumplimiento de las obligaciones de transparencia. (Indicador 047).82 

                                                           
80 Cabe aclarar que para el corte 2025, la Contraloría del Estado como las autoridades garantes en 
materia de transparencia reportaron haber resuelto ocho recursos de revisión, de los cuales, dos 
favorecieron al sujeto obligado. 
81 Cabe añadir que el Instituto de Transparencia realizó la evaluación diagnóstica de la 
información actualizada al 30 de junio de 2023, y de la información vigente en el Sistema de 
Portales de Obligaciones de Transparencia, de los 105 sujetos obligados del Estado de 
Aguascalientes, mediante el Sistema Integral de Evaluaciones (SIEVAL). 
82 Todas impuestas por el otrora órgano garante (el extinto Instituto de Transparencia del Estado 
de Aguascalientes) entre los cortes de 2021 a 2023. 
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 Entre octubre de 2019 y agosto de 2025, el Poder Judicial del Estado ha puesto a 
disposición en su portal oficial, un total de 52,009 versiones públicas de sentencias. 

 
P21. Evaluación ciudadana de programas (Mediano plazo) 
Fomentar el desarrollo de políticas de transparencia proactiva y gobierno abierto que 
propicien, desde una perspectiva ciudadana, el seguimiento, evaluación, mejora, 
simplificación, gestión de riesgos y rendición de cuentas de los entes públicos, el ciclo 
presupuestal, las contrataciones públicas, las asociaciones público-privadas, el cabildeo y 
los programas públicos, en colaboración con el SNT e instancias públicas nacionales e 
internacionales 
Durante el período informado, no se ha emitido política de transparencia proactiva alguna 
(actualmente denominadas políticas de transparencia con sentido social) por parte del 
Instituto de Transparencia del Estado de Aguascalientes (extinto en mayo de 2025) o por 
los sujetos obligados de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información. 
 
P22. Transparencia para la rendición de cuentas (Mediano plazo)  
Desarrollar e implementar políticas de transparencia proactiva y gobierno abierto que 
fortalezca la rendición de cuentas y la vigilancia social en materia de infraestructura, obra 
pública y asociaciones público-privadas, en colaboración con el SNT 
 Entre octubre de 2019 y septiembre de 2024, el otrora órgano garante en materia de 

transparencia, el Instituto de Transparencia del Estado de Aguascalientes (ITEA), 
emitió 6,550 observaciones y/o recomendaciones a los sujetos obligados con relación 
al cumplimiento de sus obligaciones de transparencia en los portales de internet. 
Noventa y cinco de cada 100 de estas recomendaciones u observaciones se emitieron 
durante el corte de 2024. Cabe añadir que las autoridades garantes en la materia, que 
operan desde el 17 de junio de 2025, no reportaron recomendación u observación 
alguna emitida durante el corte de 2025. De estas observaciones se derivaron 
denuncias por incumplimientos en 98 casos; tres de cada cuatro, se presentaron 
durante el corte de 2022. (Indicador 057 de los censos de gobierno 2020 a 2025). 

 
P23. Parlamento abierto (Mediano plazo) 
Adoptar prácticas homogéneas de parlamento abierto en el Poder Legislativo estatal, 
tendientes a un modelo de estado abierto 
 Al respecto, derivado de su Segundo informe anual, el Comité Coordinador dirigió al 

Poder Legislativo, la Recomendación REC-CC-SESEA-2019.06 para que, en el 
desahogo de sus sesiones plenarias, de sus comisiones o comités, el H. Congreso del 
Estado se apegue a los principios de transparencia, máxima publicidad y parlamento 
abierto, mediante el ajuste de diversas disposiciones de su Ley orgánica, así como del 
Reglamento de la Ley orgánica del Poder Legislativo. El Comité Coordinador ha 
reiterado esta recomendación en sus informes subsecuentes hasta la actualidad, 
identificándose el más reciente ocurso con el numeral REC-CC-SESEA-2025.12-7. 

 
P24. Obras de urbanización (Corto plazo) 
Transparentar la información relacionada a las obras de urbanización a ejecutar, así como 
la información relacionada a su aseguramiento, y promover su ejecución 
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 Durante el período comprendido entre octubre de 2019 y septiembre de 2025, ningún 
municipio ha reclamado garantía o crédito fiscal alguno producto de incumplimientos 
con relación a las obras de urbanización y/o equipamiento urbano. (Indicador 060 de 
los censos de gobierno 2020 a 2025.  

 
P25. Planificación de la Comunicación Social (Corto plazo) 
Impulsar el principio de planificación adecuada en materia de publicidad oficial 
 En 2016, el gasto devengado en comunicación social superó en 38.9% el presupuesto 

aprobado; 83 en contraste, para 2017 la entidad ejerció un monto 32.4% inferior a lo 
programado.84 Ese año, el Órgano Superior de Fiscalización promovió una 
responsabilidad administrativa sancionatoria derivada de la erogación de 74 millones 
de pesos en un municipio, al estimar que dicho gasto en comunicación social no se 
ajustaba a los principios de racionalidad y austeridad. 85 Tales fueron las condiciones 
diagnosticadas en la Política Estatal Anticorrupción.86 

 De acuerdo con la información reportada por las autoridades en los censos de 
gobierno coordinados por la SESEA, en el ejercicio fiscal 2020, los entes públicos 
ejercieron un gasto en comunicación equivalente a 1.28 veces el monto presupuestado. 
Esta relación fue de 0.98 en 2021, aumentó a 1.36 en 2022, descendió a 0.88 en 2023, 
y se ubicó en 1.26 en 2024.87 

  

                                                           
83 Casar, María Amparo y Luis Carlos Ugalde. (2018). Dinero bajo la mesa. Financiamiento y gasto 
ilegal en campañas políticas en México. México: Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad e 
Integralia Consultores. Pág. 160. Disponible en: https://integralia.com.mx/web/wp-
content/uploads/2019/08/Dinero-Bajo-la-Mesa.-Financiamiento-y-Gasto-Ilegal-de-las-
Campan%CC%83as-en-Me%CC%81xico.pdf (consultado el 21 de abril de 2026). 
84 Díaz Pérez, Diego y Carolina García Pérez. (2018). Índice de información del ejercicio del gasto. 
México: Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO). Pág. 71. Disponible en: 
https://api.imco.org.mx/release/latest/vendor/imco/indices-
api/documentos/Finanzas%20p%C3%BAblicas/%C3%8Dndice%20de%20Informaci%C3%B3n%20
del%20Ejercicio%20del%20Gasto/2018/Documentos%20de%20resultados/IIEG%202018%20Doc
umento%20de%20an%C3%A1lisis.pdf  (consultado el 21 de abril de 2026). 
85 Órgano Superior de Fiscalización del Estado de Aguascalientes. (2018). Informe del Resultado 
correspondiente a la auditoría practicada al Municipio de Aguascalientes respecto al Ejercicio 
Fiscal 2017. Pág. 302. Disponible en: 
http://osfags.gob.mx/Archivos/Informes/2017/FINANCIERO/1%20MUNICIPI 
O%20CAPITAL/01%20MUNICIPIO%20DE%20AGUASCALIENTES.pdf (consultado el 21 de abril 
de 2026). 
86 Sistema Estatal Anticorrupción. (2021). Política Estatal Anticorrupción. Aguascalientes: 
Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción (SESEA). Pág. 215. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/index/POLITICA_ESTATAL_ANTICORRUPCION.
pdf (consultado el 21 de abril de 2026). 
87 Calculado a partir de las variables 061.c y 061.d de los censos de gobierno 2021 a 2025. 
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P26. Inventario inmobiliario (Mediano plazo) 
Promover mecanismos de transparencia proactiva para difundir inventarios del patrimonio 
inmobiliario gubernamental que especifiquen la superficie de sus suelos, así como la 
identificación de cuáles se encuentran en comodato y la persona responsable de los 
mismos 
 El 27 de diciembre de 2023 se publicó la nueva Ley de bienes del Estado de 

Aguascalientes, mediante la cual, se pasa de un esquema en el que la Contraloría del 
Estado (un integrante del Comité Coordinador) lleva el Registro Administrativo de la 
Propiedad Pública del Estado (artículos 24 fracción II, 27 y 28 de la Ley de bienes del 
Estado de Aguascalientes, abrogada) a un Sistema Estatal de Bienes con un Registro 
Estatal de Bienes gestionado por la Secretaría de Administración (artículos 138, 139,  
141, 142, 143, y 146). 

 
E3. Sancionar. Procesar las acusaciones por incumplir la norma, y sancionar a los culpables 
 
S5. Coadyuvar. Coadyuvancia entre autoridades investigadoras 
 

P27. Colaboración con autoridades fiscales (Corto plazo) 
Asegurar la coordinación entre instituciones encargadas de la detección e investigación de 
hechos de corrupción con las autoridades competentes en materia fiscal y de inteligencia 
financiera 
 Entre octubre de 2018 y septiembre de 2025, la Fiscalía Especializada en Combate a 

la Corrupción ha realizado 362 requerimientos de información a las autoridades en 
materia fiscal y de inteligencia financiera y patrimonial. Durante el mismo período, 
alrededor del 92% de dichas solicitudes de información fueron atendidas y sólo 29 de 
ellas, alrededor del 8%, recibieron respuesta negativa por parte de las autoridades. 
(Indicador 063). 

 
P29. Órganos de control y asuntos internos (Corto plazo) 
Promover la colaboración entre los OIC municipales y las áreas de asuntos internos para 
clarificar la competencia en el rubro de faltas administrativas cometidas por elementos de 
seguridad pública 
 Cada año entre octubre de 2020 y septiembre de 2025, los órganos internos de 

control municipales se declararon incompetentes de 5 asuntos turnados por asuntos 
internos de seguridad pública; en tanto que éstos últimos promediaron 2 
declaraciones por año en relación con asuntos que le fueron turnados por los Órganos 
Internos de Control. 

 En el marco de la actividad 28 del Programa de Trabajo 2023 del Comité Coordinador, 
los órganos internos de Aguascalientes, San Francisco de los Romo y San José de 
Gracia, realizaron mesas de análisis o suscribieron mesas de análisis con las 
autoridades encargadas del área de asuntos internos con el fin de clarificar la 
competencia y homologar la interpretación por parte de ambos tipos de instancia.88 

                                                           
88 Sistema Estatal Anticorrupción. (2024). Sexto informe del Comité Coordinador del Sistema 
Estatal Anticorrupción. Aguascalientes: Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción 
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 El Comité Coordinador emitió las recomendaciones REC-CC-SESEA-2023.26, así 
como la REC-CC-SESEA-2024.21-2 y la REC-CC-SESEA-2025.20-3 con la finalidad de 
que los elementos integrantes de sus instituciones de seguridad pública en materia 
de anticorrupción, responsabilidades administrativas y ética pública. 

 Mediante la actividad 46 del Programa de Trabajo 2026 del Comité Coordinador, los 
órganos internos de control de los municipios de Asientos, Cosío, El Llano y San José 
de Gracia, se comprometieron a promover que sus respectivos cabildos aprueben la 
creación de una Unidad de Asuntos Internos. 

 
S6. Procesar. Garantizar el desahogo de las investigaciones 
 

P30. Coordinar para investigar y sancionar faltas (Corto plazo) 
Fomentar la coordinación entre las autoridades responsables de detectar, investigar, 
sustanciar, y sancionar faltas administrativas 
 La reforma del 27 de mayo de 2015 a la Constitución Federal, los Tribunales de Justicia 

Administrativa tienen facultades para imponer sanciones económicas y requerir el 
pago de indemnizaciones cuando exista daño a la hacienda pública, lo que eliminó el 
esquema de acciones resarcitorias de los Órganos de Fiscalización, así como los 
principios de posterioridad y anualidad para la fiscalización de la cuenta pública. 
Derivado de su Octavo Informe, el Comité Coordinador ha emitido las 
recomendaciones REC-CC-SESEA-2025.01-5 y REC-CC-SESEA-2025.09-6 dirigidas al 
H. Congreso del Estado con la finalidad de armonizar la Ley de Fiscalización Superior 
con la Ley general de responsabilidades administrativas, las cuales retoman las 
recomendaciones que se han reiterado de forma anual en este sentido desde el 
informe del Comité del año 2019. 

 Entre octubre de 2021 y septiembre de 2025, un promedio de 15 órganos internos de 
control, carecieron de autoridad investigadora; 16 carecieron de autoridad 
substanciadora; y 17 de autoridad resolutora. Véase el Indicador 071 y el Cuadro 318. 

 Entre octubre de 2018 y septiembre de 2025, las autoridades resolutoras y 
substanciadoras de los entes públicos de todos los poderes, municipios y órganos 
autónomos, dieron trámite a 4,296 procedimientos por la comisión de faltas 
administrativas (no graves, graves y de particulares) originados en denuncias de 
autoridades y particulares, sancionando en 689 casos: alrededor de una sanción por 
cada 6.2 procedimientos. Se dio trámite a un promedio de 613 procedimientos cada 
corte, promediando 98 sanciones por cada período de octubre de un año a 
septiembre del siguiente. Sin embargo, esta proporción tuvo una alta variabilidad: en 
el corte de 2020, se impuso una sanción por cada 1.2 procedimientos; mientras que, 
en el corte de 2021, esta proporción fue de 23.6. Véase el Indicador 113. 

 De acuerdo con los Censos de gobierno de la SESEA, entre octubre de 2018 y 
septiembre de 2025, la Sala Administrativa del Poder Judicial (extinta en 2023) y el 
Tribunal de Justicia Administrativa (órgano autónomo que inició su funcionamiento el 

                                                           
(SESEA). Pág. 66. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/INFORME_CC_2023.pd
f (consultado el 22 de abril de 2026). 
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08 de enero de 2024), emitieron 8 resoluciones relativas a la calificación de faltas no 
graves, confirmando la calificación realizada por los órganos internos de control en 5 
casos (el 62.5% de las ocasiones). Tres confirmaciones se dieron durante el corte de 
2020; una durante el de 2021; y otra durante el corte de 2025. Véase el Indicador 070. 

 
P31. Política criminal (Corto plazo) 
Establecer una política criminal en materia de delitos por hechos de corrupción 
 La autoridad competente no ha emitido política criminal alguna en materia de delitos 

por hechos de corrupción. 
 Entre octubre de 2019 y septiembre de 2025, la Fiscalía Especializada en Combate a 

la Corrupción (FECC) inició 272 carpetas de investigación y concluyó 193 
investigaciones (70.96%) absteniéndose, enviando al archivo temporal, o decretando 
el no ejercicio de la acción penal. Durante el corte de 2020, concluyó así 82.3% de las 
investigaciones; durante el corte de 2021, terminó de esta forma el 63% de las 
investigaciones; en el de 2022 el porcentaje fue del 72.5; en el corte de 2023, fue del 
97.8%, en el de 2024, 60%, y en entre octubre de 2024 y septiembre de 2025, 
concluyeron de esta manera 56% de las investigaciones iniciadas. (Indicador 072). 

 Entre octubre de 2020 y septiembre de 2025, por cada auto de apertura de juicio oral 
promovido por la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción (FECC), se 
concluyeron 4 procedimientos mediante soluciones alternas o formas de terminación 
anticipada. La FECC promovió 5 procesos jurisdiccionales, mientras que concluyó 20 
procedimientos mediante acuerdos reparatorios (9), suspensiones condicionales (10) y 
procedimientos abreviados (1). Véase el Indicador 074. 

 El 3 de marzo de 2025, la Fiscalía General del Estado emitió el Protocolo de técnicas 
especiales de investigación en operaciones encubiertas y entregas vigiladas de la 
Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción.89 

 
P33. Fortalecer la procuración de justicia (Mediano plazo) 
Fortalecer las capacidades de investigación de la Fiscalía General del Estado y de la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción en materia de delitos por hechos de corrupción 
 Entre octubre de 2018 y septiembre de 2025, las autoridades substanciadoras de los 

integrantes del Comité Coordinador iniciaron 3,453 procedimientos por la presunta 
comisión de responsabilidades administrativas. Durante este período, los integrantes 
del Comité Coordinador han dado vista al ministerio público en 55 ocasiones por 
probables hechos de corrupción. El Órgano Superior de Fiscalización presentó 3 
denuncias en 2024. Mientras que la Contraloría del Estado y los Órganos Internos de 
Control municipales dieron vista en 16 ocasiones durante el corte de 2019; 11 veces 
durante el de 2020; una vez durante el corte de 2023; dos veces en el de 2024; y en 22 
ocasiones durante el corte de 2025. (Indicador 079). 

                                                           
89 Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/fiscalia/Protocolo_de_Tecnicas_Especiales_de_In
vestigacion_(FECC).pdf 
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 Entre octubre de 2019 y septiembre de 2025, 23 de las 272 investigaciones iniciadas 
por la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción (alrededor del 8.5%) derivaron 
en un escrito de acusación por hechos de corrupción. (Indicador 078). 

 En septiembre de 2020, había 126 peritos adscritos a la Fiscalía General del Estado; 
ninguno se especializaba en delitos por hechos de corrupción. Al mes de septiembre 
de 2025, de los 145 peritos que laboran en dicho órgano autónomo, dos se especializan 
en delitos de corrupción. (Indicador 077). 

 
E4. Controlar. Controlar los recursos públicos 
 
S7. Garantizar. Garantizar que los funcionarios actúen conforme a criterios objetivos 

 
P28. Estudios especializados (Corto plazo) 
Generar evidencia e insumos técnicos sobre el funcionamiento, capacidades y desempeño 
de las instancias encargadas de la detección, investigación, substanciación, determinación, 
resolución y sanción de faltas administrativas y delitos por hechos de corrupción, que 
produzca inteligencia administrativa y mejore los procesos correspondientes 
 Los insumos técnicos producidos por la SESEA Aguascalientes se han compendiado 

en el Micrositio de publicaciones disponible en 
https://www.seaaguascalientes.org/publicaciones/index.html, donde el usuario 
encuentra accesibles más de un centenar de censos, estudios de opinión, análisis, 
reportes, y bases de datos. 

 Tres de cada 4 sujetos obligados de nivel estatal y municipal en Aguascalientes, se 
encuentra interconectado al Sistema nacional de servidores públicos y particulares 
sancionados (Sistema 3).90 

 
P35. Cabildeo (Mediano plazo) 
Impulsar la creación y homologación de principios normativos en materia de cabildeo y 
conflicto de interés dirigidos a la prevención y sanción de hechos de corrupción 
 El H. Congreso del Estado de Aguascalientes no cuenta con padrón de cabilderos. El 

término no se contempla en la Ley orgánica del Poder Legislativo ni en su Reglamento. 
 
P39. Política de descuentos (Mediano plazo) 
Promover que el otorgamiento de descuentos y la cuantía de los mismos, se sujeten a 
lineamientos preestablecidos, sin que los servidores públicos cuenten con facultades 
discrecionales 
 Entre octubre de 2019 y septiembre de 2025, la cantidad de entes públicos que 

cuentan con disposiciones normativas que definan el monto como las hipótesis para 
otorgar descuentos, ha variado entre las 30 y las 41 instituciones. (Indicador 088). 91 

                                                           
90 Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción. Estadísticas de interconexión con la 
Plataforma Digital Nacional. Disponible en: https://cobertura.plataformadigitalnacional.org/ 
(consultado el 03 de abril de 2026). 
91 Hay que tomar estas respuestas con precaución pues dichas disposiciones abarcan desde 
lineamientos específicos autorizados por el órgano de gobierno del ente público, como la Ley de 

https://www.seaaguascalientes.org/publicaciones/index.html
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P40. Regularizar el patrimonio inmobiliario (Mediano plazo)  
Adoptar medidas para que la regularización de la posesión de los inmuebles usados por el 
gobierno, se realice a través de contratos de compraventa, expropiaciones y permutas a 
precios justos 
 De acuerdo con el Censo de gobierno, coordinador por la SESEA, en septiembre de 

2025, nueve instituciones consignaban el valor del avalúo de los bienes inmuebles que 
se declaran parte del patrimonio de su ente público. (Indicador 089).92 

 
P47. Prevención en los rastros municipales (Corto plazo) 
Reducir la introducción de animales robados o que no han sido verificados por los 
veterinarios de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural del gobierno federal (SADER) 
en los rastros y mataderos municipales 
 En septiembre de 2025, cuatro municipios (Aguascalientes, Asientos, Calvillo y Rincón 

de Romos reportaron adoptar medidas para evitar la reutilización del dispositivo 
SIINIGA en sus rastros o mataderos. 

 A través del Órgano Interno de Control del Municipio de Aguascalientes, se promovió 
una revisión jurídica-administrativa por parte de la Coordinación General de Salud 
municipal, que tuvo por objetivo evaluar los alcances y facultades que el código 
municipal otorga a dicha Coordinación en materia de rastros.93 

 
P48. Gestión de la calidad (Mediano plazo) 
Promover la implementación de sistemas de gestión de la calidad 
 En septiembre de 2025, solamente en el Municipio de Aguascalientes se había 

practicado alguna revisión, inspección o auditoría interna en las áreas encargadas del 
manejo de residuos, para verificar la conformidad de sus procesos con alguna norma 
o estándar de calidad internacional.94 

 
                                                           
Ingresos. Por lo que resultaría recomendable cerrar este objetivo con una revisión más prolija de 
casos específicos, y una recomendación dirigida a establecer estándares mínimos. 
92 Incluye a 5 instituciones que respondieron que el procedimiento se aplica, pero no sucedió 
durante el corte. Históricamente, sin embargo, las respuestas a este indicador han mostrado una 
variabilidad que nos indica que debemos tomarlas con precaución. Resultaría recomendable 
cerrar este objetivo con una revisión más prolija de los casos específicos, y una recomendación 
dirigida a establecer estándares mínimos. 
93 Sistema Estatal Anticorrupción. (2024). Sexto informe del Comité Coordinador del Sistema 
Estatal Anticorrupción. Aguascalientes: Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción 
(SESEA). Pág. 90. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/INFORME_CC_2023.pd
f (consultado el 26 de abril de 2026). 
94 De acuerdo con el Indicador 106, se dio seguimiento a este objetivo tomando como indicativo 
la aplicación de sistemas de gestión de calidad en el manejo de residuos. Sin embargo, la 
continuidad de este objetivo en general tendría que plantear un sucedáneo, considerando que la 
mayoría de los municipios no ha destinado recursos para la certificación externa de sus procesos. 



 

 

91 

P52. Pago de remuneraciones (Mediano plazo) 
Impulsar que la determinación y pago de las remuneraciones se realice en apego a lo que 
establecen los tabuladores salariales 
 De igual forma en 2021 el Comité Coordinador emitió por primera vez la 

recomendación REC-CC-SESEA-2021.16 con la finalidad de que 46 entes públicos 
contaran con manuales de remuneraciones. Para diciembre de 2025, faltaban de dar 
cumplimiento a dicha recomendación el Poder Legislativo, la Universidad Tecnológica 
Metropolitana de Aguascalientes, los municipios de Asientos, Cosío, El Llano y Rincón 
de Romos, y los organismos paramunicipales denominados Instituto Municipal 
Aguascalentense para la Cultura, e Instituto Municipal de la Juventud de 
Aguascalientes.95 

 En 2019, el Comité Coordinador emitió por primera vez la recomendación REC-CC-
SESEA-2019.12, y la ha reiterado cada año con el objeto de que los ayuntamientos 
consignen en sus presupuestos de egresos, tabuladores salariales aplicables a los 
servidores públicos municipales, y que los órganos de control respectivos verifiquen la 
determinación y pago de las remuneraciones. En diciembre de 2025 en el octavo 
informe anual se reportó que solamente Asientos, Calvillo, El Llano, Rincón de Romos 
y Tepezalá faltan de ajustar sus tabuladores conforme a la Ley de Remuneraciones.96 

 Entre octubre de 2020 y septiembre de 2025, los órganos internos de control de todos 
los poderes, municipios y órganos autónomos verifican la determinación y pago de 
remuneraciones de un promedio de 10,170 servidores públicos cada año (alrededor de 
un 18.5% de los trabajadores). Véase el Indicador 114. 

 
P55. Conflictos de intereses (Corto plazo) 
Erradicar los conflictos de intereses en cualquier proceso de adquisición, arrendamiento o 
enajenación de bienes del dominio privado del patrimonio inmobiliario del gobierno 
 Entre octubre de 2020 y septiembre de 2025, un tercio de los expedientes de los 

contratos traslativos de uso y dominio (enajenaciones a título oneroso o gratuito, 
permutas, donaciones, comodatos, entregas en usufructo o como pago en especie) de 

                                                           
95 Sistema Estatal Anticorrupción. (2025). Octavo informe anual del Comité Coordinador del 
Sistema Estatal Anticorrupción de Aguascalientes. Anexo 1: Informe de seguimiento de las 
Recomendaciones. Aguascalientes: Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción 
(SESEA). Págs. 12-7. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/anexos_8_informe/02-
Anexo_1_Seguimiento_RNV.pdf (consultado el 29 de abril de 2026). 
96 Sistema Estatal Anticorrupción. (2025). Octavo informe anual del Comité Coordinador del 
Sistema Estatal Anticorrupción de Aguascalientes. Anexo 1: Informe de seguimiento de las 
Recomendaciones. Aguascalientes: Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción 
(SESEA). Págs. 14-5. Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/anexos_8_informe/02-
Anexo_1_Seguimiento_RNV.pdf (consultado el 29 de abril de 2026). 
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bienes inmuebles de todos los poderes, municipios y órganos autónomos, contaron 
con un manifiesto de no conflicto de interés.97 

 
P56. Recursos humanos (Mediano plazo) 
Implementar sistemas electrónicos que permitan controlar las incidencias del personal 
 Entre octubre de 2020 y septiembre de 2025, un promedio de 60 entes públicos (el 

86% de los existentes en todos los poderes, municipios y órganos autónomos) han 
operado con un sistema electrónico de control de asistencias e incidencias del personal 
con una escasa variabilidad (la desviación estándar de este indicador es de 4 puntos 
porcentuales). Véase el Indicador 123. 

 
S8. Evaluar. Fortalecer la evaluación del desempeño, así como la de los programas, los procesos y 
el personal 
 

P44. Armonización contable (Mediano plazo) 
Impulsar la consolidación y evaluación a escala nacional de los procesos de armonización 
contable, así como de mecanismos que promuevan el ejercicio de los recursos públicos con 
criterios de austeridad y disciplina financiera, y que aseguren la generación de ahorros 
presupuestarios 
 El Estado de Aguascalientes promedió un cumplimiento de 91.03% en las 15 

verificaciones practicadas en el marco del Sistema de Evaluaciones de la Armonización 
Contable (SEvAC) entre los años 2021 y 2025.98 Las calificaciones más recientes en los 
primeros tres períodos de 2025, le dieron a nuestro Estado calificaciones globales de 
96.62, 98.15, y 99.65%, ubicando a Aguascalientes como la segunda entidad mejor 
evaluada a nivel nacional en este último trimestre.99 

 Entre los cortes de 2020 y de 2025, la Secretaría Técnica del Consejo de Armonización 
Contable del Estado de Aguascalientes (CACEA) impartió o promovió 193 
capacitaciones (la totalidad de las que tenía planeadas): 29 realizadas entre octubre de 
2019 y septiembre de 2020; 36 durante el corte de 2021; 36 en el corte de 2022; 32 
en el de 2023; 33 en 2024; y 27 capacitaciones en el corte de 2025. En promedio, 32 
capacitaciones cada período, con una desviación estándar de 3.3. (Indicador 094). 

 
P45. Sistema de Evaluación del Desempeño (Mediano plazo) 
Fortalecer mecanismos de evaluación de los programas presupuestarios con enfoques de 
derechos humanos y gestión de riesgos de corrupción 

                                                           
97 Se trata de 66 contratos traslativos de uso y dominio con manifiesto de no conflicto de interés, 
de un total de 204 contratos a favor de particulares. Véase el Indicador 122. 
98 Se tiene en consideración hasta el tercer trimestre de 2025, el más reciente publicado en el 
sitio: https://www.conac.gob.mx/es/CONAC/Transparencia (Última actualización: 13 de febrero 
de 2026; consultado el 30 de abril de 2026).  
99 Según los registros de los censos de gobierno coordinados por la SESEA, todos los entes 
públicos presentaron la evaluación de armonización contable entre los cortes de 2020 al de 2025. 
Véase al respecto el Indicador 093. 



 

 

93 

 Entre los ejercicios fiscales de 2022 y de 2024, el Poder Ejecutivo, los municipios y los 
órganos autónomos publicaron una evaluación o informe de resultados con relación al 
40.5% de los programas de desarrollo social de origen federal, estatal y municipal que 
gestionaron. Informaron y/o evaluaron 44 programas durante 2022 (alrededor de un 
42% del total); emitieron informes y evaluaciones en relación con otros 47 programas 
en 2023 (37.9%); e hicieron lo mismo con otros 68 programas sociales en 2024 (41.5%). 
Véase al respecto el Indicador 095. 

 De acuerdo con el Censo de gobierno coordinado por la SESEA, al 30 de septiembre 
de 2025, coordinado por la SESEA, 11 instancias técnicas de evaluación cuentan con 
lineamientos vigentes para operar el Sistema de Evaluación del Desempeño (SED). 
Pero los poderes legislativo y judicial, así como cinco municipios, y dos órganos 
autónomos carecen de dicha normativa. (Indicador 096). 

 Entre octubre de 2020 y septiembre de 2025, las instancias técnicas en materia de 
evaluación del gasto público de nivel estatal y municipal,100 emitieron 6,593 
recomendaciones al desempeño con base en los resultados de las evaluaciones a los 
indicadores de desempeño correspondientes. De acuerdo con estas instancias, las 
dependencias y entidades estatales y municipales, por su parte, dieron cumplimiento 
a 1,944 de éstas (29.5%). Véase el Indicador 097. 

 Derivado de la revisión de las cuentas públicas de los años 2019 al 2024, el Órgano 
Superior de Fiscalización del Estado emitió 428 recomendaciones al desempeño, de 
las cuales, dicha instancia reportó 157 como atendidas (36.68%). Véase el Indicador 
098. 

 Entre los ejercicios fiscales 2020 al 2024, los poderes públicos, los municipios, así como 
los órganos autónomos, han evaluado 2,046 programas presupuestarios de los 3,045 
programas implementados (67.2%). Esto es, se evalúa un promedio de 409 programas 
cada año. (Indicador 099). 

 Entre octubre de 2020 y septiembre de 2025, la Comisión para el Fortalecimiento de 
las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Aguascalientes realizó 287 
evaluaciones, calificando a un promedio de 57.4 organizaciones anualmente. En el 
transcurso de este período, solamente se ha sancionado a una organización, lo que 
ocurrió durante el corte de 2023. (Indicador 100). 

 
E5. Fiscalizar. Fiscalizar los recursos públicos 
 
S9. Estandarizar. Impulsar el uso de normas de auditoría sencillas y homólogas 
 

P50. Sistema Estatal de Fiscalización (Corto plazo) 
Impulsar la coordinación entre los integrantes del Sistema Estatal de Fiscalización para la 
homologación y simplificación de normas, procesos y métodos de control interno, auditoría 
y fiscalización; así como la colaboración con otras instancias públicas que facilite el 

                                                           
100 A nivel estatal, la Secretaría de Planeación, Participación y Desarrollo (SEPLADE) y su 
predecesor, el Instituto de Planeación del Estado de Aguascalientes (IPLANEA); a nivel municipal, 
las Coordinaciones Municipales de Planeación (COMUPLA) previstas en la Ley de Presupuesto, 
gasto público y responsabilidad hacendaria del Estado de Aguascalientes y sus municipios. 
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intercambio de información para maximizar y potencializar los alcances y efectos de la 
fiscalización y de los procedimientos de investigación y sanción de faltas administrativas y 
hechos de corrupción 
 Entre octubre de 2020 y septiembre de 2025, las autoridades resolutoras de los entes 

públicos de todos los poderes, municipios y órganos autónomos, sancionaron 30 de 
cada 100 procedimientos de responsabilidad administrativa, derivados de las 
auditorías internas llevadas a cabo por los órganos internos de control. Durante los 
cortes de 2021 al de 2025, estas autoridades impusieron 144 sanciones firmes (todas 
por la comisión de faltas no graves) de un total de 484 procedimientos. Durante los 
cortes de 2021 al de 2025, no se ha impuesto sanción alguna por la comisión de faltas 
administrativas graves o de particulares, que tuviera como origen una auditoría 
practicada por su órgano interno de control.101 

 Entre octubre de 2020 y septiembre de 2025, las autoridades resolutoras de los entes 
públicos de todos los poderes, municipios y órganos autónomos, sancionaron 37 de 
cada 100 procedimientos iniciados como resultado de una auditoría externa, 
imponiendo de esta forma, 211 sanciones firmes (todas por la comisión de faltas no 
graves) de un total de 566 procedimientos. Durante los cortes de 2021 al de 2025, no 
se ha impuesto sanción alguna por la comisión de faltas administrativas graves o de 
particulares, que tuviera como origen una auditoría practicada por el Órgano Superior 
de Fiscalización o por algún despacho externo.102 

 Entre los cortes de 2021 y de 2025, un promedio de 39 entes públicos difundió los 
informes de resultados de las auditorías. Véase el Indicador 048. 

 
S10. Modernizar. Introducir tecnologías encaminadas a mejorar el control y la fiscalización 

 
P32. Sistemas de inteligencia en la PDN (Mediano plazo) 
Incorporar sistemas de inteligencia estandarizados e interoperables en los entes públicos 
orientados a la detección, e investigación de faltas administrativas y hechos de corrupción, 
derivados de la implementación de la PDN 
 El 100% de los entes públicos estatales y municipales de Aguascalientes, se encuentra 

interconectado al Sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y 

                                                           
101 Véase al respecto el Indicador 069 así como las respuestas de la Sala Administrativa y el 
Tribunal de Justicia Administrativa al reactivo con el Id 376. 
102 Véase al respecto el Indicador 068 así como las respuestas de la Sala Administrativa y el 
Tribunal de Justicia Administrativa al reactivo con el Id 374. Cabe añadir que el 28 de agosto de 
2025 se designó a la Unidad Substanciadora del Órgano Superior de Fiscalización. Sistema Estatal 
Anticorrupción. (2025). Octavo informe anual del Comité Coordinador del Sistema Estatal 
Anticorrupción de Aguascalientes. Anexo 1: Informe de seguimiento de las Recomendaciones. 
Aguascalientes: Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción (SESEA). Págs. 61. 
Disponible en: 
https://www.seaaguascalientes.org/documentos/cc_quees/informe_anual/anexos_8_informe/02-
Anexo_1_Seguimiento_RNV.pdf (consultado el 08 de mayo de 2026). 
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constancia de presentación de declaración fiscal (Sistema 1) de la Plataforma Digital 
Nacional.103 

 Entre los cortes de 2021 y de 2025, el porcentaje de entes públicos interconectados 
al Sistema de evolución patrimonial, declaración de intereses y constancia de 
presentación de declaración fiscal (Sistema 1) pasó del 10.3% en el corte 2021, a 42.6% 
en el corte de 2022, permaneciendo en 44.1% durante el corte de 2023, y luego 
incrementando al 100% en el corte de 2024, y cerrando el registro en septiembre de 
2025, con un 97% de los entes públicos. (Indicador 076). 

 Entre los cortes de 2021 y de 2025, el porcentaje de los servidores públicos que 
presentaron declaración patrimonial de modificación entre enero y mayo, pasó de 
2.1% en 2021, a 28.8% en 2022, permaneciendo en 32.9% en 2023, y posteriormente 
incrementado a 92.7% en 2024, para finalizar en 75.2% en 2025. (Indicador 055). 

 
P53. Riesgos (Mediano plazo) 
Impulsar el desarrollo y utilización de metodologías de análisis de datos masivos e 
inteligencia artificial relacionadas con la identificación de riesgos, la evaluación, la mejora 
de la gestión, la auditoría y la fiscalización estratégicas de programas, procesos, 
actividades y funciones en el sector público 
 La SESEA Aguascalientes estará pendiente de que la Secretaría Ejecutiva del Sistema 

Nacional Anticorrupción (SESNA) emita el estándar de datos para el Sistema de 
información y comunicación del Sistema Nacional Anticorrupción y del Sistema 
Nacional de Fiscalización (Sistema 4). 

 
Conclusiones y recomendaciones para la actualización de objetivos de la Política Estatal 
Anticorrupción 
 
Durante el período 2021-2025, el sector público de Aguascalientes logró avances relevantes en la 
construcción de capacidades institucionales, mecanismos de coordinación, instrumentos 
normativos, sistemas de información y herramientas de control orientadas a la prevención, la 
detección, la sanción, el control y la fiscalización. No obstante, también se identifican rezagos 
diferenciados que no pueden atribuirse a falta de implementación, sino a problemas de diseño de 
objetivos, limitaciones de medición, cambios normativos, y dificultades de consolidación 
institucional. 
 
Por una parte, podemos identificar prioridades que podemos considerarse razonablemente 
atendidas o concluidas durante los ciclos de corto o mediano plazo de la Política Estatal 
Anticorrupción. Tal es el caso de, entre otras, las prioridades P14 (mercado formal inmobiliario), 
P24 (obras de urbanización), P27 (colaboración con autoridades fiscales), P29 (órganos de control 
y asuntos internos), P33 (fortalecimiento de la procuración de justicia), P44 (armonización contable), 
P47 (prevención en rastros municipales) y P56 (recursos humanos), las cuales presentan evidencia 

                                                           
103 Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción. Estadísticas de interconexión con la 
Plataforma Digital Nacional. Disponible en: https://cobertura.plataformadigitalnacional.org/ 
(consultado el 03 de abril de 2026). 
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suficiente de implementación sostenida, desarrollo de capacidades institucionales o 
funcionamiento operativo conforme al diseño previsto. 
 
En segundo término, se identifican prioridades que requieren ser replanteadas, reagrupadas o 
simplificadas, debido a problemas de diseño o a su superposición con otros objetivos. El caso más 
evidente es el de las prioridades P2, P9, P11, P15, P18, P19, P20, P21 o P26, las cuales describen 
intenciones de fortalecer el gobierno abierto y la participación ciudadana, pero evidencian una 
falta de implementación sostenida en el tiempo debido a que hasta ahora, se han abordado a 
través de la creación de nuevos mecanismos basados en los objetivos personales de los ciudadanos 
organizados. Estas iniciativas ciudadanas se podrían beneficiar encauzándolas en el marco 
programático-presupuestal-normativo previsto en la legislación local, fortaleciendo los esquemas 
de participación financiada derivada de la Ley de Fomento a las Organizaciones de la Sociedad 
Civil, al paralelo que se robustece la participación ciudadana en otros esquemas no financiados de 
colaboración con la autoridad como los comités ciudadanos de control y vigilancia de la obra 
pública. 
 
Otra línea de trabajo tiene que ver con la identificación de prioridades que dependen de productos 
estadísticos descontinuados, o que no permiten la desagregación de sus resultados por unidad 
administrativa, rompiendo con la retroalimentación que cada ejercicio de evaluación de la política 
anticorrupción debe ofrecer. Es el caso, por ejemplo, de la P1 (Simplificar trámites), cuyo 
seguimiento se ha planteado a través de datos obtenidos de la Encuesta Nacional de Calidad e 
Impacto Gubernamental y la Encuesta Nacional de Calidad Regulatoria e Impacto Gubernamental 
en Empresas del INEGI. En el primer caso, se trata de una encuesta bienal, que no puede 
desagregarse para retroalimentar instituciones específicas; mientras que, en el segundo, se trata 
de un producto estadístico descontinuado que INEGI produjo por última vez en 2020, por lo que 
solamente sirvió para el diagnóstico de la política anticorrupción. 
 
En tercer lugar, se identifican prioridades cuya eliminación se considera procedente por razones 
jurídicas o de viabilidad institucional. En este supuesto se encuentran por ejemplo: la prioridad P3 
(Procuraduría de Desarrollo Urbano), sujeta a la desaparición normativa de la Procuraduría Estatal 
de Desarrollo Urbano, a la que nunca se dotó de presupuesto ni personal; la prioridad P35, al no 
existir base jurídica para constituir un padrón de cabilderos en el marco normativo vigente del 
Congreso del Estado; y la prioridad P48, debido a la baja adopción institucional de sistemas de 
certificación externa en procesos municipales, lo que hace inviable su continuidad como objetivo 
específico de esa política pública. 
 
La prioridad P31 (política criminal en materia de corrupción) debe considerarse concluida en 
términos de diseño de política, en virtud de la ausencia de emisión de una política criminal formal 
por parte de la autoridad competente, lo que sugiere la oportunidad de redefinir su alcance en 
términos de fortalecimiento de capacidades de investigación y persecución penal, englobándolas 
en una propuesta replanteada de prioridad P33 (fortalecer la procuración de justicia). 
 
Por otra parte, se recomienda mantener, pero reformular la prioridad P28 (estudios especializados) 
incorporando explícitamente su vínculo con el Sistema nacional de servidores públicos y 
particulares sancionados (Sistema 3) de la Plataforma Digital Nacional y la generación de insumos 
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técnicos para el Sistema Estatal Anticorrupción, con el fin de fortalecer su utilidad como eje de 
inteligencia institucional. 
 
De igual forma, se debe poner a consideración la utilidad de dar un seguimiento estadístico a 
determinados objetivos cuyo tratamiento por el Comité Coordinador puede abordarse de una 
manera más eficaz, mediante el uso casuístico de sus facultades. Por ejemplo, aportaría más al 
cumplimiento de la prioridad P39 (política de descuentos) dejar el seguimiento cuantitativo de los 
indicadores, y proceder a un análisis de caso que, con base en las mejores prácticas, formule 
recomendaciones por parte del Comité Coordinador. Es asimismo el caso de las prioridades P18, 
P19, P21, P22 y P26, en el que se proponía la emisión de una política de transparencia proactiva 
encaminada a los fines específicos de tales objetivos. Si bien previo a su extinción en mayo de 
2025, el órgano garante en Aguascalientes no emitió política alguna en la materia, permanece la 
facultad en las actuales autoridades garantes así como del propio Comité Coordinador de emitir 
recomendaciones, por lo que resultaría conducente a promover estos objetivos, que tales 
instancias hicieran uso de esta facultad para formular recomendaciones a entes públicos concretos, 
orientados a la generación de políticas de transparencia con sentido social que fortalezcan el 
combate a la corrupción. 
 
En conjunto, los resultados del análisis permiten concluir que la actualización de la Política Estatal 
Anticorrupción deben orientarse a tres criterios centrales: la depuración de objetivos que han sido 
atendidos o que han perdido vigencia institucional; en segundo lugar, la integración de prioridades 
dispersas en torno a objetivos más coherentes y monitoreables; y en tercer lugar, el fortalecimiento 
de  objetivos con indicadores que se pueden desagregar por institución, medibles periódicamente, 
y directamente vinculados a competencias administrativas concretas. 
 
El proceso de actualización de la Política Estatal Anticorrupción no debe limitarse a la modificación 
incremental de los objetivos existentes, sino que debe constituir un ejercicio de rediseño orientado 
a perfeccionar los instrumentos de rendición de cuentas implementados por el Sistema Estatal 
Anticorrupción de Aguascalientes. 
 

IR AL ANEXO I.7 
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I.8 Proyección de objetivos a largo plazo 
 
Introducción 
 
La proyección de objetivos de largo plazo constituye un componente fundamental dentro de los 
procesos de evaluación y actualización de políticas públicas orientadas a la coordinación 
institucional. En el caso de la Política Estatal Anticorrupción (PEA), este ejercicio adquiere particular 
relevancia debido a que los objetivos de largo plazo fueron proyectados para generar 
transformaciones estructurales cuya consolidación trasciende los primeros ciclos de 
implementación de la política y requiere la participación sostenida de múltiples actores públicos, 
sociales y académicos. 
 
A diferencia de los apartados previos de este informe, cuyo propósito consistió en documentar la 
evolución del marco jurídico y programático, los principales resultados obtenidos durante el 
período 2021-2025, así como los rezagos identificados en los objetivos de corto y mediano plazo, 
el presente apartado tiene por objeto analizar el estado actual de cumplimiento de las prioridades 
de largo plazo de la Política Estatal Anticorrupción y valorar su pertinencia de cara al período 2027-
2030. 
 
Por su propia naturaleza, los objetivos de largo plazo no se orientan únicamente a la 
implementación de acciones específicas o al cumplimiento de productos institucionales concretos, 
sino a la consolidación gradual de capacidades, sistemas, mecanismos de coordinación, procesos 
de profesionalización, esquemas de participación y herramientas tecnológicas que permitan 
fortalecer la integridad pública y la prevención, detección, sanción, control y fiscalización de la 
corrupción en el Estado. En consecuencia, su evaluación exige una perspectiva distinta a la 
empleada para los objetivos de corto y mediano plazo, pues el análisis debe considerar no sólo los 
resultados alcanzados, sino también el grado de madurez institucional alcanzado y las condiciones 
necesarias para asegurar su sostenibilidad en el tiempo. 
 
Asimismo, la experiencia acumulada durante el período 2021-2025 evidencia que algunos de los 
objetivos formulados originalmente continúan siendo plenamente vigentes, mientras que otros 
enfrentan desafíos derivados de cambios normativos, avances tecnológicos, modificaciones en los 
esquemas de coordinación interinstitucional o limitaciones asociadas a sus mecanismos de 
seguimiento y evaluación. Estas circunstancias hacen necesario valorar no sólo el nivel de avance 
observado, sino también la pertinencia de conservar, fortalecer, replantear o reorientar 
determinados objetivos para las siguientes etapas de implementación de la Política Estatal 
Anticorrupción. 
 
Por otra parte, resulta importante señalar que el cumplimiento de un objetivo de largo plazo no 
debe interpretarse como la conclusión definitiva de una línea de acción pública. Al igual que ocurre 
con los fenómenos que busca atender la Política Estatal Anticorrupción, los riesgos de corrupción, 
las capacidades institucionales y las expectativas sociales evolucionan constantemente, lo que 
obliga a revisar periódicamente los instrumentos de política pública para asegurar su efectividad y 
capacidad de adaptación. En este sentido, la actualización de la Política Estatal Anticorrupción 
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representa una oportunidad para fortalecer aquellos componentes que han demostrado resultados 
positivos, corregir áreas susceptibles de mejora y consolidar una agenda de largo alcance 
orientada a la generación de valor público. 
 
El análisis desarrollado en las siguientes páginas busca ofrecer una perspectiva prospectiva sobre 
las prioridades de largo plazo de la Política Estatal Anticorrupción. Más que determinar el 
cumplimiento definitivo de objetivos cuya naturaleza excede el horizonte temporal de este 
informe, se pretende identificar los avances observados, los desafíos pendientes y las 
oportunidades de fortalecimiento institucional que deberán considerarse durante el período 2027-
2030. De esta forma, el presente apartado constituye tanto un ejercicio de evaluación como un 
insumo estratégico para los trabajos de actualización, rediseño y consolidación de la Política Estatal 
Anticorrupción en su siguiente etapa de implementación. 
 
Progreso en la atención de los objetivos de largo plazo 
de la Política Estatal Anticorrupción 
 
E1. Prevenir. Prevenir los actos de corrupción 
 
S1. Desregular. Reducir el costo de la legalidad 
 
P4. Servicios transaccionales en línea (Largo plazo) 
Establecer sistemas transaccionales para el trámite de licencias, permisos y pago de servicios. 
 

 Entre 2021 y 2025, la implementación de mecanismos digitales para la realización de 
trámites y servicios públicos presentó avances graduales, aunque insuficientes para 
consolidar un esquema generalizado de atención electrónica. Durante los primeros años 
del período evaluado se observó una reducción en el uso de sistemas electrónicos para la 
gestión de permisos, licencias y pagos, situación que mantuvo espacios de interacción 
presencial susceptibles de generar costos de transacción elevados para la ciudadanía. No 
obstante, hacia el cierre de 2025 se registró una recuperación en los niveles de 
digitalización, alcanzando un 6.06% de trámites totalmente transaccionales en línea. 
 
 

S2. Educar. Robustecer la cultura de la legalidad 
 

P12. Homologar campañas de comunicación (Largo plazo) 
Homologar criterios a escala nacional para la realización de campañas de comunicación sobre la 
corrupción, sus costos, implicaciones y elementos disponibles para su combate. 

 Durante el período 2021-2025, las instituciones públicas mantuvieron acciones de 
comunicación relacionadas con la prevención y combate a la corrupción, aunque con 
resultados variables en términos de alcance y continuidad. Si bien se identificó la existencia 
de programas de comunicación institucional en diversos entes públicos, los indicadores 
muestran fluctuaciones en la intensidad de las campañas implementadas, con incrementos 
observados en 2023 y 2025, y una disminución durante 2024. En conjunto, los resultados 
reflejan que la difusión de contenidos relacionados con la integridad pública se ha 
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mantenido vigente dentro de la agenda institucional, aunque persisten retos para 
consolidar criterios homogéneos de comunicación en la materia. (Indicador 029). 

P13. Formación cívica en el sistema educativo (Largo plazo) 
Colaborar con el Sistema Educativo Nacional en materia de formación cívica, ética, integridad y 
derechos humanos. 

 Durante el período 2021-2025, la incorporación de contenidos relacionados con 
integridad, ética pública, derechos humanos y combate a la corrupción en los planes y 
programas educativos presentó un comportamiento irregular. Después de registrar 
variaciones negativas entre 2021 y 2023, el indicador mostró una recuperación significativa 
en 2024; sin embargo, durante 2025 volvió a presentar una disminución. Esta evolución 
evidencia avances parciales en la integración de estos temas dentro de los procesos 
formativos, aunque sin una tendencia sostenida que permita afirmar su consolidación 
durante el período evaluado. (Indicador 030). 

E2. Detectar. Detectar las desviaciones a las normas u objetivos 
 
S3. Involucrar. Involucrar a la sociedad en la vigilancia a la autoridad 
 
P17. Protección a denunciantes y testigos (Largo plazo) 
Generar y ejecutar procesos homologados a escala nacional de protección a denunciantes, 
alertadores, testigos, servidores públicos expuestos, peritos y víctimas de hechos de corrupción. 

 Durante el período 2021-2025, la percepción ciudadana relacionada con el temor a 
denunciar hechos de corrupción presentó resultados mixtos. Entre 2021 y 2022 se observó 
una disminución en el porcentaje de personas que manifestaban no denunciar por miedo 
a represalias; sin embargo, durante 2023 esta percepción volvió a incrementarse. En 2024 
se registraron avances en los mecanismos institucionales de atención y reparación del 
daño, mientras que en 2025 la Fiscalía General del Estado emitió un protocolo de 
protección para personas involucradas en investigaciones relacionadas con hechos de 
corrupción. No obstante, al cierre del período evaluado, una proporción significativa de la 
población continuaba manifestando temor a denunciar, lo que evidencia que la 
consolidación de mecanismos efectivos de protección sigue representando un desafío para 
las instituciones responsables. (Indicador 035). 

E3. Sancionar. Procesar las acusaciones por incumplir la norma, y sancionar a los culpables 
 
S6. Procesar. Garantizar el desahogo de las investigaciones 
 
P34. Combatir las redes de corrupción en las corporaciones policiales (Largo plazo) 
Combatir las redes de corrupción en las corporaciones policiales. 

 Durante el período 2021-2025 se registraron avances en el fortalecimiento de los 
mecanismos institucionales orientados a la investigación y atención de conductas 
irregulares dentro de las corporaciones policiales. Para 2023, la totalidad de los municipios 
contaba con normas disciplinarias claramente definidas para regular la actuación de los 
elementos de seguridad pública. Aunque en 2025 se observó una ligera disminución en el 
nivel de cobertura normativa, también se registró una reducción en los casos relacionados 
con conflictos de competencia para la investigación de denuncias contra elementos 
policiales. En conjunto, los resultados reflejan avances en la consolidación de mecanismos 
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de control interno y coordinación institucional en materia de seguridad pública. 
(Indicadores 082 y 065). 

E4. Controlar. Controlar los recursos públicos 
 
S7. Garantizar. Garantizar que los funcionarios actúen conforme a criterios objetivos 
 
P36. Gestión documental (Largo plazo) 
Impulsar políticas de archivo y procesos homologados de gestión documental, en colaboración 
con el Sistema Nacional de Archivos y el Sistema Nacional de Transparencia, que mejoren la calidad 
de la información que las entidades públicas registran mediante sistemas informáticos 
actualizados. 

 Durante el período 2021-2025 se observaron avances graduales en la adopción de 
prácticas relacionadas con la gestión documental y la organización de archivos 
institucionales. El porcentaje de entes públicos que realizaron auditorías archivísticas 
mostró una tendencia general de crecimiento, alcanzando su nivel más alto en 2025. 
Asimismo, se fortalecieron las acciones de coordinación impulsadas por el Comité 
Coordinador para promover la inscripción de archivos institucionales en el Registro 
Nacional de Archivos. No obstante, los resultados también muestran que la 
implementación de sistemas automatizados de gestión documental continúa siendo 
limitada en una proporción importante de instituciones públicas, por lo que persisten áreas 
de oportunidad para fortalecer la calidad, trazabilidad y disponibilidad de la información 
pública. (Indicador 084). 

P37. Sistema de información de la política social (Largo plazo) 
Generar un sistema único que integre información sobre las políticas sociales, que incluya un 
catálogo nacional de programas sociales y un padrón universal de beneficiarios que aproveche la 
información pública existente. 
 

 Durante el período 2021-2025 se registraron avances parciales en la integración y 
sistematización de información relacionada con los programas sociales. En 2024, tres de 
cada cuatro programas sociales de la administración pública estatal contaban con un 
padrón de beneficiarios registrado; sin embargo, para 2025 se observó una disminución 
en este porcentaje. Los resultados reflejan que, si bien existen mecanismos de registro y 
control de beneficiarios, aún persisten retos para consolidar un sistema integral de 
información que permita homologar criterios, evitar duplicidades y fortalecer la 
transparencia y rendición de cuentas en la gestión de los programas sociales. (Indicador 
085). 

 
P38. Transparencia en compras y contrataciones públicas (Largo plazo) 
Desarrollar e implementar un sistema único de información sobre compras y adquisiciones 
públicas, que incluya un padrón nacional de proveedores de gobierno y un sistema nacional 
homologado de contrataciones públicas, vinculados a la Plataforma Digital Nacional. 
 

 Durante el período 2021-2025 continuaron los esfuerzos institucionales orientados a 
fortalecer la transparencia y trazabilidad de las contrataciones públicas mediante la 
adopción de herramientas tecnológicas y mecanismos de interoperabilidad. En este 
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contexto, la implementación de los sistemas de información vinculados a la Plataforma 
Digital Nacional ha permitido sentar las bases para la integración progresiva de datos 
relacionados con proveedores, contrataciones y adquisiciones gubernamentales. No 
obstante, la consolidación de un sistema único de información en la materia continúa 
representando un objetivo de largo alcance cuya implementación depende de procesos 
de homologación tecnológica, estandarización de datos y coordinación interinstitucional 
entre los distintos órdenes de gobierno. 

 
P41. Mejorar controles y procedimientos en rastros y mataderos (Largo plazo) 
Mejorar los controles y procedimientos aplicables a las actividades de acopio, engorda e 
introducción de ganado en rastros y mataderos. 
 

 Durante el período 2021-2025 se observaron avances en los mecanismos de control 
implementados en los procesos relacionados con el manejo y movilización de ganado. El 
indicador asociado mostró una tendencia ascendente durante los últimos ejercicios 
evaluados, alcanzando en 2025 su nivel más alto del período. Estos resultados reflejan un 
fortalecimiento gradual de los controles administrativos y operativos aplicables a las 
actividades de acopio, engorda e introducción de ganado, contribuyendo a reducir riesgos 
asociados a la discrecionalidad y a fortalecer la trazabilidad de los procedimientos 
vinculados con esta actividad. (Indicador correspondiente al control de procedimientos de 
acopio, engorda e introducción de ganado). 

 
P42. Promover el estricto apego de competencias entre el Poder Ejecutivo y Legislativo, con el fin 
de evitar la invasión de facultades en materia de gestión social (Largo plazo) 
Promover el estricto apego de competencias entre el Poder Ejecutivo y Legislativo, con el fin de 
evitar la invasión de facultades en materia de gestión social. 
 

 Durante el período 2021-2025, el seguimiento de esta prioridad enfrentó desafíos 
asociados a la disponibilidad y consistencia de la información utilizada para su medición. A 
partir de 2021 se registró información relativa a los recursos destinados a apoyos sociales 
por parte del Poder Legislativo; sin embargo, el indicador presentó variaciones 
significativas entre ejercicios y, para el corte de 2025, no fue posible reportar un resultado 
comparable. Esta situación dificulta valorar de manera concluyente la evolución de los 
mecanismos orientados a delimitar competencias entre poderes públicos en materia de 
gestión social, por lo que el objetivo continúa representando un área de atención para 
fortalecer la claridad institucional y la rendición de cuentas. (Indicador 091). 

 
S8. Evaluar. Fortalecer la evaluación del desempeño, así como la de los programas, los procesos y 
el personal 
 
P46. Servicio profesional de carrera (Largo plazo) 
Generalizar el diseño, instrumentación y evaluación de servicios profesionales de carrera en todos 
los ámbitos de gobierno y poderes públicos, basados en el mérito, capacidades, desempeño y 
habilidades de acuerdo con el perfil de puesto, cargo o comisión, con perspectiva de género y 
fomento a la diversidad e inclusión. 
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 Durante el período 2021-2025, los avances en materia de profesionalización del servicio 

público se mantuvieron limitados. Para 2024, el porcentaje de servidores públicos que 
ingresaron mediante mecanismos basados en el mérito alcanzó el 14.89%, mientras que la 
cobertura de puestos sujetos a esquemas de Servicio Profesional de Carrera fue de 1.40%. 
En 2025 se observó una ligera disminución en los ingresos por mérito, mientras que la 
cobertura de puestos incorporados a estos sistemas mostró un incremento marginal. Los 
resultados reflejan que, aunque existen esfuerzos institucionales orientados a fortalecer la 
profesionalización del servicio público, la adopción de esquemas formales de carrera 
administrativa continúa siendo reducida en relación con el universo total de servidores 
públicos. (Indicadores 102 y 104). 

 
P49. Sistema único para apoyos de gestoría y programas sociales (Largo plazo) 
Impulsar el desarrollo de un sistema único para controlar y transparentar la entrega de apoyos de 
gestoría, programas de oportunidad, así como los otorgados a los beneficiarios colectivos de los 
programas sociales. 
 

 Durante el período 2021-2025 se identificaron avances limitados en la consolidación de 
mecanismos orientados a integrar y transparentar la información relacionada con apoyos 
de gestoría y programas sociales. La evidencia disponible muestra esfuerzos institucionales 
encaminados al fortalecimiento de registros y sistemas de información; sin embargo, no se 
cuenta con elementos suficientes que permitan acreditar la existencia o funcionamiento de 
un sistema único con el alcance originalmente previsto por esta prioridad. En consecuencia, 
al cierre del período evaluado, persisten desafíos relacionados con la integración, 
trazabilidad y transparencia de la información sobre los apoyos otorgados por las distintas 
instancias públicas. 

 
E5. Fiscalizar. Fiscalizar los recursos públicos 
 
S9. Estandarizar. Impulsar el uso de normas de auditoría sencillas y homólogas 
 
P51. Presentación de denuncias (Largo plazo) 
Impulsar la mejora y homologación a escala nacional de protocolos y procesos de presentación de 
denuncias y alertas por hechos de corrupción por parte de ciudadanos, contralores, testigos 
sociales e instituciones de fiscalización y control interno competentes. 
 

 Durante el período 2021-2025 continuaron los esfuerzos institucionales orientados a 
fortalecer los mecanismos de denuncia y alerta relacionados con posibles hechos de 
corrupción. En particular, la implementación progresiva de herramientas tecnológicas 
vinculadas a la Plataforma Digital Nacional ha contribuido a generar condiciones para una 
mayor coordinación e intercambio de información entre las autoridades competentes. No 
obstante, la consolidación de procesos homologados de recepción, seguimiento y 
atención de denuncias continúa representando un objetivo de largo alcance cuya 
implementación requiere fortalecer la interoperabilidad institucional y los mecanismos de 
coordinación entre los distintos integrantes del Sistema Estatal Anticorrupción. 
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S10. Modernizar. Introducir tecnologías encaminadas a mejorar el control y la fiscalización 
 
P54. Compras y contrataciones públicas (Largo plazo) 
Promover la creación y adopción de criterios y estándares unificados en las compras, 
contrataciones y adquisiciones públicas, que acoten espacios de arbitrariedad, y mejoren su 
transparencia y fiscalización. 
 

 Durante el período 2021-2025 se observaron avances relevantes en la adopción de 
mecanismos orientados a fortalecer la transparencia y el control de las contrataciones 
públicas. Entre 2023 y 2024 se registró una disminución significativa en la proporción de 
adjudicaciones directas, mientras que en 2025 se observaron mejoras en los controles 
relacionados con las ampliaciones de monto de los contratos públicos. Estos resultados 
reflejan un fortalecimiento gradual de las prácticas de control y supervisión en los procesos 
de contratación gubernamental, aunque persiste la necesidad de consolidar criterios 
homogéneos que permitan reducir espacios de discrecionalidad y fortalecer la rendición 
de cuentas en la materia. (Indicadores 119 y 120). 

 
P57. Reducir la diferencia entre los volúmenes de agua potable extraída de los pozos y el consumido 
en las tomas (Largo plazo) 
Reducir la diferencia entre los volúmenes de agua potable extraída de los pozos y el consumido 
en las tomas. 
 

 Durante el período 2021-2025 se impulsaron acciones orientadas a fortalecer los 
mecanismos de control y medición del consumo de agua potable, con el propósito de 
mejorar la gestión de los recursos hídricos y reducir pérdidas asociadas a fugas, tomas 
irregulares o deficiencias en los sistemas de distribución. Si bien los resultados observados 
muestran avances en la modernización de los sistemas de medición y control, la diferencia 
entre los volúmenes extraídos y los efectivamente consumidos continúa representando un 
desafío relevante para los organismos operadores, por lo que esta prioridad mantiene 
vigencia dentro de los objetivos de largo plazo de la Política Estatal Anticorrupción. 

 
P58. Incrementar la proporción de tomas que cuentan con aparatos medidores volumétricos (Largo 
plazo) 
Incrementar la proporción de tomas que cuentan con aparatos medidores volumétricos. 
 

 Durante el período 2021-2025 se registró un avance sostenido en la instalación y utilización 
de aparatos de medición volumétrica en las tomas de agua potable. El porcentaje de tomas 
con medidor pasó de 33.2% en 2021 a 42.4% en 2022, continuó incrementándose en 2023 
y alcanzó un nivel de cumplimiento de 81.72% para 2025. Los resultados reflejan un 
fortalecimiento progresivo de los mecanismos de medición y control del consumo de agua, 
contribuyendo a mejorar la disponibilidad de información para la gestión del recurso 
hídrico y la toma de decisiones por parte de las autoridades competentes. (Indicador 125). 

 
Conclusiones y recomendaciones para la operación 2027-2030 
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El análisis de las prioridades de largo plazo de la Política Estatal Anticorrupción permite identificar 
avances relevantes en materia de digitalización gubernamental, fortalecimiento de mecanismos de 
control, profesionalización institucional, transparencia, gestión documental y modernización de los 
sistemas de fiscalización. A diferencia de los objetivos de corto y mediano plazo, cuya 
implementación suele traducirse en productos o resultados observables dentro de períodos 
relativamente acotados, las prioridades de largo plazo se encuentran asociadas a procesos de 
transformación institucional que requieren continuidad, coordinación intergubernamental y 
capacidades técnicas sostenidas durante varios ciclos de planeación. 
 
En términos generales, los resultados observados durante el período 2021-2025 permiten concluir 
que las prioridades de largo plazo continúan siendo pertinentes para la atención de los riesgos de 
corrupción identificados por la Política Estatal Anticorrupción. Sin embargo, la experiencia 
acumulada durante los primeros años de implementación evidencia la necesidad de realizar ajustes 
que fortalezcan la capacidad de seguimiento, evaluación y operación de diversos objetivos, 
particularmente aquellos cuyo cumplimiento depende de factores externos al Sistema Estatal 
Anticorrupción o de decisiones que corresponden a autoridades nacionales. 
 
Una primera área de oportunidad se identifica en aquellas prioridades cuya redacción vincula su 
cumplimiento a procesos de homologación nacional o a la existencia de instrumentos generados 
por instancias federales. Es el caso de las prioridades P12 (Homologar campañas de comunicación), 
P17 (Protección a denunciantes y testigos), P38 (Transparencia en compras y contrataciones 
públicas) y P51 (Presentación de denuncias), cuyos objetivos fueron planteados bajo el supuesto 
de la existencia de mecanismos nacionales homogéneos que, en algunos casos, continúan en 
desarrollo o dependen de decisiones ajenas al ámbito estatal. En consecuencia, resulta 
recomendable que la actualización de la Política Estatal Anticorrupción reoriente estos objetivos 
hacia resultados directamente observables y atribuibles a las instituciones estatales, conservando 
la alineación con los sistemas nacionales, pero privilegiando la medición de capacidades y 
resultados locales. 
 
De igual forma, se identifican prioridades cuyo diseño original presenta dificultades para traducirse 
en indicadores estables o comparables a lo largo del tiempo. La prioridad P13 (Formación cívica 
en el sistema educativo), por ejemplo, ha sido medida mediante variaciones en la incorporación de 
contenidos educativos relacionados con integridad, ética pública y combate a la corrupción, 
registrando fluctuaciones significativas durante el período evaluado. Esta situación sugiere la 
conveniencia de transitar hacia mecanismos de evaluación centrados en resultados formativos, 
participación estudiantil o fortalecimiento de la cultura de la integridad, en lugar de depender 
exclusivamente de modificaciones curriculares que se encuentran fuera del control directo de las 
instituciones integrantes del Sistema Estatal Anticorrupción. 
 
Asimismo, se considera pertinente revisar la ubicación conceptual de determinadas prioridades 
dentro de la estructura de la Política Estatal Anticorrupción. Particularmente, la prioridad P17, 
relacionada con la protección de denunciantes, alertadores y testigos, presenta una vinculación 
más estrecha con los procesos de investigación, substanciación y sanción que con las actividades 
de detección propiamente dichas. Por ello, se estima conveniente valorar su incorporación al eje 
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relativo al procesamiento de acusaciones y sanción de conductas irregulares, fortaleciendo la 
coherencia interna de la política pública. 
 
Por otra parte, el análisis evidencia que la transformación digital continuará siendo uno de los 
principales desafíos para la etapa 2027-2030. Las prioridades 4, 37, 38, 49, 51 y 54 comparten una 
visión orientada a la construcción de sistemas de información interoperables capaces de reducir 
espacios de discrecionalidad, fortalecer la trazabilidad de las actuaciones gubernamentales y 
mejorar la disponibilidad de información para la toma de decisiones. No obstante, la experiencia 
de implementación demuestra que el valor de estos sistemas no radica únicamente en su 
existencia, sino en la calidad, integridad, actualización y aprovechamiento efectivo de los datos 
que generan. Por ello, la siguiente etapa de la Política Estatal Anticorrupción debería privilegiar la 
consolidación operativa de los sistemas existentes, así como la interoperabilidad entre plataformas 
y la explotación estratégica de la información disponible. 
 
En materia de fortalecimiento institucional, las prioridades P36 (Gestión documental) y P46 
(Servicio profesional de carrera) reflejan avances importantes, aunque todavía insuficientes para 
alcanzar niveles de consolidación generalizados. La limitada adopción de sistemas automatizados 
de gestión documental y la baja cobertura de esquemas de servicio profesional de carrera 
muestran que persisten espacios relevantes para fortalecer la capacidad institucional de los entes 
públicos. En este sentido, la actualización de la política debería promover mecanismos que faciliten 
la profesionalización progresiva del servicio público, la digitalización de archivos y la generación 
de información confiable para los procesos de auditoría, fiscalización y rendición de cuentas. 
 
Finalmente, las prioridades relacionadas con el control de recursos públicos y la gestión de 
servicios estratégicos, particularmente las vinculadas al uso de recursos hídricos, muestran que los 
objetivos de largo plazo pueden generar resultados concretos cuando cuentan con indicadores 
claros, responsables identificables y mecanismos permanentes de seguimiento. Los avances 
observados en la instalación de medidores volumétricos y en los mecanismos de control asociados 
al consumo de agua constituyen ejemplos de prioridades cuya continuidad puede contribuir tanto 
al fortalecimiento de la gestión pública como a la reducción de riesgos asociados a la 
discrecionalidad administrativa. 
 
En conjunto, los resultados del análisis permiten concluir que la etapa 2027-2030 debe orientarse 
menos a la creación de nuevas prioridades y más a la consolidación de las capacidades 
institucionales construidas durante los primeros años de implementación de la Política Estatal 
Anticorrupción. La actualización de la política representa una oportunidad para fortalecer la 
claridad conceptual de sus objetivos, mejorar sus mecanismos de medición, consolidar los sistemas 
de información existentes y asegurar que las prioridades de largo plazo continúen funcionando 
como instrumentos efectivos para la prevención y el combate de la corrupción en el Estado. 
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ANEXO I.5.1 
 
Anexo. Fechas de los convenios (y sus correspondientes renovaciones) celebrados por la SESEA 
Aguascalientes, con las secretarías ejecutivas de los sistemas anticorrupción de las entidades 
federativas, para otorgar licenciamiento gratuito de uso de programas de cómputo, para el 
funcionamiento de los Sistemas 1, 2 y 3. Años 2020 a 2026 
 

Número 
Entidad federativa de la secretaría 

ejecutiva beneficiada 
Sistema 1 Sistema 2 Sistema 3 

1 Chihuahua 03-dic-2020   

2 San Luis Potosí  
03-dic-2020 

19-mar-2024* 
20-dic-2021 

20-mar-2024* 
20-dic-2021 

20-mar-2024* 

3 Tlaxcala  
03-dic-2020 

09-abr-2024* 
  

4 Hidalgo  03-dic-2020   

5 Veracruz  04-dic-2020   

6 Yucatán 
04-dic-2020 
23-jul-2025* 

  

7 Baja California  11-dic-2020   

8 Quintana Roo  
11-dic-2020 

15-may-2024* 
  

9 Baja California Sur  
14-dic-2020 
04-jun-2024 
04-jul-2024* 

03-feb-2022 03-feb-2022 

10 Nayarit  
03-feb-2021 

01-abr-2023** 
10-dic-2025* 

15-mar-2022 
10-dic-2025* 

15-mar-2022 
10-dic-2025* 

11 Tabasco  
08-abr-2021 
08-jul-2024* 
08-jun-2025* 

  

12 Querétaro  
21-abr-2022 
15-abr-2026 

21-abr-2022 
15-abr-2026 

13 Campeche  23-ago-2022***  

* Entidades federativas que llevaron a cabo la renovación de las licencias de uso de programas de cómputo para la 
operación de algunos de los sistemas. 
** El segundo convenio con Nayarit, se celebró con el fin de que varios entes de dicha entidad federativa, pudieran hacer 
uso del subsistema licenciado a la Secretaría Ejecutiva del Sistema Local Anticorrupción, por conducto de dicho organismo 
descentralizado. 
*** Este convenio fue revocado al no contar la Secretaría Ejecutiva con las capacidades técnicas necesarias para hacer uso 
de los programas. 
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Anexo. Convenios celebrados con entes públicos del Estado de Aguascalientes y sus municipios, 
con relación al registro de información en el Sistema de evolución patrimonial, de declaración de 
intereses y constancia de presentación de declaración fiscal (Sistema 1) de la Plataforma Digital 
Estatal. Años 2020 al 2023 

No. Ente 
Fecha de 

celebración  
día/mes/año 

Tipo de Convenio 

Uso 
Directo 

Licenciamiento 
de Programa  

1 Congreso del Estado de Aguascalientes 03/12/2020  X 

2 Fiscalía General del Estado de Aguascalientes 03/12/2020  X 

3 Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes 03/12/2020 X  

4 Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes  01/01/2021 X  

5 Poder Judicial del Estado de Aguascalientes 24/02/2021  X 

6 Municipio de San Francisco de los Romo  22/11/2021  X 

7 Municipio de Aguascalientes 12/01/2022  X 

8 Municipio de Jesús María 31/03/2022  X 

9 Municipio de Calvillo 14/03/2022  X 

10 Municipio de San José de Gracia 04/03/2022 X  

11 Municipio de Pabellón de Arteaga 10/03/2022 X  

12 Municipio de Cosío 28/03/2022 X  

13 Municipio de Asientos 29/03/2022 X  

14 
Comisión de Agua Potable y Alcantarillado del Municipio de 

Pabellón de Arteaga (CAPAPA) 
29/03/2022 X  

15 Comisión de Derechos Humanos del Estado  11/04/2022 X  

16 Municipio de Tepezalá 26/04/2022 X  

17 Sistema de Financiamiento de Aguascalientes 19/05/2022 X  

18 Poder Judicial del Estado de Aguascalientes 16/08/2022  X 

19 Municipio de El Llano 12/09/2022 X  

20 
Organismo Operador del Agua Potable, Alcantarillado y 

Saneamiento del Municipio de Rincón de Romos (OOAPAS) 
26/03/2023 X  

21 Instituto de Transparencia del Estado de Aguascalientes 30/05/2023  X 

 

VOLVER AL APARTADO I.5.1 EVOLUCIÓN HISTÓRICA 
 

CONTINUAR CON EL APARTADO I.5.2 CUMPLIMIENTO DE LAS RECOMENDACIONES 

IR AL ÍNDICE 
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ANEXO I.6 
 
Anexo. Avance reportado del cumplimiento de las recomendaciones derivadas de los informes 
anuales del Comité Coordinador. Años 2019-2024 

 
Informe del que derivan las RNV 

Segundo Tercero Cuarto Quinto Sexto Séptimo  
Estatus de cumplimiento /1 2019 2020 2021 2022 2023 2024 SUMA 

Rojo (Núm.) 98 7 35 27 10 14 191 
Rojo (%) 24.45 4.24 12.54 13.43 5.92 5.79 13.1 

Naranja (Núm.) 180 95 99 81 61 69 585 
Naranja (%) 44.88 57.58 35.48 40.29 36.09 28.51 40.15 

Amarillo (Núm.) 29 15 65 32 15 19 175 
Amarillo (%) 7.23 9.09 23.3 15.92 8.88 7.85 12.01 

Verde (Núm.) 94 48 80 61 83 140 506 
Verde (%) 23.44 29.09 28.68 30.34 49.11 57.85 34.72 

SUMA 401 165 279 201 169 242 1,457 
PORCENTAJE 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100% 

/1 Estatus de cumplimiento: 
Rojo: El ente público no se manifestó respecto a la recomendación, ni se detectaron avances. 
Naranja: El ente público se manifiesta respecto a la recomendación, pero no reporta o se identifican avances 
Amarillo: El ente público reporta o se detectan avances parciales en el cumplimiento de lo recomendado 
Verde: El ente público reporta o se detecta el avance total o bien, de manera fundada y motivada, no aceptó la 
recomendación 

 
Anexo. Porcentaje de recursos de revisión en que el órgano garante o las autoridades garantes 
confirmaron la respuesta del sujeto obligado. Censos de gobierno (SESEA Aguascalientes). Cortes 
de 2021 al 2025 

 
 2021 2022 2023 2024 2025 SUMA 

038.A. Recursos de revisión que confirmaron la 
respuesta del sujeto obligado 

94 98 79 54 2 327 

038.B. Total de recursos de revisión resueltos 304 510 622 474 8 1,918 
PORCENTAJE 30.92% 19.22% 12.7% 11.4% 25%  

 
 
  

VOLVER AL ÍNDICE 
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Anexo. Sanciones impuestas por los juzgados penales, los tribunales en materia de justicia 
administrativa, así como por los órganos internos de control. Censos de gobierno coordinados por 
la SESEA. Cortes de 2021 al 2025. 
 

 
Sanciones firmes por faltas no graves 

originadas en…104 Sentencias por la 
comisión de 

faltas graves105 

Sentencias por 
delitos relacionados 

con hechos 
corrupción106 Corte 

Denuncias de 
particulares y 
autoridades 

Auditorías 
internas 

Auditorías 
externas 

2025 59107 7 14 0 3 
2024 187108 24 20 1109 2 
2023 207 29 14 0 0 
2022 106 36 42 1 3 
2021 70 48 121 4 0 

SUMA 629 144 211 6 8 

 
  

                                                           
104 Véase el Indicador 212 de los censos de gobierno 2021 al 2025, coordinados por la SESEA. 
105 Véase el Indicador 215 de los censos de gobierno 2021 al 2025, coordinados por la SESEA. 
106 Véase el Indicador 075 de los censos de gobierno 2021 al 2025, coordinados por la SESEA. 
107 El Censo de gobierno de 2025, publicado en 
https://www.seaaguascalientes.org/publicaciones/index.html, reporta un total de 60 sanciones 
con origen en denuncias de particulares o autoridades. Esta cifra, sin embargo, incluye la Queja 
Administrativa 17/2021, impuesta por el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, reportada 
mediante el Id 2008 (Variable 212.D). Sin embargo, en este documento los resultados del régimen 
especial de responsabilidades del personal del Poder Judicial se reportan separadamente, por lo 
que la mencionada Queja no se toma en consideración para este cuadro. 
108 El Censo de gobierno de 2024, publicado en 
https://www.seaaguascalientes.org/publicaciones/index.html, reporta un total de 191 sanciones 
con origen en denuncias de particulares o autoridades. Esta cifra, sin embargo, incluye las 
siguientes cuatro sanciones impuestas por el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, reportadas 
mediante el Id 2008 (Variable 212.D): Causa administrativa 0018/2019; la Causa administrativa 
0014/2020; la Queja administrativa 0050/2020; y la Queja Administrativa 0021/2021. Sin embargo, 
en este documento los resultados del régimen especial de responsabilidades del personal del 
Poder Judicial se reportan separadamente, por lo que no se toman en consideración para este 
cuadro. 
109 Al responder al corte de 2024 del Censo de gobierno, el Tribunal de Justicia Administrativa 
reportó cero sentencias definitivas condenatorias por faltas administrativas graves (Id 342, 
Variable 215.D). Sin embargo, durante ese mismo corte reportó una sanción firme impuesta por la 
comisión de faltas administrativas, resultado de una denuncia de particulares o autoridades (Id 
380, Variable 212.D). 

https://www.seaaguascalientes.org/publicaciones/index.html
https://www.seaaguascalientes.org/publicaciones/index.html
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Anexo. Número de denuncias recibidas e investigaciones iniciadas por la autoridad investigadora 
del Órgano Superior de Fiscalización del Estado (OSFAGS), por la comisión de faltas administrativas. 
Cuadros 209 y 212 de los censos de gobierno (SESEA Aguascalientes). Cortes de 2021 al 2025 
 

 ID 2021 2022 2023 2024 2025 SUMA 
209.C. Denuncias (auditorías externas) 316 0 0 4 281 398 683 

209.F. Investigaciones (auditorías externas) 315 0 218 193 193 197 801 
212.C. Procedimientos iniciados (auditorías 

externas y OSFAGS) 
314 0 0 0 0 0 0 

 
Anexo. Calificación otorgada a Aguascalientes en el Sistema de Evaluaciones de la Armonización 
Contable (SEvAC), con relación al cumplimiento de las normas en materia de armonización 
contable. Años 2021-2025 
 

Trimestre Cumplimiento 
Calificación 
promedio 

Registros 
contables 

Registros 
presupuestales 

Registros 
administrativos 

Transparencia Cuenta pública 

Segundo de 2017 Medio 70.16 80.74 82.54 60.20 60.16 57.01 
Tercero de 2017 Medio 78.02    78.02  
Cuarto de 2017 Medio 68.23 73.48 78.29 62.59 57.36  
Primero de 2018 Medio 79.61    79.61  
Segundo de 2018 Medio 78.97 80.95 82.26 70.47 80.33  
Tercero de 2018 Medio 84.07    84.59 74.94 
Cuarto de 2018 Medio 79.22 82.41 87.33 75.11 71.56  
Primero de 2019 Medio 88.78    88.78  
Segundo de 2019 Medio 86.43 88.92 86.71 82.12 86.17  
Tercero de 2019 Alto 92.7    93.11 80.55 
Cuarto de 2019 Medio 88.25 89.71 94.07 84.68 84.84 78.57 

2021 (Evaluación única) Alto 96.23 92.42 97.10 95.15 97.53  
Primero de 2022 Alto 94.85 95.54 96.63 91.24 95.26  
Segundo de 2022 Alto 97.29    97.29 95.95 
Tercero de 2022 Alto 96.41 96.43 97.90 94.70 96.52  
Primero de 2023 Alto 97.63    97.63  
Segundo de 2023 Alto 96.16 96.72 97.17 93.31 96.86  
Tercero de 2023 Alto 97.67    98.63 85.92 
Cuarto de 2023 Alto 97.51 98.60 99.93 96.91 94.47  
Primero de 2024 Alto 98.96%    98.96%  
Segundo de 2024 Alto 98.69 99.17 99.28 97.43 98.55  
Tercero de 2024 Alto 99.71    99.71 99.99 
Cuarto de 2024 Alto 97.87 98.27 99.60 96.79 96.76  
Primero de 2025 Alto 96.62    96.62  
Segundo de 2025 Alto 98.15 99.10 99.30 97.25 96.60  
Tercero de 2025 Alto 99.65    99.54 99.96 

Nota: Los datos fueron obtenidos del mapa interactivo del Consejo Nacional de Armonización Contable (CONAC) 
mediante consulta manual por entidad federativa y trimestre, registrando los valores desplegados en la interfaz gráfica. La 
información fue sistematizada por el autor con base en la versión vigente el 13 de febrero de 2026. 
Fuente: Elaboración propia con datos del Consejo Nacional de Armonización Contable. (2026).  Evaluaciones de 
armonización contable de entidades federativas y municipios. Disponible en: 
https://www.conac.gob.mx/es/CONAC/Transparencia (consultado el 30 de abril de 2026) 
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Anexo. Estadística sobre las auditorías realizadas y las acciones emitidas por el Órgano Superior 
de Fiscalización. Sistema Nacional de Fiscalización (SNF). Ejercicios fiscales 2021 al 2024. 
 

Año del 
Informe 
del SNF 

Auditorías Acciones iniciadas 

Ejercicio 
fiscal 

Total de 
auditorías 

Recomendación 

Promoción de 
responsabilidad 
administrativa 
sancionatoria 

Pliego de 
observaciones 

Promoción del 
ejercicio de 
facultad de 

comprobación 
fiscal 

Suma 

2025 2024 37 44 216 76 0 336110 
2024 2023 38 68 334 122 1 525111 
2023 2022 42 158 381 176 0 715112 
2022 2021 42 158 381 176 0 715113 

 SUMA 159 428 1,312 550 1 2,291 

 
  

                                                           
110 SNF. Sistema Nacional de Fiscalización. (2025). Informe 2025 del Sistema Nacional de 
Fiscalización al Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción. México: SNF. Pág. 209. 
Disponible en: 
http://www.snf.org.mx/SharedFiles/Download.aspx?pageid=300&mid=431&fileid=490 
(consultado el 10 de abril de 2026). 
111 SNF. Sistema Nacional de Fiscalización. (2024). Informe 2024 del Sistema Nacional de 
Fiscalización al Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción. México: SNF. Pág. 164. 
Disponible en: 
http://www.snf.org.mx/SharedFiles/Download.aspx?pageid=300&mid=431&fileid=489 
(consultado el 10 de abril de 2026). 
112 SNF. Sistema Nacional de Fiscalización. (2023). Informe 2023 del Sistema Nacional de 
Fiscalización al Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción. México: SNF. Pág. 201. 
Disponible en: 
http://www.snf.org.mx/SharedFiles/Download.aspx?pageid=300&mid=431&fileid=482 
(consultado el 10 de abril de 2026). 
113 SNF. Sistema Nacional de Fiscalización. (2023). Informe del Sistema Nacional de Fiscalización al 
Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción. México: SNF. Pág. 118. Disponible en: 
http://www.snf.org.mx/SharedFiles/Download.aspx?pageid=300&mid=431&fileid=476 
(consultado el 10 de abril de 2026). 

http://www.snf.org.mx/SharedFiles/Download.aspx?pageid=300&mid=431&fileid=490
http://www.snf.org.mx/SharedFiles/Download.aspx?pageid=300&mid=431&fileid=489
http://www.snf.org.mx/SharedFiles/Download.aspx?pageid=300&mid=431&fileid=482
http://www.snf.org.mx/SharedFiles/Download.aspx?pageid=300&mid=431&fileid=476
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Anexo. Proporción entre las sanciones firmes impuestas y los procedimientos iniciados por las 
autoridades resolutoras y substanciadoras de los entes públicos de todos los poderes, municipios y 
órganos autónomos, por la comisión de faltas administrativas (no graves, graves y de particulares), 
con origen en una auditoría interna –del órgano de control correspondiente- o externa –del 
Órgano Superior de Fiscalización del Estado (OSFAGS)-. Censos de gobierno (SESEA 
Aguascalientes). Cortes de 2021 al de 2025 

 
 2021 2022 2023 2024 2025 SUMA 

069.A. Sanciones firmes (auditorías internas) 48 36 29 24 7  
068.A. Sanciones firmes (auditorías externas) 121 42 14 20 14  

TOTAL SANCIONES 169 78 43 44 21 355 
068.B. Procedimientos iniciados (auditorías 
externas y OSFAGS) 

223 115 67 122 39  

069.B. Procedimientos iniciados (auditorías 
internas) 

183 142 34 82 43  

TOTAL PROCEDIMIENTOS 406 257 101 204 82 1,050 
TOTAL SANCIONES / TOTAL PROCEDIMIENTOS 41.6% 30.4% 42.6% 21.6% 25.6% 33.8% 

 
Anexo. Avance en la implantación y operación del Presupuesto Basado en Resultados y el Sistema 
de Evaluación del Desempeño en el Estado de Aguascalientes. Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público. Años 2021-2025 
 

 
Avance 
general 

Planeación 
Progra-
mación 

Presupues-
tación 

Ejercicio y 
control 

Segui-
miento 

Evaluación 
Rendición 
de cuentas 

Consoli-
dación 

Calificación 2020114 39.8 60 30 50 65 45 45 20 10 
Posición 2020 32 28 30 31 17 30 29 32 31 

Calificación 2021115 60.5 60 32.5 72.5 75 80 70 30 50 

                                                           
114 Véase el Capítulo VI. Resultados del Diagnóstico PbR-SED en entidades federativas, en SHCP. 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. (2020). Informe del avance alcanzado por las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México en la 
implantación y operación del presupuesto basado en resultados y del sistema de evaluación del 
desempeño. México: SHCP, así como SHCP. (2020). Informe del Avance alcanzado por las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México en la 
implantación y operación del presupuesto basado en resultados y del sistema de evaluación del 
desempeño. Anexo 2. Entidades Federativas: Fichas Ejecutivas. México: SHCP. Pág. 4. Ambos 
disponibles en: https://www.cuentapublica.hacienda.gob.mx/Entidades-Federativas (consultado el 
06 de abril de 2026). 
115 Véase el Capítulo VI. Resultados del Diagnóstico PbR-SED en entidades federativas, en SHCP. 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. (2021). Informe del avance alcanzado por las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México en la 
implantación y operación del presupuesto basado en resultados y del sistema de evaluación del 
desempeño. México: SHCP, así como SHCP. (2021). Informe del Avance alcanzado por las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México en la 
implantación y operación del presupuesto basado en resultados y del sistema de evaluación del 
desempeño. Anexo 2. Entidades Federativas: Fichas Ejecutivas. México: SHCP. Pág. 4. Ambos 
disponibles en: https://www.cuentapublica.hacienda.gob.mx/Entidades-Federativas (consultado el 
06 de abril de 2026). 
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Avance 
general 

Planeación 
Progra-
mación 

Presupues-
tación 

Ejercicio y 
control 

Segui-
miento 

Evaluación 
Rendición 
de cuentas 

Consoli-
dación 

Posición 2021 29 31 31 25 11 24 24 31 19 
Calificación 2022116 76.2 85 95 80 80 80 87.5 57.5 50 

Posición 2022 15 18 5 21 11 26 19 24 17 
Calificación 2023117 78 90 100 92.5 80 85 82.5 65 42.5 

Posición 2023 17 19 1 10 14 25 24 25 21 
Calificación 2024118 84.5 87.5 92.5 95 100 100 92.5 70 45 

Posición 2024 14 21 10 7 1 1 20 21 24 
Calificación 2025119 86.1 87.5 100 100 75 92.5 100 75 62.5 

Posición 2025 16 23 1 1 22 20 1 17 16 

 
  

                                                           
116 Véase el Capítulo VI. Resultado del Diagnóstico PbR-SED en entidades federativas, en SHCP. 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. (2022). Informe del avance alcanzado por las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México en la 
implantación y operación del presupuesto basado en resultados y del sistema de evaluación del 
desempeño. México: SHCP, así como SHCP. (2022). Informe del Avance alcanzado por las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México en la 
implantación y operación del presupuesto basado en resultados y del sistema de evaluación del 
desempeño. Anexo 2. Entidades Federativas: Fichas Ejecutivas. México: SHCP. Pág. 4. Ambos 
disponibles en: https://www.cuentapublica.hacienda.gob.mx/Entidades-Federativas (consultado el 
06 de abril de 2026). 
117 SHCP. Secretaría de Hacienda y Crédito Público. (2023). Informe del avance alcanzado por las 
entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México en 
la implantación y operación del presupuesto basado en resultados y del sistema de evaluación del 
desempeño. Anexo 2. Entidades Federativas: Fichas Ejecutivas. México: SHCP. Pág. 4. Disponible 
en: https://www.cuentapublica.hacienda.gob.mx/Entidades-Federativas (consultado el 06 de abril 
de 2026). 
118 Véase el Capítulo VI. Resultado del Diagnóstico PbR-SED en entidades federativas, en SHCP. 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. (2024). Informe del avance alcanzado por las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México en la 
implantación y operación del presupuesto basado en resultados y del sistema de evaluación del 
desempeño. México: SHCP. Disponible en: 
https://www.cuentapublica.hacienda.gob.mx/Entidades-Federativas (consultado el 06 de abril de 
2026). 
119 Véase el Capítulo III. Resultado del Diagnóstico PbR-SED en entidades federativas, en SHCP. 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. (2025). Informe del avance alcanzado por las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México en la 
implantación y operación del presupuesto basado en resultados y del sistema de evaluación del 
desempeño. México: SHCP. Pág. 11, Tabla 4. Disponible en: 
https://www.cuentapublica.hacienda.gob.mx/Entidades-Federativas (consultado el 06 de abril de 
2026). 



 

 

117 

Anexo. Evaluación del diseño del sistema de control interno. Calificación por componente, con 
base en el marco integrado de control interno. Órgano Superior de Fiscalización del Estado de 
Aguascalientes. Revisión de la cuenta pública de los años 2020 y 2024 
 

 
Calificación 

global 
Ambiente de 

control 
Evaluación de 

riesgos 
Actividades de 

control 
Información y 
comunicación 

Supervisión 

 2020120 2024121 2020 2024 2020 2024 2020 2024 2020 2024 2020 2024 
PROMEDIO 62.59 72.1 13.46 15.16 13.81 13.95 12.95 14.7 12.49 14.38 9.4 13.92 
Organismos Autónomos  56.8  11.88  8.33  14.5  13.33  8.75 
Fiscalía General del Estado  93.15  18.98  16.67  20  20  17.5 
Tribunal de Justicia Administrativa  20.45  4.78  0.00  9.00  6.67  0.00 
Administración estatal centralizada 81.65 93.85 15.82 18.78 19 19.66 15.6 18.8 17.73 17.6 11.5 19 
Secretaría de Administración 87.52  16.19  18.33  18  20  5  
Secretaría de Finanzas 67.13  11.63  16.67  13  13.33  12.5  
Secretaría General de Gobierno 80.27  18.27  20  16  16  10  
Secretaría Ejecutiva del Sistema 
Estatal Anticorrupción 

81.4  13.4  20  13  20  15  

Secretaría de Sustentabilidad, 
Medio Ambiente y Agua 

 84.26  16.26  18.33  18  16.67  15 

Secretaría de Obras Públicas 91.93 98.52 19.59 19.52 20 20 18 19 19.33 20 15 20 
Secretaría de Desarrollo Rural y 
Agroempresarial 

 95.99  19.32  20  20  16.67  20 

Coordinación General de 
Movilidad 

 91.32  19.32  20  17  15  20 

Secretaría de Planeación, 
Participación y Desarrollo 

 99.19  19.52  20  20  19.67  20 

Organismos descentralizados 74.71 86.33 15.54 17.52 15.84 18.33 16.5 16.33 14.34 16.22 12.5 17.92 
Universidad Politécnica de 
Aguascalientes 

87.79  19.46  16.67  20  16.67  15  

Patronato de la Feria Nacional de 
San Marcos 

46.17  11.84  16.67  12  5.67  0  

Instituto de Educación de 
Aguascalientes 

82.92  12.59  16.67  17  16.67  20  

Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales para los Servidores 
Públicos del Estado 

81.97  18.3  13.33  17  18.33  15  

Sistema de Financiamiento de 
Aguascalientes 

 94.32  18.66  20  18  17.67  20 

Procuraduría Estatal de Protección 
al Ambiente 

 46.3  11.63  10  8  6.67  10 

Instituto de Servicios de Salud del 
Estado de Aguascalientes 

 87.24  17.07  20  18  14.67  17.5 

Instituto del Agua del Estado  99.52  19.52  20  20  20  20 
Instituto de Infraestructura Física 
Educativa del Estado 

 97.46  19.46  20  18  20  20 

Instituto Cultural de 
Aguascalientes 

 93.11  18.78  20  16  18.33  20 

Administración municipal 
centralizada 

51.61 64.74 11.6 14.03 10.75 11.67 11.18 13.45 9.91 13.09 8.18 12.5 

Municipio de Aguascalientes 53.82 84.83 12.65 14.83 10 11.67 12 20 6.67 18.33 12.5 20 
Municipio de Asientos 48.66 88.33 11.5 16.67 15 16.67 13 20 6.67 20 2.5 15 
Municipio de Calvillo 44.75 43.03 7.41 11.36 3.33 10 14 10 10 1.67 10 10 
Municipio de Cosío 43.54 79.55 12.04 17.55 8.33 16.67 12 17 8.67 13.33 2.5 15 
Municipio de El Llano 14.48 31.56 3.81 8.23 6.67 6.67 4 5 0 6.67 0 5 
Municipio de Jesús María 95.24 100 15.24 20 20 20 20 20 20 20 20 20 

                                                           
120 Órgano Superior de Fiscalización. (2021). Informes del resultado de la revisión de la cuenta 
pública 2020 (Fracción XXIX, cuarto trimestre). Disponible en: 
https://docs.google.com/spreadsheets/d/1FMGVqlM3lH8d6NilEu5t6nWxs3m4jLj5fXs3F2f5f2U/ed
it?gid=1815049800#gid=1815049800 (consultado el 08 de abril de 2026). 
121 Órgano Superior de Fiscalización. (2025). Informes del resultado de la revisión de la cuenta 
pública 2024 (Fracción XXIX, cuarto trimestre). Disponible en: 
https://docs.google.com/spreadsheets/d/1OkdQcWNQPBdgFwSXciNgs_SxPraRIfDL77gh09-
6yHU/edit?gid=316785494#gid=316785494 (consultado el 08 de abril de 2026). 
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Calificación 

global 
Ambiente de 

control 
Evaluación de 

riesgos 
Actividades de 

control 
Información y 
comunicación 

Supervisión 

 2020120 2024121 2020 2024 2020 2024 2020 2024 2020 2024 2020 2024 
Municipio de Pabellón de Arteaga 92.36 83.57 19.81 13.4 20 16.67 20 16 20 20 12.5 17.5 
Municipio de Rincón de Romos 75.74 39.78 17.07 10.61 15 5 17 11 16.67 10.67 10 2.5 
Municipio de San Francisco de los 
Romo 

79.03 86.95 18.03 17.28 13.33 13.33 11 18 17 18.33 20 20 

Municipio de San José de Gracia 20.14 33.26 10.14 10.43 6.67 6.67 0.00 2 3.33 6.67 0.00 7.5 
Municipio de Tepezalá 0.00 41.28 0.00 13.95 0.00 5 0.00 9 0.00 8.33 0.00 5 
Organismos paramunicipales 39.53 58.32 13.86 12.93 13.33 10.83 5 12 7.33 12.55 0 10 
Organismo Operador de Agua de 
San Francisco de los Romo 

 85.14  17.14  16.67  18  18.33  15 

Organismo Operador de Agua 
Potable, Alcantarillado y 
Saneamiento del Municipio de 
Rincón de Romos 

 24.45  7.62  3.33  9  2  2.5 

Comisión de Agua Potable y 
Alcantarillado del Municipio de 
Pabellón de Arteaga 

 9.52  6.19  0.00  0.00  3.33  0.00 

Comisión de Agua Potable, 
Alcantarillado y Saneamiento del 
Municipio de Jesús María 

 74.45  14.12  20  12  18.33  10 

Organismo Operador de Servicios 
de Agua de Calvillo 

 69.85  14.01  15  15  13.33  12.5 

Modelo Integral de Aguas de 
Aguascalientes 

 86.5  18.5  10  18  20  20 

Comisión Ciudadana de Agua 
Potable y Alcantarillado del 
Municipio de Aguascalientes 

39.53  13.86  13.33  5  7.33  0  

PROMEDIO 62.59 72.1 13.46 15.16 13.81 13.95 12.95 14.7 12.49 14.38 9.4 13.92 
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ANEXO I.7 
 
Anexo. Denuncias, medidas de seguridad e infracciones impuestas por las autoridades en materia 
de desarrollo urbano. Cuadro 302 de los Censos de gobierno coordinados por la SESEA. Cortes de 
2022-2025 

 2022 2023 2024 2025 SUMA 
302.A. Denuncias por infracciones al Código Urbano para el 

Estado 5 105 100 38 248 

302.B. Denuncias por afectaciones al patrimonio federal 0 4 0 0 4 
302.C. Denuncias por afectaciones al patrimonio estatal 0 1 0 0 1 

302.D. Denuncias por afectaciones al patrimonio municipal 0 7 0 0 7 
302.E. Denuncias por afectaciones al patrimonio de particulares 14 10 18 12 54 
302.F. Denuncias en que el presunto infractor es una autoridad 

de gobierno 0 1 5 2 8 

302.G. Denuncias en que el presunto infractor es un particular 3 83 58 10 154 
302.H. Denuncias en que el presunto infractor es un fraccionador 

o promotor 16 10 39 6 71 
302.I. Medidas de seguridad aplicadas por incumplir legislación o 

programas 255 37 276 227 795 
302.J. Sanciones aplicadas por infracciones al Código Urbano 

para el Estado 12 69 263 258 602 

302.K. Infracciones en que se declaró la caducidad de la sanción 1 11 0 0 12 
 

Anexo. Proporción entre los recursos de revisión atendidos por el órgano garante o autoridades 
garantes en materia de transparencia en el Estado, y las solicitudes de acceso a la información 
pública presentadas. Años 2020 al 2023 
 

 2020 2021 2022 2023 SUMA 
039.A. Recursos de revisión atendidos 466 341 495 760 2,062 

039.B. Solicitudes de información presentadas 8,091 8,735 9,324 10,509 36,659 
PROPORCIÓN 17.36 25.62 18.84 13.82  

 
Anexo. Porcentaje de recursos de inconformidad en los que la autoridad confirmó las resoluciones 
del órgano garante o de las autoridades garantes, a sus recursos de revisión. Censos de gobierno 
(SESEA Aguascalientes). Cortes de 2021 a 2025 

 
 2021 2022 2023 2024 2025 SUMA 

040.A. Recursos de inconformidad que confirmaron el fallo 
del órgano o autoridad garante 

0 0 0 0 0 0 

040.B. Total de recursos de inconformidad promovidos por 
particulares 

0 3 0 0 0 3 

 
 
 
 
 

VOLVER AL ÍNDICE 



 

 

120 

Anexo. Cumplimiento de las obligaciones de transparencia otorgado por el órgano garante en 
materia de transparencia, en la primera fase de la verificación virtual. Indicadores 041 al 046. 
Censos de gobierno coordinados por la SESEA. Años 2021 a 2023 
 

ENTE PÚBLICO 

CALIFICACIÓN OTORGADA POR EL ÓRGANO GARANTE 
EN MATERIA DE TRANSPARENCIA (PRIMERA FASE) 

2021 2022 2023 

041.A Órganos autónomos 100 100 94.13 

0009. Comisión Estatal de Derechos Humanos 100 100 91.57 

0016. Fiscalía General del Estado 100 100 86.49 

0030. Instituto de Transparencia del Estado de 
Aguascalientes 

100 100 100 

0036. Instituto Estatal Electoral 100 100 97.81 

0073. Tribunal Electoral del Estado 100 100 92.75 

0074. Universidad Autónoma de Aguascalientes 100 100 96.17 

042.A Poder Judicial 100 89.65 91.76 

043.A Administración Pública Centralizada 94.2 97.75 92.98 

1. Despacho del Ejecutivo Estatal 100 100  

2. Coordinación General de Gabinete 100 100  

3. Secretaría General de Gobierno 100 100  

4. Secretaría de Seguridad Pública 97,66 100  

5. Secretaría de Finanzas 95,38 72,3  

6. Secretaría de Desarrollo Económico 90,56 100  

7. Secretaría de Salud 95,68 100  

8. Secretaría de Sustentabilidad, Medio Ambiente y 
Agua 

85,86 91,84  

9. Secretaría de Gestión Urbanística, Ordenamiento 
Territorial, Registral y Catastral 

88,08 100  

10. Secretaría de Desarrollo Social 100 100  

11. Secretaría de Obras Públicas 100 100  

12. Secretaría de Desarrollo Rural y Agroempresarial 91,75 100  

13. Secretaría de Turismo 94,95 100  

14. Secretaría de Administración 100 100  

15. Contraloría del Estado de Aguascalientes 100 100  

16. Coordinación General de Movilidad 100 100  

17. Coordinación General de Planeación y Proyectos 61,62   

044.A Administración Pública Descentralizada 85.6 89.01 82.22 

0001. Colegio de Educación Profesional Técnica del 
Estado de Aguascalientes 

80.49 89.4 79.01 

0002. Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos del 
Estado de Aguascalientes 

89.44 100 87.5 

0008. Comisión Estatal de Arbitraje Médico 41.35 80.37 79.52 
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ENTE PÚBLICO 
CALIFICACIÓN OTORGADA POR EL ÓRGANO GARANTE 

EN MATERIA DE TRANSPARENCIA (PRIMERA FASE) 

2021 2022 2023 

0010. Escuela Normal de Aguascalientes 92.68 100  

0011. Fideicomiso Complejo Tres Centurias 87.16 54.93 84.51 

0014. Fideicomiso Desarrollos Industriales de 
Aguascalientes 

100 100 78.11 

0015. Fideicomisos de Inversión y Administración para el 
Desarrollo Económico del Estado 

96.42 100 88.2 

0017. Instituto de Asesoría y Defensoría Pública del 
Estado 

93.26 100 87.64 

0020. Instituto Aguascalentense de la Juventud 85.81 100 86.12 

0021. Instituto Aguascalentense de las Mujeres 100 100 90.04 

0022. Instituto Cultural de Aguascalientes 89.58 89.73 95.63 

0023. Instituto de Capacitación para el Trabajo del 
Estado de Aguascalientes 

77.32 100 57.06 

0024. Instituto de Educación de Aguascalientes 100 98.18 98.02 

0025. Instituto de Infraestructura Física Educativa del 
Estado de Aguascalientes 

91.46 100 97.34 

0028. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los 
Servidores Públicos del Estado de Aguascalientes 

97.25 100 78.01 

0029. Instituto de Servicios de Salud del Estado 95.68 100 93.9 

0031. Instituto de Vivienda Social y Ordenamiento de la 
Propiedad 

100 100 47.9 

0032. Instituto del Agua 4.52 75.17 98.18 

0034. Instituto del Deporte del Estado de Aguascalientes 100 100 83.93 

0035. Instituto Estatal de Seguridad Pública de 
Aguascalientes 

100 100 72.21 

0043. Instituto para el Desarrollo de la Sociedad del 
Conocimiento del Estado 

94.85 100 51.81 

0044. Instituto para la Educación de las Personas 
Jóvenes y Adultas de Aguascalientes 

72.48 100 98.04 

0062. Patronato de la Feria Nacional de San Marcos 59.14 34.61 87.16 

0067. Procuraduría Estatal de Protección al Ambiente 56.45 85.24 100 

0068. Radio y Televisión de Aguascalientes 100 84.61 95.89 

0070. Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal 
Anticorrupción 

100 100 99.36 

0072. Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia 
del Estado 

89.24 94.32 66.41 

0075. Universidad Politécnica de Aguascalientes 100 100 79.8 

0076. Universidad Tecnológica de Aguascalientes 80.9 94.42 91.94 

0077. Universidad Tecnológica de Calvillo 94.23 86.52 93.03 

0078. Universidad Tecnológica del Norte de 
Aguascalientes 

97.31 88.02 75.91 

0079. Universidad Tecnológica de El Retoño 91.34 63.64 88.18 

0080. Universidad Tecnológica Metropolitana 79.86 94.73 94.9 
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ENTE PÚBLICO 
CALIFICACIÓN OTORGADA POR EL ÓRGANO GARANTE 

EN MATERIA DE TRANSPARENCIA (PRIMERA FASE) 

2021 2022 2023 

0081. Instituto de Planeación del Estado de 
Aguascalientes 

61.62 50.36  

0082. Centro de Conciliación Laboral del Estado de 
Aguascalientes 

  84.51 

0083. Sistema de Financiamiento de Aguascalientes 100 50.94 78.11 

0084. Buró de Congresos y Visitantes de Aguascalientes   69.65 

0085. Instituto Aguascalentense de las Personas Adultas 
Mayores 

  73.84 

0086. Instituto Aguascalentense de las Personas 
Migrantes 

  97.1 

0087. Instituto de Ciencia y Tecnología del Estado de 
Aguascalientes 

  95.21 

0088. Universidad de la Policía y Ciencias de la Seguridad 
de Aguascalientes 

  83.13 

0090. Instituto de Atención Integral de Enfermedades 
Renales del Estado de Aguascalientes 

   

045.A Poder Legislativo 87.2 98.81 97.2 

046.A Administración municipal centralizada y 
descentralizada 

78.91 91.23 87.82 

0045. Municipio de Aguascalientes 100.00 83.09 96.09 

0046. Municipio de Asientos 77.85 77.16 89.23 

0047. Municipio de Calvillo 100.00 100.00 90.71 

0048. Municipio de Cosío 100.00 92.08 85.53 

0049. Municipio de El Llano 98.12 95.89 84.11 

0050. Municipio de Jesús María 86.71 100.00 95.94 

0051. Municipio de Pabellón de Arteaga 78.96 94.32 84.12 

0052. Municipio de Rincón de Romos 100.00 94.36 97.17 

0053. Municipio de San Francisco de los Romo 100.00 100.00 94.57 

0054. Municipio de San José de Gracia 59.63 100.00 91.9 

0055. Municipio de Tepezalá 74.22 87.78 78.05 

0003. Comisión Ciudadana de Agua Potable y 
Alcantarillado del Municipio de Aguascalientes 

79.77 100.00  

0004. Comisión de Agua Potable y Alcantarillado de 
Pabellón de Arteaga 

19.13 100.00 85.59 

0005. Comisión de Agua Potable. Alcantarillado y 
Saneamiento del Municipio de Jesús María 

90.95 100.00 87.77 

0006. Comisión de Agua Potable. Alcantarillado y 
Saneamiento del Municipio de Tepezalá 

   

0019. Instancia Municipal de las Mujeres de Cosío    

0037. Instituto Municipal Aguascalentense para la 
Cultura 

98.50 88.23 87.24 

0038. Instituto Municipal de la Juventud de 
Aguascalientes 

55.40 75.55 63.09 

0039. Instituto Municipal de la Mujer de Aguascalientes 76.44 85.48 93.34 
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ENTE PÚBLICO 
CALIFICACIÓN OTORGADA POR EL ÓRGANO GARANTE 

EN MATERIA DE TRANSPARENCIA (PRIMERA FASE) 

2021 2022 2023 

0041. Instituto Municipal de Planeación de 
Aguascalientes 

93.72 87.10 98.81 

0057. Organismo Operador de Agua del Municipio de 
San Francisco de los Romo 

0.00 100.00 83.27 

0059. Organismo Operador de Agua Potable. 
Alcantarillado y Saneamiento de Rincón de Romos 

82.12 84.62 77.2 

0060. Organismo Operador de Servicios de Agua de 
Calvillo 

95.37 82.79 96.53 

0091. Modelo Integral de Aguas de Aguascalientes    

 
Anexo. Versiones públicas de sentencias publicadas por el Supremo Tribunal de Justicia en su 
portal oficial. Indicador 049 de los Censos de gobierno (SESEA Aguascalientes). Cortes de 2020 al 
2025 

 2020 2021 2022 2023 2024 2025122 SUMA PROMEDIO 
049.A. Versiones 

públicas de 
sentencias en el 
portal oficial del 
Poder Judicial 

2,404 7,260 13,858 12,463 8,960 7,064 52,009 8,668 

 
Anexo. Porcentaje de observaciones y/o recomendaciones emitidas por el órgano garante (el 
Instituto de Transparencia del Estado de Aguascalientes), así como por las autoridades garantes en 
materia de transparencia, a los sujetos obligados, que derivaron en denuncias por incumplimiento 
de obligaciones de transparencia. Censos de gobierno (SESEA Aguascalientes). Cortes de 2020 al 
2025 

 2020 2021 2022 2023 2024 2025123 SUMA 
057.A. Observaciones y recomendaciones que 
derivaron en denuncias 

19 3 72 3 0 1 98 

057.B. Total de observaciones y 
recomendaciones emitidas por el ITEA 

41 124 120 70 6,195124 0 6,550 

PORCENTAJE 46.3% 2.4% 60% 4.2% --- ---  

                                                           
122 En este corte, el periodo informado abarca del 1 de octubre de 2024 al 31 de agosto de 2025. 
123 A partir del 17 de junio de 2025, entró en vigor la nueva Ley de Transparencia y acceso a la 
información pública del Estado de Aguascalientes, e inició el funcionamiento de las actuales 
autoridades garantes en materia de transparencia. 
124 Mediante correo electrónico dgpoliticas@seaaguascalientes.org del 30 de octubre de 2024, se 
puso a consideración del Usuario informante en el Sistema de Evaluación de la Política Estatal 
Anticorrupción (SES-PEA), Nanci Selene Pérez Almanza, que para el corte de 2023, el Usuario 
informante, entonces Víctor Hugo Meléndez Murillo, Secretario Ejecutivo del Instituto de 
Transparencia del Estado de Aguascalientes (ITEA), reportó con relación a la pregunta con 
número de Id 207, que se habían emitido "70" observaciones y/o recomendaciones. Y que esta 
cifra era considerablemente menor a la reportada en el corte de 2024. Sin embargo, mediante 
correo del 30 de octubre de 2024, Nanci Selene Pérez (nanci.perez@itea.org.mx) confirmó que la 
cifra reportada para el corte de 2024 es correcta, y que fue verificada en el Sistema Integral de 
Evaluaciones (SIEVAL) del otrora órgano garante en materia de transparencia (ITEA). 
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Anexo. Porcentaje de solicitudes de información de la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción (FECC) en materia fiscal y de inteligencia financiera, con respuesta negativa. Censos de 
gobierno (SESEA Aguascalientes). Cortes de 2023 y de 2024 

 
 2019 2020 2021 2022 2023 2024 2025 SUMA PROMEDIO 

063.A. Negativas a proporcionar 
información fiscal o de inteligencia 

financiera 
1 3 10 8 4 0 3 29 4.14 

063.B. Total de solicitudes de la FECC 76 27 79 49 4 20 107 362 51.71 

 
 
Anexo. Tabla comparativa de las incompetencias declaradas por los órganos de control (OIC) 
como por las áreas de asuntos internos de seguridad pública municipales, para investigar 
denuncias turnadas entre sí, contra elementos de seguridad pública. Censos de gobierno (SESEA 
Aguascalientes). Cortes de 2021 al de 2025 
 

 2021 2022 2023 2024 2025 SUMA 
065.A. Incompetencias del OIC (denuncias turnadas por 

asuntos internos) 
6 4 3 7 6 26 

065.B. Incompetencias de asuntos internos (denuncias 
turnadas por el OIC) 

3 2 1 4 1 11 

SUMA 9 6 4 11 7  

 
Anexo. Tabla comparativa de los entes públicos de todos los poderes, municipios y órganos 
autónomos que cuentan con autoridades investigadora, substanciadora y resolutora en materia de 
responsabilidades administrativas, y de los servidores públicos adscritos a sus órganos de control, 
encargados de realizar auditorías internas. Censos de gobierno (SESEA Aguascalientes). Cortes de 
2022 al 2025 

 

 
318.A. Entes 

con autoridad 
investigadora 

% 
318.B. Entes con 

autoridad 
substanciadora 

% 

318.C. 
Entes con 
autoridad 
resolutora 

% 

318.D. 
Servidores 
públicos 

encargados de 
realizar 

auditorías 
internas 

071.B. 
Total de 

entes 
públicos 

2025 52 73.2 54 76.1 54 76.1 117 71 
2024 55 78.6 59 84.3 60 85.7 119 70 
2023 57 83.8 49 72.1 48 70.1 117 68 
2022 52 76.5 51 75 48 70.1 88 68 

PROMEDIO 54  53.3  52.5  110.25 69.3 

 
  



 

 

125 

Anexo. Proporción entre las sanciones firmes impuestas y los procedimientos iniciados por las 
autoridades resolutoras y substanciadoras de los entes públicos de todos los poderes, municipios y 
órganos autónomos, por la comisión de faltas administrativas (no graves, graves y de particulares), 
originados en denuncias. Censos de gobierno (SESEA Aguascalientes). Cortes de 2019 al 2025 

 
 2019 2020 2021 2022 2023 2024 2025 SUMA PROMEDIO 

113.A. Sanciones firmes (autoridades y 
particulares) 

14 40 71 106 207 191 60 689 98 

113.B. Procedimientos iniciados 
(autoridades y particulares) 

48 47 1,676 826 675 348 676 4,296 613 

PROPORCIÓN (B / A) 3.4 1.2 23.6 7.8 3.2 1.8 11.3 6.2 7.5 

 
Anexo. Proporción de acusaciones formalizadas por la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción (FECC) por hechos de corrupción, que se resuelven mediante un proceso jurisdiccional; 
respecto de las que concluyen mediante soluciones alternas (acuerdos reparatorios, suspensiones 
condicionales) o las formas de terminación anticipada del procedimiento autorizadas por la FECC. 
Censos de gobierno (SESEA Aguascalientes). Cortes de 2021 a 2025 

 
 2021 2022 2023 2024 2025 SUMA 

074.A. Acuerdos reparatorios 0 0 1 4 4 9 
074.B. Suspensiones condicionales 1 1 2 1 5 10 
074.C. Procedimientos abreviados 0 0 0 0 1 1 
074.D. Autos de apertura a juicio oral por hechos 
de corrupción 

4 0 1 0 0 5 

PROPORCIÓN PROCESOS JURISDICCIONALES / 
SOLUCIONES ALTERNAS 

     0.25 

 
Anexo. Porcentaje carpetas de investigación iniciadas por la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción (FECC), que derivaron en un escrito de acusación por hechos de corrupción. Censos de 
gobierno (SESEA Aguascalientes). Cortes de 2020 al de 2025 

 
 2020 2021 2022 2023 2024 2025 SUMA 

078.A. Escritos de acusación presentados por la FECC 4 6 6 2 0 5 23 
078.B. Total de carpetas de investigación iniciadas por la 
FECC 

34 46 40 46 56 50 272 

PROPORCIÓN 11.8% 13% 15% 4.3% --- 10% 8.5% 

 
Anexo. Porcentaje de servidores públicos de todos los poderes, municipios y órganos autónomos 
con relación a los cuales el órgano interno de control verificó la determinación y pago de sus 
remuneraciones. Fundado en el artículo 24 de la Ley de Remuneraciones de los Servidores Públicos 
del Estado de Aguascalientes y sus municipios. Censos de gobierno (SESEA Aguascalientes). 
Cortes de 2021 al de 2025 

 2021 2022 2023 2024 2025 PROMEDIO 
114.A. Personal adscrito a las unidades 
administrativas verificadas 

17,400 2,034 11,093 8,825 11,499 10,170 

114.B. Total de servidores públicos 41,781 52,180 54,235 57,391 68,847 54,887 
PORCENTAJE 41.6% 3.9% 20.5% 15.4% 16.7%  
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Anexo. Porcentaje de expedientes que cuentan con la manifestación de no conflicto de intereses 
de los particulares, con los que se celebraron contratos traslativos de uso y dominio (enajenaciones 
a título oneroso o gratuito, permutas, donaciones, comodatos, entregas en usufructo o como pago 
en especie) de los bienes inmuebles de todos los poderes, municipios y órganos autónomos. 
Censos de gobierno (SESEA Aguascalientes). Cortes de 2021 al de 2025 
 

 2021 2022 2023 2024 2025 SUMA 
122.A. Contratos traslativos de uso y dominio a 
favor de particulares con manifiesto de no 
conflicto de interés 

27 28 7 2 2 66 

122.B. Contratos traslativos de uso y dominio a 
favor de particulares (personas físicas o 
morales) 

1 2 29 16 156 204 

PORCENTAJE --- --- 24.1% 12.5% 1.3% 32.8% 

 
Anexo. Porcentaje de los programas sociales federales, estatales y municipales, implementados 
durante el ejercicio fiscal anterior, que gestionaron el Poder Ejecutivo, los municipios, así como los 
órganos autónomos, con relación a los cuales se publicó una evaluación o informe de resultados. 
Censos de gobierno (SESEA Aguascalientes). Ejercicios fiscales 2022 al 2024 

 
 2022 2023 2024 SUMA PROMEDIO 

095.A. Programas sociales evaluados o sobre los que se publicó un 
informe 

44 47 68 159 53 

095.B. Total de programas sociales vigentes en el ejercicio fiscal 
anterior 

104 124 164 392 130.6 

PORCENTAJE 42.3% 37.9% 41.5% 40.6%  

 
Anexo. Porcentaje de recomendaciones al desempeño atendidas por la administración pública 
centralizada y descentralizada a nivel estatal y municipal de entre las emitidas por la Secretaría de 
Planeación, Participación y Desarrollo (SEPLADE) y las Coordinaciones Municipales de Planeación 
(COMUPLA), con base en los resultados de las evaluaciones a los indicadores de desempeño. 
Censos de gobierno (SESEA Aguascalientes). Cortes de 2021 al de 2025 

 
 2021 2022 2023 2024 2025 SUMA PROMEDIO 

097.A. Recomendaciones al desempeño 
atendidas 

295 35 152 1,013 449 1,944 388.8 

097.B. Total de recomendaciones al 
desempeño emitidas 

256 702 946 3,381 1,308 6,593 1,318.6 

PORCENTAJE --- 4.99% 16.07% 29.96% 34.33% 29.49%  
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Anexo. Porcentaje de recomendaciones al desempeño atendidas por los entes fiscalizados de 
todos los poderes, municipios y órganos autónomos, de entre las que presentó el Órgano Superior 
de Fiscalización del Estado, en el Informe del resultado de la revisión de la cuenta pública del 
ejercicio fiscal anterior. Censos de gobierno (SESEA Aguascalientes). Cuentas públicas de 2019 a la 
de 2024 

 
 2019 2020 2021 2022 2023 2024 SUMA PROMEDIO 

098.A. Recomendaciones al 
desempeño atendidas 

37 17 24 17 50 12 157 26.16 

098.B. Total de recomendaciones al 
desempeño emitidas 

110 83 111 32 61 31 428 71.33 

PORCENTAJE 33.6% 20.5% 21.6% 53.1% 81.9% 38.7% 36.68%  

 
Anexo. Porcentaje de los programas presupuestarios implementados por todos los poderes, 
municipios y órganos autónomos durante el ejercicio fiscal anterior, que fueron evaluados por las 
instancias técnicas durante el ejercicio fiscal anterior. Censos de gobierno (SESEA Aguascalientes). 
Ejercicios fiscales 2020 al 2024 

 
 2020 2021 2022 2023 2024 SUMA PROMEDIO 

099.A. Programas presupuestarios evaluados 451 540 306 403 346 2,046 409.2 
099.B. Total de programas presupuestarios 
vigentes en el ejercicio fiscal anterior 

611 644 531 608 651 3,045 609 

PORCENTAJE 73.8% 83.9% 57.6% 66.3% 53.1% 67.2%  

 
Anexo. Porcentaje de los servidores públicos de todos los poderes, municipios y órganos 
autónomos que presentaron declaración patrimonial y de intereses. Registros del Sistema de 
Evaluación y Seguimiento de la Política Estatal Anticorrupción (SES-PEA) y del Sistema 1 de la 
Plataforma Digital Estatal (SESEA Aguascalientes). Declaraciones de modificación presentadas de 
enero a mayo de los años 2021 a 2025 
 

 2021 2022 2023 2024 2025 PROMEDIO 
055.A. Declaraciones patrimoniales y de 
intereses (Sistema 1) 

874 15,025 17,818 53,178 51,798125 27,739 

055.B. Total de servidores públicos (SES-PEA) 41,781 52,180 54,235 57,391 68,847 54,887 
PORCENTAJE 2.1% 28.8% 32.9% 92.7% 75.2%  

 
  

                                                           
125 Debido a un error en la Plataforma Digital Estatal, originalmente se registraron en el Censo de 
gobierno, un total de 31,347 declaraciones patrimoniales de modificación correspondientes al 
período enero-mayo de 2025. 
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Anexo. Proporción entre las sanciones firmes impuestas y los procedimientos iniciados por las 
autoridades resolutoras y substanciadoras de los entes públicos de todos los poderes, municipios y 
órganos autónomos, por la comisión de faltas administrativas (no graves, graves y de particulares), 
con origen en una auditoría interna –del órgano de control correspondiente- o externa –del 
Órgano Superior de Fiscalización del Estado (OSFAGS)-. Censos de gobierno (SESEA 
Aguascalientes). Cortes de 2021 al de 2025 

 
 2021 2022 2023 2024 2025 SUMA 

069.A. Sanciones firmes (auditorías internas) 48 36 29 24 7 144 
069.B. Procedimientos iniciados (auditorías 
internas) 

183 142 34 82 43 484 

PROPORCIÓN SANCIONES / PROCEDIMIENTOS 
AUDITORÍAS INTERNAS 

26.2% 25.4% 85.3% 29.3% 16.3% 29.8% 

068.A. Sanciones firmes (auditorías externas) 121 42 14 20 14 211 
068.B. Procedimientos iniciados (auditorías 
externas y OSFAGS) 

223 115 67 122 39 566 

PROPORCIÓN SANCIONES / PROCEDIMIENTOS 
AUDITORÍAS EXTERNAS 

54.3% 36.5% 20.9% 16.4% 35.9% 37.3% 
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